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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

                                                                            

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
SALA UNITARIA DE DECISIÓN  

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

RADICACIÓN 17001-23-33-000-2023-00099-00 

CLASE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E 
INTERESES COLECTIVOS 

DEMANDANTE PERSONERÍA MUNICIPAL DE CHINCHINÁ – 
CALDAS      

DEMANDADO MUNICIPIO DE CHINCHINÁ – CALDAS, 
EMPRESA DE OBRAS SANITARIAS DE 
CALDAS - EMPOCALDAS, Y CORPORACIÓN 
AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS – 
CORPOCALDAS. 

 

Pasa al Despacho para decidir sobre la admisión de la demanda de protección 

de derechos colectivos de la referencia. 

 

De conformidad con los artículos 18, 20 y 21 de la Ley 472 de 1998, en 

concordancia con los cánones 144 y 161 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – C.P.A.C.A1, se le concede a 

la parte actora un término de tres (3) días para CORREGIR la demanda que en 

ejercicio de la acción popular instaura PERSONERÍA MUNICIPAL DE 

CHINCHINÁ – CALDAS contra el MUNICIPIO DE CHINCHINÁ – CALDAS, 

EMPRESA DE OBRAS SANITARIAS DE CALDAS - EMPOCALDAS, Y 

CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS – CORPOCALDAS., 

en los siguientes aspectos: 

 

1. Deberá indicar con claridad los motivos por los cuales considera que la 

Corporación Autónoma Regional de Caldas – CORPOCALDAS está vulnerando 

los derechos colectivos de la comunidad del barrio el Mirador I y II etapa del 

municipio de Chinchiná – Caldas. 

 

                                                                 
1 Ley 1437 d3 2011. 
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2. Deberá indicar con claridad las pretensiones que eleva respecto de 

Empocaldas y Corpocaldas 

 

3. Deberá allegar prueba del agotamiento del requisito de procedibilidad frente a 

la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS – CORPOCALDAS. 

 

4. Deberá allegar constancia del envió de la corrección de demanda y sus anexos 

a las entidades accionadas. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES  

Magistrado  
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A.I.  208 

 

Asunto:   Pruebas 

Medio Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

  Radicación:   17-001-23-33-000-2017-00579-00 

  Demandante: Jairo Ernesto Escobar Sanz. 

Demandados: Nación – Rama Judicial – Consejo Superior 

de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial. 

 

 

Manizales, quince (15) de mayo del año dos mil veintitrés (2023).  

 

Mediante el Acuerdo PCSJA20-11567 del día 5 de Junio de 2020, se adoptaron las 
medidas para el levantamiento de los términos judiciales con ocasión de la 
pandemia de la pandemia del COVID – 19. 
 
Conforme a lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182A, del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 
2011-, y al tratarse el presente asunto de un asunto de puro derecho, se procede 
a fijar las pruebas, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código 
General del Proceso, y a su vez, se fija el objeto del litigio o de la controversia. 
 

FIJACIÓN DEL LITIGIO 
 

El artículo 180 numeral 7 dice que se establecerán los hechos sobre los cuales hay 
acuerdo, con el fin de fijar el litigio. 
 



LOS HECHOS SOBRE LOS CUALES NO HAY CONTROVERSIA PARA ESTE 
DESPACHO POR ENCONTRAR DEBIDO SOPORTE PROBATORIO SON:  
 
El Doctor JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ, laboró al servicio de la Rama 
Judicial, en calidad de Juez desde el 28 de Marzo de 2005 hasta el día 19 de Marzo 
de 2007. 
 
Que fue agotada la reclamación administrativa ante la NACIÓN – RAMA 
JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, solicitando el pago 
del 30% del salario básico, así como la reliquidación de todas las prestaciones 
sociales incluyendo el 30% de la denominada prima especial de servicios, petición 
que fuera negada por medio de la Resolución DESAJMZR16-23 del 7 de Enero 
de 2016, por medio de la cual se negó la solicitud de reliquidación 
salarial y de prestaciones sociales, así como del acto ficto presunto de 
carácter negativo que confirma la decisión adoptada en primera 
instancia.  
 
HECHOS DE LA CONTROVERSIA: 
 

➢ Que el Doctor Jairo Ernesto Escobar Sanz, laboró al servicio de la Rama 
Judicial como Juez de la República, desde el día 28 de marzo de 2005 
hasta el 19 de Marzo de 2007. 
 

➢ La Ley 4 de 1992, autorizó al Gobierno Nacional para establecer una 
prima no inferior al 30% ni superior al 60% del salario básico sin carácter 
salarial a favor entre otros funcionarios de los Jueces de la República, con 
efectos a partir del 1 de Enero de 1993. 
 

➢ En virtud de la potestad otorgada por la Ley 4 de 1992, el Gobierno 
Nacional, desde 1993, año tras año en los respectivos decretos, ha 
establecido que se considera como prima especial, sin carácter salarial, el 
30% del salario básico mensual de los Jueces de la República. 

 

➢ A través de escrito fechado el 21 de Diciembre de 2015, el Dr. Escobar 
Sanz, solicitó a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial de 
Manizales, con fundamento en la sentencia de nulidad relacionada en el 
punto anterior, la reliquidación y pago de la remuneración básica 
mensual, la prima especial mensual, y de todos los derechos laborales 
causados y recibidos como Juez de la República, durante el período 
comprendido, entre el 28 de marzo de 2005 y el 19 de Marzo de 2007, 
con su respectiva actualización o indexación. 

 



➢ El 7 de Enero de 2016, a través de la Resolución No DESAJMZR16-23, no 
se accedió a las peticiones presentadas, decisión que fue notificada 
personalmente el 15 de Enero de 2016. 

 

➢ A través de memorial adiado el 22 de Enero de 2016, se interpuso y 
sustentó recurso de apelación contra la resolución No DESAJMZR16-23 de 
2016, el cual fue concedido el 1 de febrero de la misma anualidad, 
mediante Resolución No DESAJMZR16-125. 

 

➢ La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial no ha decidido el recurso 
de apelación interpuesto y sustentado contra la Resolución No 
DESAJMZR16-23 del 7 de Enero de 2016, se configuró el silencio 
administrativo negativo en recursos consagrado en el artículo 86 de la Ley 
1437 de 2011, y por tanto se presentó el 20 de abril de 2017 ante el 
Agente del Ministerio Público, Procurador Delegado para Asuntos 
Administrativos ante el H. Tribunal Administrativo de Caldas, solicitud de 
conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad. 

 

➢ A través de oficio No 51 del 12 de Mayo de 2017, el señor Procurador 29 
Judicial II para Asuntos Administrativos se declaró impedido para actuar 
como conciliador en el expediente No 569 del 20 de abril de 2017, donde 
figura como convocante el demandante y como convocada la demandada. 

 

➢ Vencido el término de tres (3) meses contados a partir de la presentación 
de la solicitud de conciliación extrajudicial, sin haberse realizado la 
respectiva audiencia, el 24 de Julio último se recibió fotocopia del Oficio 
No 51 del 12 de Mayo de 2017 de la Procuraduría 29 Judicial II 
Administrativa de Manizales, y los correspondientes anexos de la petición 
presentada.  

 
PRETENSIONES (EXTREMOS):  
 

➢ Se declare la nulidad de la RESOLUCIÓN No DESAJMZR16-23 del 7 
de Enero de 2016, expedida por la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Manizales, por medio de la cual se negó la 
solicitud de reliquidación salarial y de prestaciones sociales, presentada 
por el Doctor Jairo Ernesto Escobar Sanz, el 21 de diciembre de 2015. 
 

➢ Que se declare la ocurrencia del silencio administrativo negativo de 
carácter procesal o adjetivo, en razón de que el recurso de apelación 
interpuesto y sustentado el 22 de Enero de 2016, contra la 
RESOLUCIÓN No DESAJMZR16-23 del 7 de Enero de 2016, 



expedida por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 
de Manizales, no fue decidido expresamente dentro del término legal. 

 

➢ Como consecuencia de las anteriores declaraciones de nulidad y a título 
de restablecimiento del derecho del demandante, igualmente solicita se 
condene a la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, a:  

 

➢ Reliquidar la remuneración mensual conforme al ordenamiento jurídico 
percibida desde el 28 de Marzo de 2005 hasta el 19 de marzo de 2007, 
inclusive, en razón, de que la Administración entendió que el 30% del 
salario básico era la prima especial misma, de donde se redujo este en un 
30%, sólo se le canceló el 70% de dicho salario básico, por tanto, se 
adeuda el otro 30% por concepto de remuneración básica mensual. En 
consecuencia, se debe considerar para la aludida reliquidación de la 
remuneración mensual, la prima especial 30% como una adición o 
incremento de la asignación básica mensual, y no como una disminución 
de ésta en igual porcentaje. 

 

➢ Se reliquide la prima especial mensual conforme al ordenamiento jurídico, 
recibida desde el 28 de marzo de 2005, hasta el 19 de marzo de 2007, 
inclusive, en razón de que la misma fue mal liquidada., la prima especial 
se calcula sobre el 100% del salario básico mensual, para luego 
adicionarla a éste, y no sobre el 70% de la remuneración básica mensual, 
como lo realizó la accionada. 

 

➢ Reliquidar las cesantías e intereses a las mismas, causadas y pagadas 
correspondientes a los años 2005 y 2006, considerando también para el 
efecto la reliquidación de la remuneración básica mensual y la 
reliquidación de la prima especial, que también es factor salarial. 

 

➢ Reliquidar las vacaciones, primas de vacaciones, primas de navidad, 
primas de servicios, bonificaciones por servicios prestados y demás 
derechos laborales, teniendo en consideración la reliquidación de la 
remuneración básica mensual y la reliquidación de la prima especial que 
también es factor salarial, y a las que tuvo derecho en razón del cargo de 
Juez de la República que desempeñó, desde el 28 de marzo de 2005 
hasta el 19 de marzo de 2007, inclusive. 

 

➢ Pagar las diferencias laborales que resulten a favor de su mandante, en 
razón de las aludidas reliquidaciones, por concepto de: remuneración 



básica mensual, prima especial mensual, cesantías e intereses a las 
mismas causadas y pagadas, vacaciones, prima de vacaciones, primas de 
navidad, primas de servicios, bonificaciones por servicios prestados y 
demás derechos laborales. 

 

➢ Que las sumas de dinero reconocidas en razón de las anteriores 
pretensiones, sean actualizadas o indexadas al momento del pago 
efectivo, de conformidad con lo consagrado en el inciso final del artículo 
187 de la Ley 1437 de 2011. 

 

➢ Que se ordene que si la demandada no efectúa el pago en forma 
oportuna, deberá liquidar y pagar los intereses moratorios 
correspondientes, de acuerdo a lo ordenado en el artículo 192 de la Ley 
1437 de 2011, que se condene en costas y agencias en derecho a la 
entidad demandada. 

 

EN CONSECUENCIA 
EL LITIGIO SE CIRCUNSCRIBE A DETERMINAR: 

 
1. ¿El Doctor Jairo Ernesto Escobar Sanz, tiene derecho a la remuneración básica 
mensual percibida desde el 28 de Marzo de 2005 hasta el día 19 de Marzo de 
2007., en razón del 100% de la asignación básica mensual establecida en el 
respectivo decreto salarial? 
 
2. Fue liquidado en debida forma el salario devengado por el Doctor Jairo Ernesto 
Escobar Sanz, en calidad de Juez de la República, o bien se descontó del mismo la 
prima especial de servicios, equivalente al 30% del salario, generando una 
disminución en los salarios devengados?  
 
3. ¿Es procedente la reliquidación y pago de las prestaciones sociales devengadas 
por el demandante con base en el 100 % de la remuneración básica mensual 
designada para cada año, es decir, adicionando en el 30% que le hizo falta cuando 
se le liquidó?  
 
4. ¿Tiene derecho el demandante al reconocimiento de la prima especial de 
servicios como factor salarial y en consecuencia, a la reliquidación y pago de sus 
prestaciones sociales? 
 
5. ¿La parte accionante tiene derecho a que se le reliquiden las cesantías 
acumuladas que tenía hasta 1992, adicionándole el 30% que le faltó del salario 
básico mensual y la prima especial de servicios? 
 
6. ¿Se debe declarar la existencia del fenómeno de la prescripción trienal laboral, 



acorde con los postulados legales que a esta figura regulan? 
 

En los anteriores términos SE ENTIENDE FIJADO EL LITIGIO, para la presente 
controversia.  
 

DECRETO DE PRUEBAS 
 
 

En estos términos y dando aplicación al artículo 180-10, y de conformidad con la 
fijación en litigio, este Despacho ordena incorporar como pruebas, las siguientes:  
 
PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 
 
Hasta donde la Ley lo permita, téngase como prueba el material documental 
allegado con el escrito de la demanda, con la adición a la misma, y con la 
contestación de las excepciones formuladas, allegadas al expediente mediante 
correo electrónico del día 5 de Marzo de 2021, siempre que tenga relación directa 
con los puntos controversiales fijados en el litigio. 
 
PRUEBAS SOLICITADAS: 
 
Se NIEGA la prueba formulada por el señor apoderado de la parte accionante 
mediante la cual solicita los antecedentes administrativos que dieron origen a los 
actos administrativos acusados, por cuantos éstos fueron allegados por el señor 
apoderado de la parte accionada en la respectiva contestación de la demanda.  
 
PRUEBAS PARTE DEMANDADA 
 
Hasta donde la Ley lo permita, téngase como prueba el material documental 
allegado con el escrito de la contestación de la demanda, siempre que tenga 
relación directa con los puntos controversiales fijados en el litigio. 
 
La parte demandada no realizó petición especial de pruebas. 
 
Al abogado JULIAN AUGUSTO GONZÁLEZ JARAMILLO, identificado con la 
cédula de ciudadanía 75.090.072 de Manizales y T.P. 116.301 del CSJ, se le 
RECONOCE PERSONERÍA para actuar en nombre y representación de la parte 
demandada, de conformidad con el poder a él conferido. 
 
Finalmente, y al vislumbrarse que no existen pruebas por decretar, y de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 181 y 182A de la Ley 1437 de 2011, 

se corre TRASLADO COMÚN a las partes y al Ministerio Público, por el término 

de DIEZ (10) DÍAS, para que presenten sus alegatos de conclusión. 



 
NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

LINA MARÍA HOYOS BOTERO 

Conjuez 

 

 

 

 

 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 

El suscrito Secretario certifica que la anterior providencia se notifica 
a la(s) parte(s) por anotación el Estado Electrónico nº. 082 del 16 de 
Mayo de 2023. 

 

 
VILMA PATRICIA RODRÍGUEZ CÁRDENAS 

Secretario  
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Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023).  

   

Asunto:                             Auto decide excepciones         

Medio de Control:           Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante:                   Ofelia López de Botero 

Demandado:                     Departamento de Caldas 

Vinculado:                        Unidad Administrativa de Gestión Pensional 

y Parafiscales- UGPP 

Radicación:                     17001-23-33-000-2020-00267-00 

Acto Judicial                  Aut. Int: 97 

  

Asunto  

  
Procede la Sala unitaria decidir las excepciones previas propuestas por la demandada 

en el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho interpuesto por 
OFELIA LÓPEZ DE BOTERO, demandante, contra del DEPARTAMENTO DE 

CALDAS, vinculada, UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y PARAFISCALES- UGPP según lo establecido en los artículos 100, 101 y 102 del 

CGP, en concordancia con el artículo 175 del CPACA, modificado por la Ley 2080 de 

2021.  

Antecedentes  

UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES- 

UGPP, contestó la demanda de manera oportuna como se evidencia en la constancia 
secretarial visible (Exp Esc.22). Se formuló excepciones, de las cuales se corrió 

traslado como se observa en el mismo documento.  

Consideraciones   

  
El artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, 

dispone:   

 “Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
será del siguiente tenor:   

Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma prevista en 
el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante 
podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los 
defectos anotados en ellas. En relación con las demás excepciones podrá también 
solicitar pruebas. Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado 
en los artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la 
práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, 
el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en 
el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que 
requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la audiencia inicial, en la 
misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará la terminación del 
proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las 
excepciones de cosa juzgada, caducidad”.  
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En relación con los hechos, la entidad  tuvo como ciertos algunos y frente a los demás 

consideró que eran afirmaciones que no le constaban.   

   

Se opuso a las pretensiones de la demanda, para lo cual propuso como excepciones las 
que denominó: “ Falta de Legitimación en la causa por pasiva”,  la entidad no 

expidió los actos administrativos demandados, no ha sido deudor de las cuotas partes 
pasivas a cargo de la extinta Cajanal, no le fueron subrogadas por ley o decreto las 

cuotas partes pasivas a cargo de la extinta Cajanal, aceptadas o rechazadas por esta 
antes del 8 de noviembre de 2011, y no tiene competencia legal ni presupuestal para 

responder por los actos del Liquidador. “Imposibilidad de asumir funciones 

expresamente asignadas a otra entidad”  la entidad encargada de resolver su solicitud 

de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a favor de la demandante, es 
competencia del DEPARTAMENTO DEL CALDAS, es así que revisada el 

expediente administrativo del señor Javier Botero Giraldo, de determinó  mediante 
Resolución N01188 del 11 de febrero de 2002 proferida por CAJANAL y la 

Resolución N RDP 023891 del 24 de mayo de 2013, que la señora  Ofelia López de 
Botero en  calidad de cónyuge, no acredita su condición como beneficiaria pensional, 

pues el señor Javier Botero Giraldo (Q.E.P.D),  no cumple con el requisito de 20 años 
de  servicio al estado en la docencia oficial de carácter Departamental, Distrital, 

Municipal o Nacionalizado teniendo en cuenta que para acceder a la prestación 
solicitada no es posible computar tiempos de servicio del orden Nacional. Respecto a 

la solicitud de Bono o titulo pensional a favor del señor Javier Botero Giraldo, en razón 
a que la UGPP no es la responsable del reconocimiento y pago de la prestación 

económica solicitada, ya que esta prestación se encuentra a cargo del Departamento 
de Caldas.  “Inexistencia de la obligación por parte de la UGPP” Conforme a los 

artículos, 156 de la Ley 1151 de 2007, el Decreto - Ley 169 de 2008, el Decreto 575 
de 2013, artículos 1° y 2° Decreto 1222 de 2013, mi representada UGPP, no tiene 

dentro de su ámbito de ejercicio, ni como funciones u obligaciones a su cargo el 
reconocimiento y pago de obligaciones por cuenta de cuotas partes pensionales 

consultadas y aceptadas a CAJANAL E.I.C.E en liquidación con anterioridad al 8 de 
noviembre de 2011.  “Buena fe” la entidad ah obrado de buena fe, dando 

cumplimiento a las normas legales establecidas para el caso en caso concreto. 
“Prescripción Trienal”  Conforme al artículo 4° de la Ley 1066 de 2006, que recogió 

lo dispuesto en los artículos 41° del Decreto - Ley 3135 de 1968, 102° del Decreto 
1848 de 1969, 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, y que establece un término de prescripción de tres 
años; las Cuotas Partes Pensiónales están destinadas a financiar la obligación 

pensional no habrá lugar al pago de las mismas cuando hayan transcurrido más de tres 

años contados a partir del pago de la mesada pensional respectiva. “Genérica” “ 

 

La parte demandante se pronunció sobre las excepciones propuestas, 

 

“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”,  Atendiendo los 
certificados emitidos por el Departamento de Caldas, el causante estuvo afiliado a la 

Caja  Nacional de Previsión Social, entre el 01 de febrero de 1967 y el 31 de diciembre 
de 1976, y en esas condiciones la caja Nacional de Previsión  Social sustituida por la  

Unidad Administrativa Especial y Contribuciones Parafiscales de la protección Social- 
UGPP, estaría llamada a responder por la  cuota parte de la pensión  a que pudiere ser 

condenado el Departamento de Caldas- Fondo Territorial de Pensiones, a prorrata del 
tiempo cotizado y/o afiliado, “ INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN POR 



REPÚBLICA DE COLOMBIA  

  

RAMA JUDICIAL  

HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

  

Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía  

  
PARTE DE LA UGPP”   El causante prestó sus servicios al estado en lo equivalente 
a 18 años, 3 meses y 19 días, con lo cual se superan los 18 años exigidos por el articulo 

7 del Decreto 224 de 1972. “BUENA FE”  la Buena fe se presume para los particulares 
en todas  las actuaciones ante autoridades públicas, como lo establece el articulo 83 de 

la Constitución Política. “Genérica” Está facultado el apoderado judicial de lo 
contencioso administrativo para declara de oficio cualquier excepción que encuentre 

demostrad por mandato del artículo 187 del C.P.A.C.A, no obstante  consideramos 
que en el caso particular no existen. “PRESCRIPCIÓN TRIENAL” se acepta la 

excepción de prescripción parcialmente sobre el retroactivo de pensión, si a ella 

hubiera lugar generado con anterioridad al 18 de diciembre de 2016. 

 

Pronunciamiento frente a la excepción de falta de legitimación en la causa por 

pasiva  

  

En lo que respecta a la excepción de falta de legitimación en la causa por 

pasiva propuesta por la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y  Parafiscales- 

UGPP, considera el Despacho que los argumentos que  la sustentan corresponden a un 

debate relativo a la legitimación material en la causa, en tanto alegan la ausencia de 

participación o responsabilidad en la pretensión económica que se demanda; lo cual 

debe ser resuelto al decidir el fondo de la controversia y no en esta etapa procesal.  

  

 

Pronunciamiento frente a la excepción de prescripción  
 

En cuanto a la excepción propuesta de Prescripción, considera el Despacho 

por guardar relación directa con la cuestión litigiosa, su análisis habrá de realizarse en 

la sentencia.   

 

En lo que respecta a los medios exceptivos formulados, además de que no aparecen en 

listados del artículo 175 parágrafo 2 del CPACA, ni en el artículo 100 del Código 
General del Proceso – CGP; guardan relación directa con la cuestión litigiosa, por lo 

que su análisis habrá de realizarse con el fondo de la controversia.  

 

 De la Audiencia Inicial 

 

Procede el Despacho a convocar a las partes a la continuación audiencia inicial 

consagrada en el artículo 180 del C.P.A.C.A. la cual se llevará a cabo el día 
PRIMERO (01) DE JUNIO DE DOS MIL VEINTITRÉS (2023) A  LAS  NUEVE  

DE  LA  MAÑANA (09:00 AM). https://call.lifesizecloud.com/18168464 

 

En caso de que se aporten dictámenes periciales y documentos; de conformidad con el 

artículo 228 en concordancia con el 110 del C.G.P se le da traslado a las partes.  

 

Se le advierte a los apoderados de las partes que su asistencia es obligatoria, so pena 
de hacerse acreedores a las consecuencias pecuniarias adversas consagradas en el 

numeral 3º de la norma en cita. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas,  

 

https://call.lifesizecloud.com/18168464


REPÚBLICA DE COLOMBIA  

  

RAMA JUDICIAL  

HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

  

Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía  

  

 

RESUELVE 

 

Primero. ORDENAR resolver las excepciones de “Falta de legitimación en la causa 

por pasiva”, “Imposibilidad de asumir funciones expresamente asignadas a otra 

entidad”, “Inexistencia de la obligación por parte de la UGPP”, “Buena fe” y 

“Prescripción” propuestas por UGPP en el fondo de asunto, conforme a lo expuesto 

en este acto. 

 
Segundo.  Fijar fecha para continuación de audiencia inicial para el día PRIMERO 

(01) DE JUNIO DE DOS MIL VEINTITRÉS (2023) A LAS NUEVE DE LA 

MAÑANA (09:00 AM). 

 

Tercero:  Se informa el link para acceso a la audiencia, 
https://call.lifesizecloud.com/18168464 

 

Cuarto: Ejecutoriado este acto judicial, pase el expediente a Despacho del Magistrado 

ponente de esta decisión para la continuación del trámite. 

 

 

Notifíquese y cúmplase  

  

  
Magistrado  

  

 

https://call.lifesizecloud.com/18168464


REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

Magistrado Sustanciador: Fernando Alberto Álvarez Beltrán 
 

 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

A.I. 106 
 

Radicación: 17001 23 33 000 2022 00257 00 

Clase: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Fabio Velásquez  

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional - 
Dirección de Investigación Criminal e Interpol 

 

Se encuentra el expediente a Despacho para resolver sobre la admisión de la 

demanda de la referencia. 

I. Antecedentes 

 

Mediante demanda promovida en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, la parte demandante pretende, entre otras: 

“PRIMERO: Que se declare la nulidad de la ORDEN ADMINISTRATIVA 

DE PERSONAL No.22-031 del 31 de enero de 2022, a través de la cual 

se ordenó la DESVINCULACIÓN de DIRECCIÓN SECCIONAL DE 

INVESTIGACIÓN DE MANIZALES y el TRASLADO de mi representado 

al DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR – DEBOL.” 

Así mismo, a título de restablecimiento del derecho solicita: 

“SEGUNDO: Que como consecuencia de la declaratoria de nulidad 

ORDEN ADMINISTRATIVA DE PERSONAL No.22-031 del 31 de enero 

de 2022 a título de restablecimiento del derecho a la igualdad, debido 

proceso, no discriminación, derecho de defensa, integridad personal y 

unidad familiar al señor FABIO VELASQUEZ, mi representado sea 

vinculado a la DIRECCIÓN SECCIONAL DE INVESTIGACIÓN DE 

MANIZALES” 

 



II. Consideraciones 

 

A efectos de establecer la competencia para conocer de la presente demanda 

es preciso remitirse al numeral segundo del artículo 155 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo a cuyo tenor 

literal, vigente a la fecha de presentación de la demanda: 

“Art. 155.- Competencia de los Jueces Administrativos en Primera Instancia Los 

juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 

asuntos: 

(...) 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral que no 

provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 

administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía”. 

Ahora bien, pese a que en la demanda se dice que es competente este Tribunal 

para conocer del asunto en virtud del artículo 152 de la ley 1437 de 2011, que 

dispone que los Tribunales Contenciosos Administrativos son competentes para 

conocer de aquellos procesos de nulidad y restablecimiento del derecho que 

carezcan de cuantía y que se adelanten contra actos administrativos expedidos 

por autoridades del orden nacional, para este Despacho dicha disposición no es 

aplicable al caso. 

Lo anterior, porque las pretensiones principales de la demanda corresponden a 

la declaratoria de nulidad de actos proferidos por la Policía Nacional -Dirección 

de Investigación Criminal e Interpol, y se solicita además el reintegro del señor 

Fabio Velásquez a dicha dirección; de tal manera que todo el asunto obedece a 

una discusión de naturaleza laboral, donde se discuten derechos de esta índole. 

Por ende, a juicio de este Despacho el asunto de la referencia corresponde a 

una nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que se encuentra 

previsto en su competencia en el numeral 2 del artículo 155 del CPACA, y mal 

podría interpretarse que sea de competencia de este Tribunal. 

Así las cosas, comoquiera que el asunto que se discute en este caso obedece a 

uno de carácter laboral, la competencia en primera instancia está radicada en 

los Juzgados Administrativos del Circuito de esta ciudad, conforme lo establece 

el numeral 2 del artículo 155 ibidem. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho 

III. Resuelve 
 

Primero: Declárase la falta de competencia, por corresponder a un medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, para avocar 

el conocimiento de la demanda que en ejercicio del medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovió el señor Fabio Velásquez contra la 

Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Dirección de 

Investigación Criminal e Interpol. 



Segundo: Ejecutoriado el presente auto, remítase la demanda a la Oficina 

Judicial de esta ciudad, a fin de que sea repartida entre los Juzgados 

Administrativos del Circuito, previas las anotaciones pertinentes en el programa 

“Justicia XXI”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Fernando Alberto Alvarez Beltran

Magistrado

Despacho 02
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

   A.I. 096 

Radicado:              17-001-23-33-000-2022-00313-00 

Naturaleza:   Electoral 

Demandantes:     Jaime Eduardo López Giraldo 

Demandados:           David Alejandro López Marín y otros  

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

La parte demandante apeló el fallo de primera instancia que se emitió el 14 de abril de 

2023.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 243 del CPACA dispone que: “Son apelables las sentencias de primera instancia 

de los Tribunales y de los Jueces (…)”. En cuanto al trámite del recurso de apelación dentro 

del medio de control de nulidad electoral, el inciso primero del artículo 292 del CPACA, 

señala: 

 

“ARTÍCULO 292. APELACIÓN DE LA SENTENCIA. El recurso se interpondrá y 

sustentará ante él a quo en el acto de notificación o dentro de los cinco (5) días siguientes, 

y se concederá en el efecto suspensivo. Si el recurso no es sustentado oportunamente el 

inferior lo declarará desierto y ejecutoriada la sentencia. (…)” 

 

De conformidad con lo anterior, se tiene que el término para la interposición del recurso 

de apelación contra la sentencia, trascurrió entre el 211 y el 27 de abril de 2023; que la 

parte demandante presentó el recurso de apelación el 24 de abril de 2023, esto es, de 

forma oportuna. Por lo tanto será concedido el recurso de apelación formulado. 

 
1 Día siguiente a la notificación. 



 

Por lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Conceder el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en el 

presente asunto. 

 

Segundo: En firme la presente providencia remitir el expediente al H. Consejo de 

Estado para lo de su competencia. 

 

 

Notificar 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

 MAGISTRADO 
 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

Magistrado Sustanciador: Fernando Alberto Álvarez Beltrán 
 

 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

A.I. 107 
 

Radicación: 17001 23 33 000 2022 00273 00 

Clase: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Camilo Andrés Quintero Parra 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Dirección 
de Talento Humano – Escuela de Carabineros Alejandro 
Gutiérrez 

 

Se encuentra el expediente a Despacho para resolver sobre la admisión de la 

demanda de la referencia. 

I. Antecedentes 

 

Mediante demanda promovida en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, la parte demandante pretende: 

“PRIMERO: Que se DECLARE LA NULIDAD de la ORDEN 

ADMINISTRATIVA DE PERSONAL No. 22-192 del 11 de Julio de 2022, 

a través de la cual se ordenó la DESVINCULACIÓN de DIRECCIÓN DE 

TALENTO HUMANO - ESCUELA DE CARABINEROS ALEJANDRO 

GUTIERREZ y el TRASLADO de mi representado al DEPARTAMENTO 

DE CUNDINAMARCA”. 

Así mismo, a título de restablecimiento del derecho solicita: 

“SEGUNDO: Que como consecuencia de la declaratoria de nulidad 

ORDEN ADMINISTRATIVA DE PERSONAL No. 22-192 del 11 de Julio 

de 2022 a título de restablecimiento del derecho al debido proceso, 

derecho de defensa, integridad personal y unidad familiar al señor 

CAMILO QUINTERO PARRA, se ordene nuevamente la VINCULACIÓN 

del Intendente CAMILO ANDRÉS QUINTERO PARRA de la DIRECCIÓN 

DE TALENTO HUMANO - ESCUELA DE CARABINEROS ALEJANDRO 

GUTIERREZ.” 



II. Consideraciones 

 

A efectos de establecer la competencia para conocer de la presente demanda 

es preciso remitirse al numeral segundo del artículo 155 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo a cuyo tenor 

literal, vigente a la fecha de presentación de la demanda: 

“Art. 155.- Competencia de los Jueces Administrativos en Primera 

Instancia Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia 

de los siguientes asuntos: 

(...) 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 

que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se 

controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, sin atención a 

su cuantía”. 

Ahora bien, pese a que en la demanda se dice que es competente este Tribunal 

para conocer del asunto en virtud del artículo 152 de la ley 1437 de 2011, que 

dispone que los Tribunales Contenciosos Administrativos son competentes para 

conocer de aquellos procesos de nulidad y restablecimiento del derecho que 

carezcan de cuantía que se adelanten contra actos administrativos expedidos 

por autoridades del orden nacional, para este Despacho dicha disposición no es 

aplicable al caso. 

Lo anterior, porque las pretensiones principales de la demanda corresponden a 

la declaratoria de nulidad de actos proferidos por la Policía Nacional - Dirección 

de Talento Humano – Escuela de Carabineros Alejandro Gutiérrez, y se solicita 

además el reintegro del señor Camilo Andrés Quintero Parra a dicha dirección; 

de tal manera que todo el asunto obedece a una discusión de naturaleza laboral, 

donde se discuten derechos de esta índole. Por ende, a juicio de este Despacho 

el asunto de la referencia corresponde a una nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, que se encuentra previsto en su competencia en el 

numeral 2 del artículo 155 del CPACA, y mal podría interpretarse que sea de 

competencia de este Tribunal. 

Así las cosas, comoquiera que el asunto que se discute en este caso obedece a 

uno de carácter laboral, la competencia en primera instancia está radicada en 

los Juzgados Administrativos del Circuito de esta ciudad, conforme lo establece 

el numeral 2 del artículo 155 ibidem. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho 

III. Resuelve 
 

Primero: Declárase la falta de competencia, por corresponder a un medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, para avocar 

el conocimiento de la demanda que en ejercicio del medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovió el señor Camilo Andrés Quintero 



Parra contra la Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Dirección 

de Talento Humano – Escuela de Carabineros Alejandro Gutiérrez 

Segundo: Ejecutoriado el presente auto, remítase la demanda a la Oficina 

Judicial de esta ciudad, a fin de que sea repartida entre los Juzgados 

Administrativos del Circuito, previas las anotaciones pertinentes en el programa 

“Justicia XXI”. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

Sala de Decisión 

Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023)   

  

           A.S: 86 

 
REFERENCIA: Auto Requiere 

PROCESO: Validez de Actos Administrativos 

DEMANDANTE: DEPARTAMENTO DE CALDAS 

DEMANDADO: CONCEJO MUNICIPAL DE CHINCHINA - CALDAS 

RADICADO:              1700123330002023-00096-00 

 

 

Asunto 

 

El día 11 de mayo del presente año fue radicado el proceso de la referencia, una 

vez analizado su contenido para la admisión se requiere para  que  en el término 

de  un(1) día, contado a partir del recibo de la presente comunicación allegue  la 

siguiente información.    

 

OFICINA JUDICIAL DE LA CIUDAD DE MANIZALES y al 

DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

 

• Informar la fecha en la cual fue radicada la demanda de la 

referencia.   
 

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
Magistrado 



República de Colombia  

  
Tribunal Administrativo de Caldas  

Magistrado Sustanciador: Fernando Alberto Álvarez Beltrán   
  

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023).  
 
  

Radicación  17001 23 33 000 2023 00097 00  

Medio de control:  Protección de derechos e intereses colectivos 

Demandante:  Yesica Tatiana Herrera Giraldo - Personera del 
municipio de Villamaría 

Demandado:  Sociedad de Activos Especiales -SAE- S.A.S.  

 
 

     

De conformidad con el inciso segundo del artículo 20 de la ley 472 de 1998, se 

concede a la parte actora un término de tres (03) días para corregir la demanda de 

la referencia, en los siguientes aspectos:  

  

1. Debe acreditar el cumplimiento del requisito de procedibilidad 

contemplado en el numeral 4 del artículo 161 del CPACA, en concordancia con 

el inciso tercero del artículo 144 del CPACA, relacionado con la solicitud previa 

a la autoridad que se pretenda demandar. Ello respecto del Ministerio de 

Vivienda Ciudad y Territorio; así como del municipio de Manizales.  

Si bien aparece en los documentos adjuntos un escrito de petición dirigido al 

municipio de Manizales, éste no tiene ni radicación, ni respuesta, ni constancia 

de haber sido entregado.  

2. Debe indicar de manera precisa, cuáles son los correos electrónicos para 

notificaciones de la Agencia Nacional de Licencias Ambientales – ANLA, y del 

municipio de Manizales; como lo indica el numeral 7 del artículo 162 del CPACA 

3. Debe acreditar el cumplimiento del requisito contenido en el numeral 8 

del artículo 162 del CPACA, en concordancia con el artículo 6 de la ley 2213 de 

junio 13 de 2022; en el sentido de que el demandante al presentar la demanda, 



simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados; de igual manera deberá proceder cuando al 

inadmitirse la demanda se presente escrito de subsanación. 

 

 

Para los efectos pertinentes, se informa que el único correo electrónico para la 

recepción de memoriales es el tadmin02cld@notificacionesrj.gov.co   

  

  

Notifíquese y cúmplase  
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Fernando Alberto Alvarez Beltran

Magistrado

Despacho 02

Tribunal Administrativo De Caldas
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL 

HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 
 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023).   

 

 

Auto I: 96 
                            Asunto: Admisión de Demanda 

                            Radicado: 17-001-2333-0002023-00042-00 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante: ABEL JOSE - CARDONA CASTAÑO  

Demandada: INSTITUTO de FINANCIAMIENTO PROMOCIÓN 

DESARROLLO de CALDAS -INFICALDAS 

 

SISTEMA DE ORALIDAD 

-Ley 1437 de 2011- 

 

Por medio de auto del doce (12) de mayo de 2023, el suscrito admitió demanda de la 

referencia.  No obstante, advierte el Despacho que por error se señaló a 

INFIMANIZALES como entidad demanda.  

 

Así las cosas, a efectos de enmendar el yerro se procede a corregir el auto del 12 de 

mayo de 2023,  

 

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, ABEL 

JOSE - CARDONA CASTAÑO , por conducto de apoderada judicial interpuso 

demanda en contra del INSTITUTO de FINANCIAMIENTO PROMOCIÓN 

DESARROLLO de CALDAS -INFICALDAS. 
 

 

Una vez analizado su contenido y anexos, el Tribunal encuentra procedente admitir la 

demanda, por cuanto fueron satisfechos los presupuestos y requisitos que se requieren 

para su presentación en el marco de la Ley 1437 de 2011. 

 

En razón de lo expuesto, 

 

1. ADMITIR la demanda bajo el medio de control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho promovida por ABEL JOSE - CARDONA 

CASTAÑO, en contra del INSTITUTO de FINANCIAMIENTO 

PROMOCIÓN DESARROLLO de CALDAS -INFICALDAS 

 

2. NOTIFÍQUESE personalmente al INSTITUTO de FINANCIAMIENTO 

PROMOCIÓN DESARROLLO de CALDAS -INFICALDAS. conforme lo 

dispone el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del 

C.G.P. Para el efecto, envíese por Secretaría copia magnética de la presente 

providencia y de la demanda. 

 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL 

HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 
 

3. NOTIFÍQUESE personalmente al Agente del Ministerio Público, Procurador 

Delegado ante esta Corporación, conforme lo dispone el artículo 199 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. Para el efecto, envíese 

por Secretaría copia magnética de la presente providencia y de la demanda 

 

4. NOTIFÍQUESE personalmente a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, conforme lo dispone el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 

artículo 612 del C.G.P. Para el efecto, envíese por Secretaría copia magnética 

de la presente providencia y de la demanda. 

 

5. NOTIFÍQUESE por estado electrónico a la parte demandante, como lo indica 

el artículo 201 del C.P.A.C.A. 

 

6. OTÓRGUESE el término de treinta (30) días, para que la parte demandada, 

el Ministerio Público, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y 

los sujetos que tengan interés directo en las resultas del proceso, contesten la 

demanda, propongan excepciones, soliciten pruebas, llamen en garantía y/o 

presenten demanda de reconvención.  

 

Igualmente, en virtud de los principios de colaboración con la administración 

de justicia, economía procesal y celeridad, alléguese con la contestación de la 

demanda copia virtual de la misma. 

 

La secretaría al momento de efectuar la notificación correspondiente deberá 

indicar lo precedente a la entidad en el respectivo mensaje de datos.  

 

Requiérase a la parte demandada para que insten al Comité de Conciliación de 

la respectiva entidad a estudiar la viabilidad de conciliar en el presente proceso, 

previo a la fecha de celebración de la audiencia inicial, de conformidad con lo 

establecido en el numeral 8° del artículo 180 del C.P.A.C.A. 

 

7. RECONOCER, personería para actuar en nombre y representación al Dr. 

JORGE ARMANDO URIBE BETANCOURT, identificado con la C.C. No. 

16.073.658 de Manizales – Caldas y T.P. No.  257.246 del C. S. de la J. como 

apoderado judicial del señor Abel José Cardona Castaño en los términos del 

poder conferido. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
Magistrado 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
 
Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 
 

RADICADO  17001-23-33-000-2023-00094-00 

MEDIO DE CONTROL PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E 
INTERESES COLECTIVOS 

DEMANDANTES PERSONERO MUNICIPAL DE ARANZAZU – 
CALDAS  

DEMANDADOS DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA 
PROSPERIDAD SOCIAL Y EL MUNICIPIO DE 
ARANZAZU 

 
Procede el despacho Uno del Tribunal Administrativo de Caldas a estudiar si están 

dados los requisitos de la demanda para proceder a su admisión, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, en concordancia con 

los cánones 144, 161 y 1621 de la Ley 1437 de 2011.  

 

En el sub lite, considera la parte demandante se están afectando los derechos 

colectivos al goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso 

público; y a la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 

respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, dando prevalencia al 

beneficio de la calidad de vida de los habitantes; ya que no se han adelantado los 

trámites administrativos por parte de las demandadas para proceder con la 

reanudación del contrato de obra nro. LP-002-2021, y, en consecuencia, con la 

pavimentación de la calle de los Largos, y la realización de sus obras 

complementarias.   

 

Revisado el expediente, se advierte que la parte demandante no cumplió con la 

carga establecida en el numeral 8 del 162del CPACA, en el sentido de enviar la 

demanda y los anexos a las entidades demandadas.  

 

De acuerdo a lo expuesto, y de conformidad con el artículo 20 de la Ley 472 de 

1998, SE INADMITE la demanda de la referencia y se le CONCEDE a la parte 

accionante un término de tres (3) días, contados a partir de la notificación de esta 

                                                           
1 Adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 
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providencia, so pena de rechazo, para que la corrija la demanda en el aspecto 

mencionado.  

 

Se hace saber que el único correo electrónico autorizado para la recepción de 

memoriales el sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co; toda documentación 

enviada a otro correo electrónico se tendrá por no presentada.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
MAGISRADO 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 
                      No.    082  
                      FECHA: 16 DE MAYO DE 2023  
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
 Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
A.I.: 138 

 
Asunto: Decide recurso de reposición – Fija nueva 

fecha para audiencia de pruebas 

Medio de control: Reparación Directa 

Radicación:  17001-23-33-000-2017-00556-00 

Demandante: Julián Mauricio Marín Hoyos 

Demandados: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF) 

Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital 

de Ambiente 

 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 242 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA)1, procede este Despacho a decidir el recurso de reposición 

interpuesto por la Secretaría Distrital de Ambiente del Distrito Capital de 

Bogotá contra el auto del cuatro (4) de mayo de dos mil veintitrés (2023), que 

fijó fecha para audiencia de pruebas. 

 

ANTECEDENTES 

 

Demanda 

 

El 4 de agosto de 20172, el señor Julián Mauricio Marín Hoyos presentó 

demanda de reparación directa contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (ICBF)3 y el Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital de 

Ambiente4, solicitando declarar a tales entidades responsables de los perjuicios 

patrimoniales y extrapatrimoniales ocasionados por la compra y la 

autorización de compraventa del inmueble con matrícula inmobiliaria nº 50C-

1322137 de la ciudad de Bogotá, sin la observancia de los requisitos formales 

                                                           
1 En adelante, CPACA. 
2 Página 3 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
3 En adelante, ICBF. 
4 Páginas 166 a 175 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
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establecidos para la enajenación de bienes en cabeza de menores de edad.  Lo 

anterior, en vista de que el demandante para la época de la ocurrencia de los 

hechos no contaba con la mayoría de edad para ejercer su autonomía negocial. 

 

Como consecuencia de lo anterior, la parte demandante solicitó condenar a las 

demandadas al pago de: i) $9.363’653.751 o la cifra mayor que se pruebe, por 

concepto de daño emergente consolidado y futuro, consistente en el valor 

actual del lote; ii) $1.542’956.504 a título de lucro cesante consolidado, en razón 

de la renta que hubiese generado el inmueble; iii) lucro cesante futuro que se 

continúe generando luego de presentada la demanda; y iv) daños morales en 

la suma que señale el juez de conocimiento.  Adicionalmente pidió la 

indexación de los dineros que resulten a cargo de las accionadas, el pago de 

intereses moratorios, así como la condena en costas y agencias en derecho. 

 

Reparto 

 

El conocimiento del asunto correspondió por reparto al Magistrado Ponente 

de esta providencia5, a cuyo Despacho fue allegado el 25 de septiembre de 

20176. 

 

Remisión por competencia territorial 

 

Con auto del 6 de abril de 20187, el Despacho declaró la falta de competencia 

del Tribunal para conocer de la demanda promovida y, en consecuencia, 

remitió el expediente a la Oficina Judicial de la ciudad de Bogotá para que 

efectuara el correspondiente reparto entre los Magistrados del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, como un asunto de su competencia. 

 

Reposición del auto que remitió por competencia e inadmisión de 

demanda 

 

Contra la decisión de declarar la falta de competencia territorial, la parte 

actora interpuso recurso de reposición8, que fue resuelto favorablemente a 

través de auto del 4 de febrero de 20199, con el cual además se inadmitió la 

demanda. 

 

Admisión de demanda 

 

                                                           
5 Página 3 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
6 Página 140 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
7 Páginas 145 a 148 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
8 Páginas 151 a 153 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
9 Páginas 159 a 162 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
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Una vez la parte actora corrigió la demanda10, ésta fue admitida a través de 

auto del 28 de marzo de 201911. 

 

Amparo de pobreza 

 

La parte demandante solicitó la concesión de amparo de pobreza12; petición a 

la que se accedió mediante auto del 12 de agosto de 201913. 

 

Medida cautelar.  Trámite 

 

La parte actora solicitó el decreto y práctica de medidas cautelares 

consistentes en la inscripción y registro de la demanda, así como en la 

suspensión de obras14. 

 

Mediante auto del 12 de agosto de 201915, el Despacho de conocimiento 

ordenó correr traslado de la medida cautelar a la parte accionada. 

 

El Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital de Ambiente se pronunció 

en relación con la medida cautelar solicitada16, la cual fue negada a través de 

auto del 20 de noviembre de 201917. 

 

Decisión de excepciones 

 

Surtido el trámite procesal correspondiente, la parte accionada contestó la 

demanda de manera oportuna18. 

 

Con la contestación de la demanda, el Distrito Capital de Bogotá – Secretaría 

Distrital de Ambiente19 y el ICBF20 propusieron excepciones, de las cuales se 

corrió el traslado correspondiente21, y frente a las que la parte actora se 

pronunció22. 

 

                                                           
10 Páginas 166 a 175 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
11 Páginas 178 a 181 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
12 Página 187 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
13 Páginas 191 a 196 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
14 Páginas 188 a 189 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
15 Páginas 191 a 196 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
16 Páginas 212 a 214 del archivo nº 00-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
17 Páginas 269 a 276 del archivo nº 00-1-1 del cuaderno 1 del expediente digital. 
18 Según se evidencia en la constancia secretarial obrante en las páginas 85 y 86 del archivo nº 00-1A 

del cuaderno 1 del expediente digital. 
19 Páginas 3 a 10 del archivo nº 00-1A del cuaderno 1 del expediente digital. 
20 Páginas 40 a 63 del archivo nº 00-1A del cuaderno 1 del expediente digital. 
21 Páginas 71 y 72 del archivo nº 00-1A del cuaderno 1 del expediente digital. 
22 Páginas 73 a 84 del archivo nº 00-1A del cuaderno 1 del expediente digital. 
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El 22 de enero de 2020, el proceso ingresó a Despacho para convocar a 

audiencia inicial23. 

 

De conformidad con lo dispuesto por el inciso final del artículo 12 del 

Decreto Legislativo 806 de 2020, en concordancia con los artículos 100, 101 y 

102 del Código General del Proceso (CGP)24 por remisión expresa de la 

norma antes mencionada, con auto del 27 de noviembre de 202025, la Sala 

Quinta de Decisión de este Tribunal resolvió diferir la decisión de las 

excepciones propuestas para el momento de dictar sentencia en este asunto. 

 

Audiencia inicial 

 

El 1º y 8 de marzo de 2021, se llevó a cabo la audiencia inicial prevista por el 

artículo 180 del CPACA, la cual finalizó con decreto de pruebas26. 

 

Trámite de solicitudes relacionas con el decreto de pruebas 

 

Con auto del 24 de agosto de 202127, el Despacho resolvió ampliar término 

para la presentación del dictamen pericial y negó la petición tendiente a que 

en la experticia participara otro perito. 

 

Mediante auto del 14 de octubre de 202128, se designó nuevo perito 

avaluador de inmuebles para la presentación del dictamen pericial 

decretado. 

 

A través de auto del 3 de marzo de 202229, el Despacho accedió a la solicitud 

de ampliación del término para la presentación del dictamen pericial. 

 

Paso a Despacho para audiencia de pruebas 

 

El 3 de febrero de 202330, la Secretaría del Tribunal pasó a Despacho el 

proceso de la referencia para la realización de la respectiva audiencia de 

pruebas. 

 

LA PROVIDENCIA RECURRIDA 

 
                                                           
23 Según se evidencia en la constancia secretarial obrante en las páginas 85 y 86 del archivo nº 00-1A 

del cuaderno 1 del expediente digital. 
24 En adelante, CGP. 
25 Archivo nº 07 del cuaderno 1 del expediente digital. 
26 Archivos nº 39 a 41, 50 y 51 del cuaderno 1 del expediente digital. 
27 Archivo nº 87 del cuaderno 1 del expediente digital. 
28 Archivo nº 94 del cuaderno 1 del expediente digital. 
29 Archivo nº 107 del cuaderno 1A del expediente digital. 
30 Archivo nº 138 del cuaderno 1A del expediente digital. 
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Por auto del 4 de mayo de 202331, el Despacho fijó fecha para audiencia de 

pruebas para el jueves 18 de mayo de 2023 a partir de las 9:00 a.m.  

Adicionalmente, corrió traslado de la prueba documental decretada a solicitud 

del ICBF, aportada por la Secretaría Distrital de Ambiente. 

 

RECURSO DE REPOSICIÓN 

 

El 5 de mayo de 2023, la apoderada de la Secretaría Distrital de Ambiente 

del Distrito Capital de Bogotá interpuso recurso de reposición contra el auto 

del 4 de mayo de 202332, aduciendo que para esa misma fecha fueron fijadas 

con anterioridad (8 de septiembre de 2022 y 9 de marzo de 2023) audiencias de 

pruebas en dos procesos de reparación directa en los cuales interviene en 

representación de la referida entidad. 

 

Como prueba de lo anterior, adjuntó las respectivas actas de audiencia 

inicial, en las cuales consta que con anterioridad al 4 de mayo de 2023, se 

programaron dos audiencias de pruebas para el 18 de mayo de 2023 en los 

procesos de reparación directa radicados con los números 11001-33-36-037- 

2021-00158-00 y 11001-33-36-031-2017-00167-00. 

 

Por las anteriores circunstancias, la Secretaría Distrital de Ambiente solicitó 

modificar la decisión adoptada por este Despacho y, en su lugar, fijar nueva 

fecha para celebrar la audiencia de pruebas del presente proceso, a efectos 

de garantizar el debido proceso de la parte demandada. 

 

TRASLADO DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

 

Del recurso de reposición interpuesto, la Secretaría de la Corporación corrió 

traslado conforme lo prevé el artículo 201A del CPACA33. 

 

Vencido el término de traslado correspondiente, las partes no se 

pronunciaron34. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procedibilidad y oportunidad del recurso de reposición interpuesto 

 

De conformidad con el artículo 242 del CPACA, salvo norma en contrario, el 

                                                           
31 Archivo nº 139 del cuaderno 1A del expediente digital. 
32 Archivos nº 141 y 142 del cuaderno 1A del expediente digital. 
33 Archivos nº 143 y 144 del cuaderno 1A del expediente digital. 
34 Archivo nº 145 del cuaderno 1A del expediente digital. 
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recurso de reposición procede contra todos los autos. 

 

En ese orden de ideas, la reposición interpuesta por la Secretaría Distrital de 

Ambiente del Distrito Capital de Bogotá es procedente. 

 

Adicionalmente, el recurso fue presentado en término oportuno, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 318 del CGP, aplicable por 

remisión expresa del artículo 242 del CPACA. 

 

Examen del caso concreto 

 

Antes de resolver sobre el particular, el Despacho considera conveniente 

precisar que en temas como el que se analiza en esta oportunidad, hubiese 

bastado simplemente con presentar la solicitud de aplazamiento, sin ser 

necesario acudir a un recurso de reposición que, como se advierte, no sólo 

implica la realización de un trámite procesal específico que extiende 

injustificadamente el término para resolver la petición concreta, sino que 

además parte del supuesto de que se incurrió en un error en la expedición de 

la providencia, pese a que para cuando ésta se profirió, se desconocían las 

circunstancias particulares de la entidad recurrente que apenas son expuestas 

en esta oportunidad. 

 

No obstante lo anterior, el Despacho considera procedente la petición hecha 

por la apoderada de la Secretaría Distrital de Ambiente del Distrito Capital 

de Bogotá, pues es evidente que con anterioridad al auto del 4 de mayo de 

2023, la entidad que representa fue convocada a la realización de dos 

audiencias de pruebas en las cuales funge como abogada. 

 

En ese orden de ideas y sin entrar en consideraciones adicionales, el 

Despacho repondrá la decisión adoptada en el auto recurrido en relación con 

la fecha para audiencia de pruebas y, en consecuencia, fijará una nueva para 

adelantar dicha diligencia. 

 

 

En mérito de lo expuesto, este Despacho del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS, 

 

 

RESUELVE 
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Primero.  REPONER el auto proferido por este Despacho el cuatro (4) de 

mayo de dos mil veintitrés (2023), únicamente en lo que respecta a la fecha 

para llevar a cabo audiencia de pruebas en el presente asunto. 

 

En consecuencia, 

 

Segundo.  FÍJASE como nueva fecha para adelantar la AUDIENCIA DE 

PRUEBAS que había sido programada dentro del proceso de la referencia, el 

día miércoles siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023), a partir de las 

nueve de la mañana (9:00 a.m.). 

 

La citada audiencia se realizará de manera presencial pero remota a través 

de la plataforma Lifesize, en el enlace de acceso: 

https://call.lifesizecloud.com/18066978, que se enviará igualmente a los 

correos electrónicos que hubieran sido informados por las partes, el 

Ministerio Público y la perita, quienes deberán conectarse desde un equipo 

con micrófono y cámara de video. 

 

RECUÉRDASE a la parte actora que le corresponde velar por que la perita 

comparezca a la diligencia y en este caso rinda el dictamen pericial en forma 

virtual, para lo cual deberá conectarse a la audiencia de pruebas desde la 

dirección de correo electrónico informada al Despacho. 

 

ADVIÉRTESE a las partes y demás intervinientes que la información y 

documentación requerida así como los poderes, sustituciones de poder u 

otros documentos que pretendan que sean tenidos en cuenta en la audiencia, 

deberán remitirlos a más tardar el día anterior a la celebración de la 

diligencia, únicamente al correo dispuesto para tal fin, esto es, a la cuenta 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co.  Cualquier documento enviado a otra 

dirección de correo, se tendrá por no presentado. 

 

Tercero.  CONFIRMAR en lo demás el auto recurrido por no haber sido 

objeto de reparo alguno. 

 

Cuarto.  En firme esta providencia, CONTINÚE el trámite regular del 

proceso, conforme se dispuso en el auto recurrido. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 

Magistrado 

https://call.lifesizecloud.com/18066978
mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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 REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA DE CONJUECES 

Liliana Eugenia García Maya 

Conjuez Ponente 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

1. ASUNTO 

 

  En ejercicio de la segunda instancia y luego de que el pasado 10 de abril del año 

que avanza pasara a despacho para proferir sentencia, procede la Sala a resolver el 

recurso de apelación que contra el fallo primario fue interpuesto por la parte vencida, y 

en consecuencia, emitirá la sentencia de segunda instancia, después de haberse agotado 

todas las etapas que la anteceden, dentro de este medio de control de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO identificada con el radicado n° 

17001333900520170003103 en el que es demandante JAIRO HUGO BURITICA 

TRUJILLO contra la NACIÓN - DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL - RAMA JUDICIAL, en Sala de Conjueces, 

conformada por la Dra. LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA en calidad de 

Conjuez Ponente, y con la participación de los Conjueces Revisores Dr. JORGE 

IVAN LOPEZ DIAZ y Dr. TOMAS FELIPE MORA GOMEZ. 

 

2. OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

  En resumen, debe la Sala de Conjueces definir si tiene razón el articulo 2º del 

Decreto 383 del 2013 cuando afirma que la bonificación judicial para los empleados 

públicos que dispone, constituye factor salarial solo para efectos de los aportes a salud 

y pensión, o si, por el contrario, lo es para todas las prestaciones sociales, sin distinción 

de ninguna clase.  

 

3. DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

1. DECLARAR la nulidad de la Resolución DESAJMZR16-1126 de 20 de 

junio de 2016 y el acto administrativo ficto presunto negativo.  

 

2. ORDENAR a la Nación-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial-

Rama Judicial, reconocer y pagar al demandante JAIRO HUGO 

BURITICA TRUJILLO la bonificación judicial señalada en el Decreto 
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383 de 6 de enero de 2013 como factor salarial y prestacional desde el 

momento de su creación, con incidencia en la prima de servicios, prima de 

productividad, vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías, intereses 

a las cesantías, bonificación por servicio prestado y demás emolumentos 

prestacionales que por Constitución y Ley corresponden a los servidores 

públicos de la Rama Judicial, por tal motivo, deberá incluirse en nómina y 

reliquidarse teniendo en cuenta como base de liquidación la “bonificación 

judicial” a pagar mensualmente y la bonificación por servicio prestado, por 

ende, se deberá tener como base la totalidad del salario sin ningún tipo de 

deducción desde el momento de su origen.  

 

3. ORDENAR a la Nación-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial-

Rama Judicial, que una vez acceda al reconocimiento de la bonificación 

judicial señalada en el Decreto 383 de 2013 como factor salarial y 

prestacional, deberá reliquidarse la bonificación por servicio prestado 

teniendo en cuenta que esta constituyen el 35% del sueldo básico mensual, y 

teniendo en cuenta que el hecho generador del precepto jurídico citado es la 

nivelación salarial constituyéndose en un mismo factor salarial, es decir, un 

solo valor conjunto de la asignación básica mensual.   

 

4. ORDENAR a la Nación-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial-

Rama Judicial, seguir liquidando al demandante JAIRO HUGO 

BURITICA TRUJILLO la bonificación señalada en el Decreto 383 de 

2013 tendiendo como base el 100% de la remuneración básica mensual de 

cada año y como también todos los demás factores salariales y 

prestacionales, sin deducir o descontar dicha remuneración.  

 

5. INDEXAR los dineros que se han de cancelar a favor del señor JAIRO 

HUGO BURITICA TRUJILLO.  

 

6. ORDENAR a la Nación-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial-

Rama Judicial, incluir en nómina y seguir cancelando la bonificación 

judicial regulada por el Decreto 383 de 2013 como factor salarial y 

prestacional dejado de percibir por el señor JAIRO HUGO BURITICA 

TRUJILLO en conjunto con la asignación básica, la cual tendrá efectos 

directos y consustanciales en las vacaciones, prestaciones sociales (prima de 

vacaciones, prima de productividad, prima de servicios, prima de navidad, 

auxilio de cesantías, intereses a las cesantías y demás emolumentos 

prestacionales que recibe un servidor público de la Rama Judicial.  

 

7. CONDENAR a la demandada al pago de la indemnización moratoria por la 

no consignación total de las cesantías al fondo correspondiente seleccionado 

por la demandante.   
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8. ORDENAR a la demandada ajustar las sumas de conformidad con las 

normas adjetivas y sustanciales del CPACA y demás preceptos jurídicos que 

tratan la materia.  

4. HECHOS 

 

  El señor JAIRO HUGO BURITICA TRUJILLO, ha sigo servidor público en 

la Rama Judicial, en el cargo de Juez de la Republica, desde el 1 de septiembre de 1998 

a la fecha.  

 

5. FALLO PRIMARIO  

 

  El 25 de agosto de 2021, el Juzgado Transitorio Administrativo del Circuito de 

Manizales, decidió la primera instancia accediendo parcialmente a las pretensiones del 

demandante. En su parte resolutiva ordenó:  

 

“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción de “De la imposibilidad 

material y presupuestal de reconocer las pretensiones de la parte demandante”, 

PROBADA la excepción de “prescripción” y; DECLARAR PARCIALMENTE 

PROBADA y de oficio la excepción de “carencia del derecho reclamado”. 

ESEGUNDO: INAPLICAR por inconstitucional la expresión “únicamente” 

contenida en el articulo 1° de los Decreto 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 de 

2016, 1014 de 2017, 340 de 2018, 992 de 2019 y 442 de 2020, en el entendido que 

la bonificación judicial si constituye salario para liquidar las prestaciones 

sociales que devenguen los servidores de la Rama Judicial.  

TERCERO: DECLARAR LA NULIDAD de la Resolución DESAJMZR16-1126 

de 20 de junio de 2016 y el acto administrativo ficto presunto negativo. 

CUARTO: ACCEDER a las pretensiones de la demanda únicamente en lo 

relacionado con el reconocimiento, liquidación y pago de las prestaciones 

sociales de la parte actora, teniendo como factor salarial la bonificación judicial 

de que tratan los Decretos 383 de 2013. 

QUINTO: A titulo de restablecimiento del derecho, SE ORDENA a la NACION-

RAMA JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION 

JUDICIAL-, reconocer, en favor de JAIRO HUGO BURITICA 

TRUJILLO la bonificación judicial creada por el Decreto 383 de 2013, como 

factor salarial, desde el 2 de junio de 2013 hasta la terminación definitiva de su 

vinculo laboral de la RAMA JUDICIAL. Para lo cual se reliquidan las 

prestaciones sociales (vacaciones, prima de vacaciones, prima de navidad, 

auxilio de cesantías e intereses a las cesantías, etc). Percibidas por la parte 

actora y sufragara la diferencia entre lo pagado y lo que se debió pagar 

atendiendo a cada uno de los cargos desempeñados y sus lapsos de duración. Las 

sumas reconocidas deben pagarse dentro de los términos fijados por el articulo 

192 del CPACA, debidamente indexadas, conforme al articulo 187 del CPACA, es 

decir, actualizarlos mediante la aplicación de los ajustes de valor, para lo cual la 

demandada, tendrá en cuenta la formula citada en la parte motiva de esta 

providencia y la forma como deberá hacer los ajustes. Por tratarse de pagos de 
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tracto sucesivo, la formula se aplicará separadamente a medida que se causaron 

cada uno de los conceptos laborales.  

SEXTO: La entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia en los términos 

previstos en el articulo 192 del CPACA.  

SEPTIMO: SE CONDENA EN COSTAS a las Nación-Rama Judicial-Direccion 

Ejecutiva de Administración Judicial, cuya liquidación y ejecución se hará en la 

forma dispuesta en el CGP, Las agencias en derecho serán canceladas en los 

términos descritos en la parte motiva de esta providencia.  

OCTAVO: EJECUTORIADA esta providencia, LIQUIDENSE los gastos del 

proceso, DEVUELVASE los remanentes si los hubiere. ARCHIVENSE las 

diligencias, previas las anotaciones respectivas en el programa Justicia XXI. Se 

ordena la expedición de las copias que soliciten las partes, conforme a lo previsto 

en el articulo 114 del CGP.  

NOVENO: NOTIFIQUESE la presente sentencia de conformidad con lo 

dispuesto en el articulo 203 del CPACA y demás normas complementarias o 

afines.”.  

 

 Como sustento jurídico indicó; “…De conformidad con el análisis 

constitucional, legal y jurisprudencial que se relaciona con el caso concreto, en 

criterio de esta dependencia judicial, existe mérito para acceder parcialmente a 

las pretensiones de la demanda. Con sujeción a los argumentos que a 

continuación se desarrollarán, la bonificación creada por el decreto 383 de 

2013, ostenta la naturaleza de una verdadera prestación constitutiva de 

salario, motivo por el cual se puede interpretar como un factor salarial que 

debe ser tenido en cuenta para calcular las prestaciones sociales que perciba 

en servidor judicial, con sujeción al tipo de cargo que haya desempeñado o 

desempeñe en el futuro.    Sin embargo, en cuanto a la pretensión ligada a la 

bonificación por servicios prestados, se negará, entre otras razones, debido a 

que el Gobierno Nacional en ese específico caso tiene una mayor 

discrecionalidad en la regulación por tratarse de una prestación ocasional.   

La tesis que se pretende desatar, se afinca en la naturaleza de un 

ordenamiento jurídico cuyo vértice normativo o norma fundamental es la 

Constitución de 1991, norma que supone su primacía sobre las restantes del 

ordenamiento y de la que se deriva una fuerza normativa tal que subordina las 

demás reglas expedidas en virtud de su autorización.  No se puede pasar por 

alto que, de conformidad con lo expuesto en la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, de la Constitución Colombiana no se deriva solo la validez 

formal de las demás normas del ordenamiento jurídico, sino también, la 

validez material de las mismas. Esta fuerza directiva implica la subordinación 

legislativa y administrativa a las disposiciones fundamentales de la Carta y el 

sometimiento al Bloque de Constitucionalidad.   Adicionalmente, para 

sustentar esta providencia se tuvo en cuenta los lineamientos argumentativos 

que, en esencia, han expuesto los Tribunales Administrativos de Caldas y 

Cundinamarca y algunos Jueces Administrativos del país, acogiéndose así el 
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precedente vertical1 y horizontal2”, en consecuencia, accedió a la inaplicación de la 

expresión “únicamente” del artículo 1° del Decreto 383 de 2013, a la declaración de los 

actos acusados, al reconocimiento de la bonificación reclamada como factor salarial 

para las prestaciones sociales devengadas por la demandante (vacaciones, prima de 

vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías y sus intereses) y su consecuente 

reliquidación, y negó las pretensiones relacionadas con el reconocimiento, 

reliquidación y pago de la bonificación por servicios prestados, prima de productividad 

y prima de servicios, como factor salarial y el pago de la sanción moratoria en lo que a 

cesantías, se refiere. 

 

6. RECURSOS DE ALZADA 

 

  Notificada la sentencia fue recurrida por la parte demandada, mediante escrito 

que presentó el 27 de agosto de 2021. En esta ocasión, la demandada resalto que por 

conducto del artículo 150, numeral 19, literales e) y f) la potestad de fijar el régimen 

salarial y prestacional de los empleados públicos, recae sobre el Congreso de la 

Republica y de hacerlo su representada, estaría extralimitando sus funciones y de paso, 

incurriría en la comisión del delito de prevaricato, además de las sanciones 

disciplinarias.  Ahora bien, aseguró que la demandada actúa en cumplimiento de los 

decretos presidenciales que son producto de la facultad que la Ley 4ª de 1992 le otorgó 

para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos que allí se 

mencionan. Solicitó se revoque esta sentencia y en consecuencia se nieguen todas las 

pretensiones. 

 

  A su turno (el 8 de febrero de 2021), la parte demandante se opuso parcialmente 

a las decisiones de las sentencias que negaron el reconocimiento de la bonificación 

judicial como factor salarial frente a la bonificación por servicios prestados, la prima 

de servicios, prima de productividad, prima especial de servicios y bonificación por 

actividad judicial. Dice que el fallo primario desconoce la tesis del superior, el cual 

frente a procesos que persiguen pretensiones similares, reconoce la calidad de factor 

salarial de la bonificación judicial derivada del Decreto 383 de 2013, para todas las 

prestaciones sociales, incluidas aquellas que el Juzgado Transitorio Administrativo de 

Manizales, desconoce. Agrega que contrario a lo que asegura el Aquo, la bonificación 

por servicios prestados, la prima de servicios, la prima de productividad, la prima 

especial de servicios y la bonificación por actividad judicial, se tienen en cuenta como 

doceavas y no como factor de liquidación con incidencia salarial, por lo que no puede 

decirse que se constituye un doble pago, al liquidarlas incluyendo la calidad de factor 

salarial que tiene la bonificación judicial. Solicitó se revoque la sentencia del 30 de 

julio de 2021, en lo que resulta adverso a las pretensiones de la demanda.  

 

8. CONSIDERACIONES 

 

a. COMPETENCIA.  



17001333900520170003103 

Nulidad y restablecimiento del derecho.  

Jairo Hugo Buriticá Trujillo Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial 

      Sentencia de segunda instancia nº 057 

 

 6 

 

  Corresponde a esta jurisdicción por la materia del asunto, a este Tribunal en 

razón a lo ordenado en el artículo 247 n° 3, 4, 5, 6, y 7 del CPACA y a esta Sala de 

Conjueces, atendiendo la aceptación que, del impedimento presentado por la Sala Plena 

de este Tribunal, hiciere el superior y a la designación que a este Conjuez le 

correspondió por sorteo de conjueces celebrado el pasado 12 de diciembre de 2022.   

 

b.  CONTROL DE LEGALIDAD.  

 

  La Sala de Conjueces, realiza en este momento una revisión de las etapas y 

actuaciones hasta ahora realizadas en este medio de control, sin encontrar vicios que 

puedan anular este procedimiento.    

 

c. CASO CONCRETO.  

 

  Procede la Sala a analizar las peculiaridades del caso objeto de juzgamiento 

frente al marco normativo que gobierna la materia. En este sentido, en atención al 

material probatorio traído a plenario y de conformidad a los hechos constatados por 

esta Corporación se destaca: 

 

a) Resolución n° 1615 de 18 de noviembre de 2016 “por medio de la cual se 

admite y se declara fallida una conciliación”. 

b) Resolución n° DESAJMZR16-1235 de 14 de julio de 2016 “por medio de la 

cual se concede un recurso de apelación”.  

c) Recurso de apelación.  

d) Derecho de petición de 2 de junio de 2016. 

e) Resolución DESAJMZR16-1126 de 20 de junio de 2016 “por medio de la cual 

se resuelve un derecho de petición”.  

f) Constancia laboral nº 720 de 14 de julio de 2016. 

g) Constancia laboral nº 142 de 30 de enero de 2015. 

  

d. PROBLEMA JURIDICO.  

 

  Considera la Sala importante definir en esta segunda instancia, dos aspectos 

importantes;  

 

I. La bonificación judicial creada por el Gobierno Nacional a través del Decreto 

383 de 2013, siendo un beneficio que se le ha venido cancelando mensualmente 

al demandante, cumple con las características para ser tenida como factor 

salarial sobre todos los factores prestacionales y, en consecuencia, se confirme 

el fallo emitido por el Juez Aquo, o de no ser así, haya lugar a ordenar su 

modificación o revocarlo.  
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e. ANALISIS  

 

I. DECRETO 383 DE 6 DE ENERO DE 2013 

 

“Articulo 1°: Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y 

que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 de 2012 y las disposiciones que 

lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización 

al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud.” (Negrilla, subrayas y cursiva de la Sala).  

 

“Artículo 2°, Artículo 3°, Artículo 4°, Articulo 5: El presente decreto rige a partir 

de la fecha de su publicación y surte efectos fiscales a partir del 1° de enero de 

2013.”  

 

EVOLUCION NORMATIVA DE LA BONIFICACION JUDICIAL 

 

  La Ley 4ª de 1992, mediante la cual se fijaron normas, objetivos y criterios para 

que el Gobierno Nacional estableciera el régimen salarial y prestacional de los 

empleados públicos determinó en su artículo 1º y 2º lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y 

objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de:  

 

a) Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su 

sector, denominación o régimen jurídico;  

b) Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, 

la Fiscalía General de la Nación, la Organización Electoral y la Contraloría 

General de la República;  

c) Los miembros del Congreso Nacional, y  

d) Los miembros de la Fuerza Pública”. 

ARTÍCULO 2. Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los 

servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en 

cuenta los siguientes objetivos y criterios:  

 

a) El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto 

del régimen general, como de los regímenes especiales. En ningún caso se 

podrán desmejorar sus salarios y prestaciones sociales. 

 

b) (…)”. 

 

  Debe tenerse en cuenta que el artículo 53 de la Constitución Nacional, consagra 

como principios mínimos laborales, la favorabilidad y la remuneración móvil:  

 

“ARTICULO  53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos 
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fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración 

mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad 

en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas 

laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 

discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 

aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la 

realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 

laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el 

descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al 

trabajador menor de edad. (…)” 

 

  Bajo el mandato de la Ley 4ª de 1992 contenido en los artículos 1º y 2º, el 

Gobierno Nacional expidió el Decreto 383 de 2013, así: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización 

al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2013, se 

percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y 

corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así:  

 

1) Para los cargos del Consejo Superior de la Judicatura, la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, la Corte Constitucional, la Corte 

Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, relacionados a continuación, la 

bonificación judicial será: (…).  

 

2) Para los cargos de los Tribunales Judiciales, del Tribunal Superior Militar y 

de los Consejos Seccionales de la Judicatura, que se relacionan a 

continuación, la bonificación judicial será: (…). 

 

3) Para los cargos de los Juzgados de Circuito, Especializado, Juzgados de 

Tribunal Penal Militar y Juzgados de Justicia Penal Militar, relacionados a 

continuación la bonificación judicial, será: (…). 

 

4) Para los cargos de los Juzgados Municipales que se relacionan a 

continuación la bonificación judicial será: (…).  

 

5) Para los cargos de Auxiliar Judicial y Citador, la bonificación judicial será: 

(...).  

 

6) Para los cargos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar cuya 

denominación del cargo no esté señalada en los artículos anteriores, la 

bonificación judicial será: (…).  

 

PARÁGRAFO. La bonificación judicial creada en el presente artículo se ajustará 

a partir del año 2014 de acuerdo con la variación del Índice de Precios al 

Consumidor (IPC); en consecuencia, no le aplica el incremento que fije el 

Gobierno Nacional para las asignaciones básicas en el año 2013 y siguientes.  
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A partir del año 2014 y hasta el año 2018, los valores señalados en las tablas del 

presente artículo contienen un ajuste equivalente a una variación proyectada del 

Índice de Precios al Consumidor (IPC) del dos por ciento (2%) respecto del valor 

de la bonificación judicial asignada en el año inmediatamente anterior.  

 

En el evento en que la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

certificado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 

para las vigencias fiscales de los años 2014 a 2018 inclusive, sea diferente al dos 

por ciento (2%) proyectado para el valor de la bonificación judicial para los 

mismos años, el Gobierno Nacional ajustará las tablas correspondientes para la 

respectiva vigencia en la diferencia que se presente.  

 

Para el año 2019 y en adelante el valor mensual de la bonificación judicial será 

equivalente al valor que se perciba en el año inmediatamente anterior reajustado 

con la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) certificado por el 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). 

 

 ARTÍCULO 2o. Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 

Justicia Penal Militar que no optaron por el régimen establecido en los Decretos 

números 57 y 110 de 1993,106 de 1994 y 43 de 1995 y que vienen regidos por el 

Decreto número 848 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, 

de percibir en el año 2013 y siguientes, un ingreso total anual inferior al ingreso 

total anual más la bonificación judicial que se crea en el presente decreto, 

respecto de quien ejerce el mismo empleo y se encuentra regido por el régimen 

salarial y prestacional obligatorio señalado en los Decretos números 57 y 110 de 

1993, 106 de 1994 y 43de 1995, percibirán la diferencia respectiva a título de 

bonificación judicial, mientras permanezcan vinculados al servicio.  

 

ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 

salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en 

concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier 

disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.  

 

ARTÍCULO 4o. El Departamento Administrativo de la Función Pública es el 

órgano competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. Ningún 

otro órgano puede arrogarse esta competencia.  

 

ARTÍCULO 5o. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 

surte efectos fiscales a partir del 1o de enero de 2013.” (Subrayas propias de 

Sala) 
 

BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA LABORAL 

 

  Para decidir, se hace necesario citar el bloque de constitucional en cuanto al 

derecho al trabajo; dado que, en el sentir de esta Sala de Conjueces, el problema 

jurídico planteado en la demanda, es de rango constitucional. 

 

  El artículo 53 de la Constitución estableció, en su inciso cuarto, que;  

 

 “Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen parte 

de la legislación interna.”  
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  Con base en esta norma, la Corte Constitucional ha dicho respecto de estos 

convenios que son parte del ordenamiento jurídico interno, sin hacer necesariamente 

referencia a su rango jerárquico.  

 

  Así, en la sentencia C-221 de 1992, M.P. Alejandro Martínez Caballero, se 

señaló:  

 

"El principio constitucional de igualdad de los trabajadores está desarrollado 

por el Convenio Internacional del Trabajo número 111 -aprobado por Colombia 

mediante la Ley 22 de 1967 y ratificado en 1969-, relativo a la discriminación en 

materia de empleo y ocupación. Dicho Convenio es pues en Colombia fuente de 

derecho de aplicación directa en virtud del artículo 53 de la 

Constitución Política, al decir: "los Convenios Internacionales del Trabajo 

debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna", cuyo contenido 

es norma interpretativa de los derechos constitucionales en virtud del artículo 93 

de la Carta Fundamental.” 

 

   Otro ejemplo de ello, es la sentencia T-418 de 1992, M.P. Simón Rodríguez 

Rodríguez, en la que se anota: 

 

“Según el artículo 53 de la Carta Política, los convenios internacionales de 

trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. Ello es 

aplicable al Convenio número 98 de la Organización Internacional del Trabajo, 

relativo al derecho de sindicalización y de negociación colectiva, aprobado por 

la Ley 27 de 1976 y ratificado por el Gobierno Nacional el 16 de noviembre de 

1976, y el cual contempla las mismas o similares conductas del artículo 354 del 

C. S. del T.” 

  

  La sentencia C-225 de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero, se ocupó de 

definir en qué consistía el mandato del art. 93 de la Constitución, que establece la 

prevalencia en el orden interno de los tratados internacionales ratificados por el 

Congreso, que reconocieran los derechos humanos y prohibieran su limitación en los 

estados de excepción.  

  

  Para ello, recurrió a la noción del bloque de constitucionalidad, originaria del 

derecho francés, en los siguientes términos:  

 

“Como vemos, el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas 

normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 

constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad 

de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, 

por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues 

verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas 

situadas en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener 

mecanismos de reforma diversos al de las normas del articulado constitucional 

stricto sensu”. 
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  En tales circunstancias, la Corte Constitucional ha establecido, que el único 

sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los tratados de 

derechos humanos y de derecho internacional humanitario (CP arts. 93 y 214 numeral 

2º) es que, éstos forman con el resto del texto constitucional un "bloque de 

constitucionalidad", cuyo respeto se impone a la ley. En efecto, de esa manera se 

armoniza plenamente el principio de supremacía de la Constitución, como norma de 

normas (CP art. 4º), con la prevalencia de los tratados ratificados por Colombia, que 

reconocen los derechos humanos y prohíben su limitación en los estados de excepción 

(CP art. 93).” 

 

  La noción del bloque de constitucionalidad ha sido objeto de distintas 

precisiones y diferenciaciones por parte de la jurisprudencia de esa Corporación. De 

esta forma, en la sentencia C-358 de 1997, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 

  

“Con arreglo a la jurisprudencia de esta Corporación, el bloque de 

constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios que, sin 

aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados 

como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes. Ello bien sea 

porque se trata de verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, 

porque ‘son normas situadas en el nivel constitucional’, como sucede con los 

convenios de derecho internacional humanitario, o bien porque son disposiciones 

que no tienen rango constitucional pero que la propia Carta ordena que sus 

mandatos sean respetados por las leyes ordinarias, tal y como sucede con las 

leyes orgánicas y estatutarias en determinados campos. 

  

“La Corte ha señalado con claridad que siempre que se habla de bloque de 

constitucionalidad, se hace porque en la Constitución una norma suya así lo 

ordena y exige su integración, de suerte que la violación de cualquier norma que 

lo conforma se resuelve en últimas en una violación del Estatuto Superior”. Esto 

significa que la incorporación de una norma al bloque de constitucionalidad 

debe tener fundamento expreso en la Carta. Es lo que ocurre con los tratados de 

derechos humanos, los cuales fueron integrados expresamente por la 

Constitución al bloque de constitucionalidad al señalar que sus normas 

prevalecen en el orden interno y al prescribir que los derechos y deberes 

constitucionales serán interpretados de conformidad con los tratados de derechos 

humanos ratificados por Colombia (CP art. 93). Con todo, la Constitución 

colombiana no señala en ninguna de sus disposiciones que el conjunto de los 

tratados ratificados por Colombia debe ser tenido en cuenta por la Corte al 

examinar la constitucionalidad de las leyes. Esto significa, si se sigue el principio 

que permite identificar la normatividad que conforma el bloque de 

constitucionalidad, que no todos los tratados internacionales forman parte de él”. 

 

  En la sentencia T-568 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz, se planteó por 

primera vez la integración de los convenios internacionales del trabajo al bloque de 

constitucionalidad para tratar sobre asuntos estrictamente laborales.  En la ratio 

decidendi de la providencia se expresó que, al analizar el caso, las autoridades 

gubernamentales y judiciales habían desconocido el derecho aplicable, por cuanto no 
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habían atendido lo dispuesto en los convenios internacionales del trabajo y en los 

tratados de derechos humanos: 

  

“En este orden de ideas, para la revisión de los fallos de instancia proferidos en 

el trámite de este proceso, es claro que el bloque de constitucionalidad debe 

construirse a partir del Preámbulo de la Carta Política, e incluir los artículos 1, 

5, 39, 53, 56 y 93 de ese Estatuto Superior, pues en esas normas están 

consagrados los derechos que reclama el Sindicato actor como violados; también 

procede incluir la Constitución de la OIT y los Convenios 87 y 98 sobre libertad 

sindical (tratado y convenios debidamente ratificados por el Congreso, que 

versan sobre derechos que no pueden ser suspendidos ni aún bajo los estados de 

excepción); además, los artículos pertinentes de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, y la Convención Americana de Derechos Humanos... 

 

 “(...) 

  

“d) Alcance del bloque de constitucionalidad en este caso 

  

 “Si, como lo ordena la Constitución, los derechos y deberes allí consagrados 

deben ser interpretados "de conformidad con los tratados internacionales sobre 

derechos humanos ratificados por Colombia"(art. 93), y "Los convenios 

internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación 

interna" (art. 53 inc 4), las autoridades nacionales de todos los órdenes (el 

Gerente de las Empresas Varias, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 

los Jueces de la República) cometieron un grave error : ignoraron el derecho 

aplicable ; en su lugar, escogieron normas desfavorables a los trabajadores, 

contrarias a la Constitución y a los deberes internacionales que el Estado se 

comprometió a cumplir. 

  

“Los derechos de asociación, sindicalización y huelga, como se explicó 

anteriormente, forman parte de la normatividad constitucional por una razón 

doble: están expresamente consignados en la Carta, y ella integra a su texto los 

tratados internacionales sobre la materia. 

  

“Colombia ha ratificado más de 50 Convenios de la OIT,[1] entre ellos, los 

Convenios 87 y 98 y se comprometió a cumplirlos de buena fe; en conjunto con 

las demás normas enunciadas, son el marco que se debe tener en cuenta al 

aproximarse a estos derechos”. 

  

  En materia laboral, el bloque de constitucional, está integrado así: el preámbulo, 

los artículos 1°, 25, 26, 39, 53, 54, 55, 56, 57, 64 y 125 de La Constitución de 1991 y 

por los núcleos esenciales de los Convenios de la OIT números 87, 98, y, por último, y 

en virtud de los art. 93 y 94 superior, por cualquier otra norma internacional de ius 

cogens no codificado, o no ratificado por Colombia, relativa a materias laborales. 

 

  Los convenios y tratados internacionales del trabajo debidamente ratificados por 

Colombia son parte del ordenamiento jurídico o prevalecen en él. Dentro de los que 

prevalecen, es decir los que hacen parte del denominado Bloque de Constitucionalidad 

por tratarse de derechos humanos y además fundamentales, están los Convenios 87 y 
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98 de la OIT y 100, 105, 111, 138 y 182 y las normas que en materia laboral se 

encuentren escritas en los tratados de libre comercio, celebrados por Colombia y 

debidamente ratificados. 

 

  Con estas normas se busca: 1) Que una vez incorporadas al ordenamiento 

jurídico interno creen directamente derechos subjetivos o comprometan 

internacionalmente al respectivo Estado a adoptar las medidas necesarias para crearlos; 

2) que contribuyan al fomento de la justicia social; 3) que los derechos fundamentales 

son derechos originarios o inherentes; no son creados por el Estado sino reconocidos 

por él. Además, son inalienables, por lo que su núcleo esencial no podrá ser limitado ni 

suspendido ni siquiera en estados de excepción. Aporten a la consolidación de las 

legislaciones nacionales en materia socioeconómica; y 4) que constituyan una fuente de 

inspiración de las legislaciones nacionales para construir sus políticas sociales y 

diseñar una política interna de trabajo1.  

 

  En concusión, la interpretación y aplicación de los derechos laborales en 

Colombia, debe consistir en la integración de las normas constitucionales y los 

tratados internacionales ratificados sobre la materia. 

 

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD LABORAL 

 

  El principio de favorabilidad en materia laboral consagrado en el artículo 53 de 

la Constitución Política, consiste en la obligación de todo operador jurídico, judicial o 

administrativo, de optar por la situación más favorable al trabajador, en caso de duda 

en la aplicación e interpretación de las fuentes de derecho. 

 

  El principio opera (i) cuando existe controversia respecto de la aplicación de dos 

normas; y también, (ii) cuando existen escenarios en los cuales una norma admite 

diversas interpretaciones. A juicio de la Corte, “la favorabilidad opera, entonces, no 

sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos 

normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite 

varias interpretaciones…”.2 

  

  Uno de los referentes acerca del principio de favorabilidad laboral es el fallo 

SU-1185 de 2001. Las ratione decidendi del caso se concretó en la obligación de los 

jueces de la República de aplicar las garantías constitucionales de la igualdad formal 

ante la ley y el principio de favorabilidad laboral en caso de duda en la interpretación 

de las disposiciones de las convenciones colectivas.3 

 

                                                           
1 Sentencia Corte Constitucional C 168 de 1995. 
2 Sentencia Corte Constitucional T 290 de 2005. 
3 Sentencia Corte Constitucional T 595 de 2004. 
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   En esta sentencia, la Corte Constitucional fijó una importante doctrina en 

materia de favorabilidad laboral, cuyo contenido es pertinente para el caso, al ofrecer 

claridad sobre el entendido y alcance de la mencionada garantía. Consideró la Corte: 

  

“En el ámbito de los conflictos de trabajo, por ejemplo, la Corte ha sido enfática 

en sostener que, so pretexto de interpretar el alcance de las normas jurídicas, no 

le es dable al operador jurídico desconocer las garantías laborales reconocidas a 

los trabajadores por la Constitución Política y las leyes, ni tampoco actuar en 

contradicción con los principios superiores que lo amparan como son, entre 

otros, los de igualdad de trato y favorabilidad. En este sentido, puede afirmarse 

que el Estatuto Superior se ha preocupado por garantizar un mínimo de derechos 

a los trabajadores, los cuales no pueden ser ignorados, disminuidos o 

transgredidos por las autoridades públicas y, en particular, por los jueces y 

magistrados de la República en su función constitucional de aplicar y valorar el 

alcance de la ley. En la Sentencia T-001 de 1999 se manifestó sobre el tema lo 

siguiente:  

 

“Pero, además, la regla general -prohijada por esta Corte-, que rechaza como 

improcedente la tutela cuando se trata de controvertir interpretaciones judiciales 

acogidas por el juez en detrimento de otras igualmente válidas, admite, por 

expreso mandato constitucional, la excepción que surge del artículo 53 de la 

Constitución.  

 

En la indicada norma el Constituyente consagró derechos mínimos de los 

trabajadores, es decir, derechos inalienables, que no pueden disminuirse, 

renunciarse, ni es factible transigir sobre ellos; que se imponen inclusive al 

legislador y desde luego a los jueces y a los funcionarios administrativos.  

 

Entre tales derechos se encuentra el que surge de la aplicación del principio de 

favorabilidad, que la Constitución entiende como "...situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes 

formales de derecho...”. 

  

Siendo la ley una de esas fuentes, su interpretación, cuando se presenta la 

hipótesis de la cual parte la norma -la duda-, no puede ser ninguna diferente de 

la que más favorezca al trabajador. Ella es obligatoria, preeminente e ineludible 

para el juez. 

  

Allí la autonomía judicial para interpretar los mandatos legales pasa a ser muy 

relativa: el juez puede interpretar la ley que aplica, pero no le es dable hacerlo en 

contra del trabajador, esto es, seleccionando entre dos o más entendimientos 

posibles aquel que ostensiblemente lo desfavorece o perjudica4.”  
 

Y en decisión posterior, reiteró la Corte: 

  

“...el juez puede interpretar la ley que aplica, pero no le es dable hacerlo en 

contra del trabajador, esto es, seleccionando entre dos o más entendimientos 

posibles aquel que ostensiblemente lo desfavorece o perjudica. Es forzoso que el 

                                                           
4 Sentencia T-001 de 1999 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
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fallador entienda la norma de manera que la opción escogida sea la que beneficie 

en mejor forma y de manera más amplia al trabajador, por lo cual, de acuerdo 

con la Constitución, es su deber rechazar los sentidos que para el trabajador 

resulten desfavorables u odiosos.” (Sentencia T-800/99, M.P. Carlos Gaviria 

Díaz). 

  

Desde esta perspectiva, cuando se trata de aplicar una convención colectiva, en 

atención a su valor normativo y a su carácter de acto solemne, lo que le compete 

el juez laboral es interpretarla de acuerdo al contenido material de su texto y, en 

caso de duda, optar por la interpretación que resulte más favorable al trabajador.  

 

Es incuestionable que un proceder contrario a esta exigencia, que no encuentre 

fundamento en un principio de razón suficiente, configura una vía de hecho en 

cuanto implica un desconocimiento flagrante de los derechos fundamentales del 

trabajador, en especial el del debido proceso (C.P. art. 29, arts. 13 y 53).” 

 

  Lo decidido por la Corte Constitucional, en la Sentencia de Unificación 

Jurisprudencial referenciada, es contundente: en caso de duda y ante la existencia de 

dos o más interpretaciones de una disposición jurídica contenida en una fuente formal 

del derecho (ley, acto administrativo, convención colectiva) debe preferirse aquella 

interpretación que mejor satisfaga los intereses del trabajador. Este y no otro, es el 

entendido que le ha otorgado la jurisprudencia al artículo 53 de la Constitución. 

  

  En sentencia T - 595 de 2004, la Corte Constitucional se refirió a lo que debía 

entenderse por los elementos del principio de favorabilidad laboral.   Es el caso de la 

noción de “duda”, ante la necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones, y de la 

propia noción de “interpretaciones concurrentes”, allí se dijo:  

 

“La Corte considera en primer lugar que, la llamada “duda”, debe revestir un 

carácter de seriedad y de objetividad.  No podría admitirse, por ejemplo, que a 

partir de una eventualidad relativa a la aplicabilidad o no de una interpretación, 

el juez o la administración deban en consecuencia desechar una interpretación 

sólida y acoger una interpretación débilmente emergente, que para el caso resulte 

más favorable para el trabajador. 

  

La seriedad y la objetividad de la duda dependen a su vez de la razonabilidad de 

las interpretaciones.  En efecto, la fundamentación y solidez jurídica de las 

interpretaciones, es la que determina que la duda que se cierne sobre el operador 

jurídico, sea como tal una duda seria y objetiva.  

  

Sobre el punto, la Corte adelantará algunos de los criterios que permiten 

identificar una interpretación como razonable y objetiva; estos criterios son: (i) 

la corrección de la fundamentación jurídica, (ii) la aplicación judicial o 

administrativa reiterada, y (iii) la corrección y suficiencia de la argumentación. 

  

El criterio de razonabilidad de la interpretación como producto de una correcta 

fundamentación jurídica, es un desarrollo del artículo 53 de la Constitución, en la 

medida en que la duda debe surgir a partir de una divergencia interpretativa 

sobre las fuentes formales del derecho.  Esto implica que las opciones 

hermenéuticas, por un lado, deben encuadrar en el marco semántico de las 
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disposiciones de las fuentes formales, y de otro, deben estar en consonancia con 

las disposiciones de la Constitución.  Sólo serán admisibles como razonables, 

aquellas interpretaciones de las fuentes formales, que además de encuadrarse en 

el marco de las disposiciones normativas respectivas, también se correspondan 

con la interpretación autorizada de las normas constitucionales.  

 

El criterio de razonabilidad de la interpretación como producto de su aplicación 

administrativa y judicial reiterada, es un desarrollo del artículo 13 de la 

Constitución, en la medida en que garantiza uniformidad en la forma en que el 

derecho objetivo se concreta en las prácticas sociales: ya sea en la decisión 

judicial de controversias o en el funcionamiento ordinario de la administración.  

Además, la aplicación reiterada de ciertas interpretaciones de las disposiciones 

jurídicas ofrece un elemento de objetividad que permite a su vez cualificar, en los 

casos problemáticos, cuando se está en presencia de una duda objetiva y no se 

trata en cambio de un eventual capricho del operador jurídico. 

  

Finalmente, el criterio de razonabilidad de la interpretación como resultado de 

un proceso de argumentación suficiente, es un desarrollo del artículo 29 de la 

Constitución, en la medida en que se proscribe la arbitrariedad del operador 

jurídico y se exige que su actuación esté debidamente motivada.  El control 

racional del discurso jurídico está determinado entonces por la posibilidad real 

de escrutinio sobre las razones para la decisión de los operadores jurídicos: que 

sea posible un juicio sobre la suficiencia de los argumentos, su idoneidad, su 

corrección, y su pertinencia. 

  

Por otra parte, además de la razonabilidad, las interpretaciones deben ser 

efectivamente concurrentes al caso bajo estudio. Es decir, las opciones 

hermenéuticas deben aplicar a los supuestos de hecho de las disposiciones en 

juego y a las situaciones que delimiten fácticamente cada caso bajo examen.  En 

este sentido, no sería admisible hablar de dos interpretaciones divergentes 

cuando se pueda establecer que las mismas no son aplicables a un mismo 

supuesto de hecho o que no consulten los límites fácticos de los casos por 

resolver.   

  

Por último, y este criterio es determinante para definir los criterios de la regla de 

preferencia de la favorabilidad, entre aquellas interpretaciones concurrentes que 

sean razonables, que se apliquen al supuesto de hecho del caso y que generen un 

motivo de duda serio y objetivo, el operador jurídico deberá elegir aquella 

interpretación que más favorezca los derechos constitucionales del trabajador.  

Lo anterior, bajo el criterio hermenéutico general de la Constitución, según el 

cual los operadores jurídicos deben escoger siempre aquella interpretación que 

más se avenga con el principio de eficacia de los derechos fundamentales, de 

conformidad con el artículo 2º de la Constitución Política”. 
 

  A su paso, el Consejo de Estado, en Sentencia de la Sección Segunda, CP. 

Alejandro Ordoñez M, del 16 de febrero de 2006, rad. 25000-23-25-000-2001-01579-

01(1579-04)5: 

 

 “Así mismo se observa que en aras de hacer efectivo de este beneficio, se atiende 

el principio mínimo de favorabilidad consagrado en el artículo 53 de la Carta 
                                                           
5 Posición que ha sido reiterada por el Consejo de Estado. Como ejemplo se cita la sentencia del Consejo de Estado, Sección 

Cuarta, de fecha 14 de octubre de 2010, CP. Carmen Teresa Ortiz. Rad. 110010315000201000795. 
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Política, es decir se resuelve la controversia respetando la situación más 

beneficiosa a su destinatario. En este sentido se ha acogido el criterio expuesto 

por la Corte Constitucional en algunos fallos proferidos en ejercicio de la acción 

de inconstitucionalidad. Ha expresado sobre el particular: De otra parte, 

considera la Corte que la “condición más beneficiosa” para el trabajador, se 

encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de 

favorabilidad que se consagra en materia laboral, no sólo a nivel constitucional 

sino también legal, y a quien corresponde determinar en cada caso concreto, cuál 

norma es más ventajosa o benéfica para el trabajador es a quien ha de aplicarla 

o interpretarla.  En nuestro ordenamiento superior el principio de favorabilidad 

se halla regulado en los siguientes términos: “situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes 

formales del derecho”, precepto que debe incluirse en el estatuto del trabajo que 

expida el Congreso. De conformidad con este mandato, cuando una misma 

situación jurídica se halla regulada en distintas fuentes formales del derecho 

(ley, costumbre, convención colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha 

de aplicar o interpretar las normas, acoger aquella que resulte más beneficiosa o 

favorezca al trabajador.  La favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando existe 

conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos normas de 

idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite varias 

interpretaciones, la norma así acogida debe ser aplicada en su integridad, ya que 

no le está permitido al juez elegir de cada norma lo más ventajoso o crear una 

tercera, pues se estaría convirtiendo en legislador.” 

 

  Finalmente, y frente al concepto de salario en el sector público, en el marco del 

Bloque de Constitucional, fue definido por la Corte Constitucional SU-995 de 9 de 

diciembre de 1999, MP. Carlos Gaviria Díaz, la cual dijo en esa ocasión;  

 

   El concepto de salario es un tema del que la Corte se ha ocupado en 

múltiples oportunidades, tanto en sede de tutela como de constitucionalidad, 

subrayando no sólo la importancia técnica o instrumental que tiene la ganancia que 

en virtud de un contrato de trabajo, paga el empleador al trabajador por la labor o 

servicio prestados6, sino el valor material que se desprende de su consagración 

como principio y derecho fundamentales (C.P. preámbulo y artículos 1, 2, 25 y 53), 

claramente dirigidos a morigerar la desigualdad entre las partes de la relación 

laboral, y hacer posible el orden justo de la República "fundada en el respeto de la 

dignidad humana, en el trabajo, y la solidaridad de las personas que la integran y 

en la prevalencia del interés general".  

 

   Las fuentes positivas que permiten desarrollar la noción integral del 

salario, no sólo se encuentran en los artículos de la Constitución y la legislación 

interna; es menester acudir a instrumentos de derecho internacional que se 

encargan de desarrollar materias laborales y que, por virtud del artículo 93 de la 

Carta Política, hacen parte de la normatividad iusfundamental vigente en nuestro 

país, a través de lo que se ha denominado bloque de constitucionalidad. Sobre este 

principio la Corte se ha pronunciado en múltiples ocasiones, y ha señalado que: 

 

    "El bloque de constitucionalidad, estaría compuesto por todas aquellas 

normas, de diversa jerarquía, que sirven como parámetro para llevar a cabo el 

control de constitucionalidad de la legislación. Conforme a esta acepción, el 

                                                           
6 En esta materia se siguen los preceptos descriptivos señalados en el Convenio 85 de la Organización Internacional del Trabajo 

sobre la protección del salario. 
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bloque de constitucionalidad estaría conformado no sólo por el articulado de la 

Constitución sino, entre otros, por los tratados internacionales de que trata el 

artículo 93 de la Carta, por las leyes orgánicas y, en algunas ocasiones, por las 

leyes estatutarias"7. 

 

   En este orden de ideas, la noción de salario ha de entenderse en los 

términos del Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo -relativo a 

la protección del salario-, ratificado por la Ley 54 de 1992, que en el artículo 1 
señala: 

 

   "El término ´salario´ significa la remuneración o ganancia, sea cual fuere 

su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, 

fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un empleador a un 

trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que 

éste último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado o 

deba prestar".  

 

   Esto quiere decir que para efectos del significado que en nuestro 

ordenamiento ha de tener la voz salario y, sobre todo, para la protección judicial 

del derecho a su pago cumplido, deben integrarse todas las sumas que sean 

generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador, sin importar las 

modalidades o denominaciones que puedan asignarles la ley o las partes 

contratantes. Así, no sólo se hace referencia a la cifra quincenal o mensual 

percibida por el empleado -sentido restringido y común del vocablo-, sino a todas 

las cantidades que por concepto de primas, vacaciones, cesantías, horas extras -

entre otras denominaciones-, tienen origen en la relación laboral y constituyen 

remuneración o contraprestación por la labor realizada o el servicio prestado. 

 

   Las razones para adoptar una noción de salario expresada en estos 

términos, no sólo se encuentran en la ya referida necesidad de integración de los 

diferentes órdenes normativos que conforman el bloque de constitucionalidad, sino 

que son el reflejo de una concepción garantista de los derechos fundamentales, que 

en materia laboral constituye uno de los pilares esenciales del Estado Social de 

Derecho. A partir de la Constitución de 1991, es evidente la relevancia del derecho 

laboral dentro de la configuración de un orden social y económico justo y más 

cercano a la realidad, en cuyo desarrollo la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha debido intervenir,8 en buena parte por la falta del estatuto del 

trabajo al que se refiere el artículo 53 Superior. Al respecto ha dicho este Tribunal:  

 

   "La Constitución es el orden normativo primario protector del derecho al 

trabajo, bien sea que se preste independientemente o bajo condiciones de 

subordinación, en las modalidades de contrato de trabajo o bajo una relación 

laboral, legal, estatutaria o reglamentaria. La variedad normativa que aquella 

contiene propende el establecimiento de relaciones laborales justas, mediante la 

eliminación de factores de desequilibrio, que aseguren la vigencia y efectividad del 

principio de igualdad, la protección a ciertos sectores de trabajadores que se 

encuentran en situaciones de debilidad manifiesta o carecen de oportunidades para 

                                                           
7 Corte Constitucional Sentencia C-191 de 1998. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Al respecto pueden consultarse, entre otros, los 

fallos C-225 de 1995, C-423 de 1995, C-578 de 1995 y C-327 de 1997. 
8 Corte Constitucional Sentencia C-521 de 1995. M.P. Antonio Barrera Carbonell. Aunque en aquella oportunidad estas 

consideraciones fueron utilizadas para avalar una noción restringida del salario, no cabe duda que la orientación de la Carta 

Política (artículo 93), apunta a la formación de conceptos más amplios que sean concordantes con ordenamientos internacionales 

vinculantes en el sistema jurídico nacional. 
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la capacitación laboral, y la consagración de un sistema contentivo de una 

protección jurídica concreta del trabajo que debe ser desarrollado por el legislador, 

a partir del señalamiento de unos principios mínimos fundamentales (art. 53)". 

 

En particular, respecto al salario y su naturaleza se ha dicho: 

 

   "En virtud de su consagración como un derecho [el derecho al salario], 

nuestra Constitución compromete al Estado en el deber de protegerlo, creando, 

estimulando e incentivando las condiciones socioeconómicas propicias que 

promuevan una oferta de oportunidades laborales para todas aquéllas personas en 

capacidad de trabajar, expidiendo la normatividad que asegure unas relaciones 

laborales "dignas y justas", con arreglo a los principios fundamentales básicos y 

mínimos ideados por el Constituyente y, en ejercicio de su capacidad de 

intervención, limitando los abusos que pueden engendrarse al amparo de las leyes 

del mercado y del principio de la autonomía de la voluntad, o regulando las 

condiciones requeridas para racionalizar la economía con el fin, de asegurar el 

pleno empleo de los recursos humanos, la distribución equitativa de las 

oportunidades y los beneficios del desarrollo, especialmente en lo laboral, y el 

mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores"9. 

 

9. CONCLUSIÓN 

 

1.   Es claro que la bonificación judicial establecida por el Decreto 383 de 2013, 

acoge los requisitos definidos en el Convenio 95 de la Organización 

Internacional del Trabajo -relativo a la protección del salario-, ratificado por la 

Ley 54 de 1992, es decir; dicha bonificación constituye una erogación dineraria, 

que según las pruebas aportadas al proceso, es periódica y habitual, toda vez que 

se ha venido cancelando al demandante JAIRO HUGO BURITICA 

TRUJILLO mes a mes, ininterrumpidamente, desde el 2 de junio de 2013, de 

ahí que no pueda descartarse, el carácter de factor salarial, de la bonificación 

reclamada, frente a todas las prestaciones sociales, no solo para salud y pensión -

como lo dispuso el Gobierno Nacional- y menos frente la vacaciones, prima de 

vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías y sus intereses como lo apuntó 

el Juez Aquo, pues tampoco va en contra de las normas internacionales que como 

se dijo, entrañan este tema y hacen parte del bloque de constitucionalidad. 

 

Por otro lado, existe la necesidad que la demandada, continué reconociendo el 

carácter de factor salarial de la bonificación judicial reclamada, en adelante y 

mientras el señor JAIRO HUGO BURITICA TRUJILLO, ocupé algún 

cargo en la demandada, de los incluidos por el Decreto 383 de 2013, como 

beneficiario de esta bonificación.  

 

 

 

                                                           
9 Corte Constitucional Sentencia C-521 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
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2.   Además de ordenar a la demandada la reliquidación de todas las prestaciones 

sociales -sin distinción alguna- a que ha tenido derecho el demandante JAIRO 

HUGO BURITICA TRUJILLO desde el 2 de junio de 2013 y en adelante, 

mientras trabaje a cargo de la demandada y mientras ocupe uno de los cargos 

mencionados en el Decreto 383 de 2013 y, pagar las diferencias adeudadas. 

Además, deberá la demandada continuar con la liquidación de las prestaciones 

sociales, tomando esta bonificación como factor salarial y, después de la 

ejecutoria de esta sentencia, genere el demandante como contraprestación al 

desempeño del cargo de Juez de la Republica o a otro que se encuentre 

contemplado en el Decreto 383 de 2013. 

 

  Así las cosas, la SALA se encuentra parcialmente de acuerdo con la tesis del 

Juez Aquo y, en consecuencia, modificará los numerales 1° y 5º y se confirmarán 

los demás.  

 

  En mérito de lo expuesto, la Sala de Conjueces del Tribunal Administrativo de 

Caldas, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley; 

 

10.  FALLA 

 

  PRIMERO: MODIFICAR los numerales 1° y 5° de la sentencia de 25 de 

agosto de 2021, proferida por Juzgado Transitorio Administrativo del Circuito de 

Manizales, que puso fin a la primera instancia de este proceso, los cuales quedaran así:  

 

“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción de “De la imposibilidad 

material y presupuestal de reconocer las pretensiones de la parte demandante”, y 

PROBADA la excepción de “prescripción”. QUINTO: A título de 

restablecimiento del derecho, SE ORDENA a la NACION-RAMA 

JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION 

JUDICIAL-, reconocer, en favor de JAIRO HUGO BURITICA 

TRUJILLO la bonificación judicial creada por el Decreto 383 de 2013, 

como factor salarial, desde el 2 de junio de 2013 y hasta la terminación 

definitiva de su vínculo laboral de la RAMA JUDICIAL. Para lo cual se 

reliquidan TODAS las prestaciones sociales (vacaciones, prima de 

vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías e intereses a las 

cesantías, etc). Percibidas por la parte actora y sufragara la diferencia 

entre lo pagado y lo que se debió pagar atendiendo a cada uno de los 

cargos desempeñados y sus lapsos de duración. Las sumas reconocidas 

deben pagarse dentro de los términos fijados por el artículo 192 del 

CPACA, debidamente indexadas, conforme al artículo 187 del CPACA, es 

decir, actualizarlos mediante la aplicación de los ajustes de valor, para lo 
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cual la demandada, tendrá en cuenta la formula citada en la parte motiva 

de esta providencia y la forma como deberá hacer los ajustes. Por tratarse 

de pagos de tracto sucesivo, la formula se aplicará separadamente a 

medida que se causaron cada uno de los conceptos laborales”. 

 

 SEGUNDO: CONFIRMAR los demás numerales de la sentencia de 25 de 

agosto de 2021, proferida por Juzgado Transitorio Administrativo del Circuito de 

Manizales, que puso fin a la primera instancia de este proceso, 

 

 TERCERO: ORDENAR a la secretaria de este Tribunal hacer las anotaciones 

en la base de datos Siglo XXI.  

 

  CUARTO: EJECUTORIADO este fallo, devuélvase el expediente al 

DESPACHO de origen.  

NOTIFÍQUESE y CUMPLASE 

 

Discutida y aprobada en SALA VIRTUAL celebrada el 15 de mayo de 2023. 

 

Los Conjueces;  

 
LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA 

Ponente  

 

 

 

JORGE IVAN LOPEZ DIAZ  

Revisor 

 

 

 

 

TOMAS FELIPE MORA GOMEZ  

Revisor 
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 REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA DE CONJUECES 

-Liliana Eugenia García Maya- 

Conjuez Ponente 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

1. ASUNTO 

 

  En ejercicio de la segunda instancia y luego de que el pasado 10 de abril 

de 2023 pasara a despacho para proferir sentencia, procede la Sala a resolver los 

recursos de apelación que contra el fallo primario fueran interpuestos por las 

partes demandada y demandante, y en consecuencia, emitirá la sentencia de 

segunda instancia, después de haberse agotado todas las etapas que la anteceden, 

dentro de este medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO identificada con el radicado n° 17001333900520180022603 

en el que es demandante NELSON FERNANDO BETANCUR CORREA 

contra la NACIÓN-DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL-RAMA JUDICIAL, en Sala de Conjueces, conformada por la Dra. 

LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA en calidad de Conjuez Ponente, y con 

la participación de los Conjueces Revisores Dr. TOMAS FELIPE MORA 

GOMEZ y Dr. JORGE IVAN LOPEZ DIAZ. 

 

2. OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

  En resumen, debe la Sala de Conjueces definir si tiene razón el articulo 2º 

del Decreto 383 del 2013 cuando afirma que la bonificación judicial para los 

empleados públicos que dispone, constituye factor salarial solo para efectos de 

los aportes a salud y pensión, o si, por el contrario, lo es para todas las 

prestaciones sociales, sin distinción de ninguna clase.  

 

3. DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

1. INAPLICAR por inconstitucional la expresión contenida en el 

articulo 1º del Decreto 383 de 2013 “constituirá únicamente factor 
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salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y 

al Sistema General de Seguridad Social en Salud” y los Decretos que 

a su turno modifiquen esta norma y que contengan la misma expresión.   

 

2. DECLARAR la nulidad de la Resolución n° DESAJMZR16-47-12 de 

7 de enero de 2016.  

 

3. DECLARAR la nulidad de la Resolución nº 6139 de 29 de 

septiembre de 2017.  

 

4. RECONOCER y pagar a favor del señor NELSON FERNANDO 

BETANCUR CORREA, desde el 1 de enero de 2013 y hasta la fecha 

de presentación de la demanda, y en lo sucesivo, la “bonificación 

judicial” señalada en el Decreto 383 de 2013 como factor salarial y 

prestacional para liquidar salario, y demás emolumentos que fueron 

por ésta percibidos durante su vinculación como empleada de la Rama 

Judicial.  

 

5. RECONOCER y pagar al señor NELSON FERNANDO 

BETANCUR CORREA a partir del 1 de enero de 2013, hasta la 

fecha de presentación de esta demanda, y en lo sucesivo, las 

diferencias salariales y prestacionales (primas de vacaciones, navidad, 

de servicios, extralegales, bonificación por servicios, cesantías e 

intereses a esta, etc), existentes entre las sumas que le fueron 

canceladas y las que legalmente le corresponden, contabilizando como 

factor salarial la bonificación judicial creada a través del Decreto 383 

de 2013. 

 

6. INDEXAR las sumas resultantes del reconocimiento y pago de la 

Bonificación Judicial, conforme al IPC y se paguen los intereses 

legales.  

 

7. RECONOCER y pagar al señor NELSON FERNANDO 

BETANCUR CORREA o a quien o quienes sus derechos 

representen, los intereses desde el momento de su causación hasta que 

se haga efectivo el pago de las sumas ordenadas cancelar.  

 

8. ORDENAR a la demandada cumplir la sentencia en estricta aplicación 

a los artículos 192 y 195 del CPACA.  
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9. CONCDENAR a la demandada al pago de costas y agencias en 

derecho.  

4. HECHOS 

 

  El señor NELSON FERNANDO BETANCUR CORREA trabaja al 

servicio de la Rama Judicial, en los cargos de escribiente civil y circuito, desde 

el 1 de marzo de 20011 y, a la fecha de presentación de esta demanda, aun 

continuaba vinculada al servicio de la demandada. 

 

5. FALLO PRIMARIO  

 

  El 14 de julio de 2021, el Juzgado Transitorio Administrativo del Circuito 

de Manizales, decidió la primera instancia accediendo parcialmente a las 

pretensiones del demandante. En su parte resolutiva ordenó:  

 

“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones 

“imposibilidad materia y presupuestal de reconocer las pretensiones 

de la parte demandante” y “prescripción”. DECLARAR PROBADA 

parcialmente y de oficio la excepción “carencia del derecho 

reclamado”.   

SEGUNDO: INAPLICAR por inconstitucional la expresión 

“únicamente” contenida en el artículo 1° de los Decreto 383 de 2013, 

1269 de 2015, 246 de 2016, 1014 de 2017, 340 de 2018, 992 de 2019 

y 442 de 2020, en el entendido que la bonificación judicial si 

constituye salario para liquidar las prestaciones sociales que 

devenguen los servidores de la Rama Judicial.  

TERCERO: DECLARAR LA NULIDAD de la resolución 

DESAJMZR16-47-12 de 7 de enero de 2016 y de la resolución nº 

6139 de 29 de septiembre de 2017, que puso fin a la actuación 

administrativa, ambas expedidas por la entidad demandada.  

CUARTO: ACCEDER a las pretensiones de la demanda únicamente 

en lo relacionado con el reconocimiento, liquidación y pago de las 

prestaciones sociales de la parte actora, teniendo como factor salarial 

la bonificación judicial de que tratan los Decretos 383 de 2013. 

QUINTO: A título de restablecimiento del derecho, SE ORDENA a 

la NACION-RAMA JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL-, reconocer, en favor de NELSON 

                                                           
1 Constancia nº 2058 de 14 de diciembre de 2015. -Pagina 48-52 del archivo 01CuadernoUno-. 
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FERNANDO BETANCUR CORREA la bonificación judicial 

creada por el Decreto 383 de 2013, como factor salarial, desde el 1 

de enero de 2013 y hasta la terminación definitiva de su vínculo 

laboral de la RAMA JUDICIAL. Para lo cual se reliquidan las 

prestaciones sociales (vacaciones, prima de vacaciones, prima de 

navidad, auxilio de cesantías e intereses a las cesantías, etc). 

Percibidas por la parte actora y sufragara la diferencia entre lo 

pagado y lo que se debió pagar atendiendo a cada uno de los cargos 

desempeñados y sus lapsos de duración. Las sumas reconocidas 

deben pagarse dentro de los términos fijados por el artículo 192 del 

CPACA, debidamente indexadas, conforme al artículo 187 del 

CPACA, es decir, actualizarlos mediante la aplicación de los ajustes 

de valor, para lo cual la demandada, tendrá en cuenta la formula 

citada en la parte motiva de esta providencia y la forma como deberá 

hacer los ajustes. Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la formula 

se aplicará separadamente a medida que se causaron cada uno de los 

conceptos laborales.  

SEXTO: La entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia en 

los términos previstos en el artículo 192 del CPACA.  

SEPTIMO: SE CONDENA EN COSTAS a las Nación-Rama 

Judicial-Direccion Ejecutiva de Administración Judicial, cuya 

liquidación y ejecución se hará en la forma dispuesta en el CGP, Las 

agencias en derecho serán canceladas en los términos descritos en la 

parte motiva de esta providencia.  

OCTAVO: EJECUTORIADA esta providencia, LIQUIDENSE los 

gastos del proceso, DEVUELVASE los remanentes si los hubiere. 

ARCHIVENSE las diligencias, previas las anotaciones respectivas 

en el programa Justicia XXI.  

NOVENO: NOTIFIQUESE la presente sentencia de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 203 del CPACA y demás normas 

complementarias o afines.”.  

 

 Como sustento jurídico indicó; “…De conformidad con el análisis 

constitucional, legal y jurisprudencial que se relaciona con el caso 

concreto, en criterio de esta dependencia judicial, existe mérito para 

acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda. Con sujeción a 

los argumentos que a continuación se desarrollarán, la bonificación 

creada por el decreto 383 de 2013, ostenta la naturaleza de una 

verdadera prestación constitutiva de salario, motivo por el cual se puede 
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interpretar como un factor salarial que debe ser tenido en cuenta para 

calcular las prestaciones sociales que perciba en servidor judicial, con 

sujeción al tipo de cargo que haya desempeñado o desempeñe en el 

futuro.    Sin embargo, en cuanto a la pretensión ligada a la bonificación 

por servicios prestados, se negará, entre otras razones, debido a que el 

Gobierno Nacional en ese específico caso tiene una mayor 

discrecionalidad en la regulación por tratarse de una prestación 

ocasional.   La tesis que se pretende desatar, se afinca en la naturaleza 

de un ordenamiento jurídico cuyo vértice normativo o norma 

fundamental es la Constitución de 1991, norma que supone su primacía 

sobre las restantes del ordenamiento y de la que se deriva una fuerza 

normativa tal que subordina las demás reglas expedidas en virtud de su 

autorización.  No se puede pasar por alto que, de conformidad con lo 

expuesto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, de la 

Constitución Colombiana no se deriva solo la validez formal de las 

demás normas del ordenamiento jurídico, sino también, la validez 

material de las mismas. Esta fuerza directiva implica la subordinación 

legislativa y administrativa a las disposiciones fundamentales de la 

Carta y el sometimiento al Bloque de Constitucionalidad.   

Adicionalmente, para sustentar esta providencia se tuvo en cuenta los 

lineamientos argumentativos que, en esencia, han expuesto los 

Tribunales Administrativos de Caldas y Cundinamarca y algunos Jueces 

Administrativos del país, acogiéndose así el precedente vertical1 y 

horizontal2”, en consecuencia, accedió a la inaplicación de la expresión 

“únicamente” del artículo 1° del Decreto 383 de 2013, a la declaración de los 

actos acusados, al reconocimiento de la bonificación reclamada como factor 

salarial para las prestaciones sociales devengadas por la demandante 

(vacaciones, prima de vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías y sus 

intereses) y su consecuente reliquidación, y negó las pretensiones relacionadas 

con el reconocimiento, reliquidación y pago de la bonificación por servicios 

prestados, prima de productividad y prima de servicios, como factor salarial y el 

pago de la sanción moratoria en lo que a cesantías, se refiere. 

    

6. RECURSOS DE ALZADA 

 

Parte demandada. 

  

  Notificada la sentencia fue recurrida por la parte demandada mediante 

escrito que presentó el 22 de julio de 2021. En esta ocasión, la demandada 
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resaltó que por conducto del artículo 150, numeral 19, literales e) y f), la potestad 

de fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, recae sobre 

el Congreso de la Republica y de hacerlo su representada, estaría extralimitando 

sus funciones y de paso, incurriría en la comisión del delito de prevaricato, 

además de las sanciones disciplinarias.  Ahora bien, aseguró que la demandada 

actúa en cumplimiento de los decretos presidenciales que son producto de la 

facultad que la Ley 4ª de 1992 le otorgó para fijar el régimen salarial y 

prestacional de los empleados públicos que allí se mencionan. Solicitó se 

revoque esta sentencia y en consecuencia se nieguen todas las pretensiones.   

 

Parte demandante.  

 

  Haciendo uso de la apelación adhesiva al recurso interpuesto por la parte 

demandada, conforme lo permite el artículo 322 del CGP, la parte demandante 

allego escrito el 8 de febrero de 20232, en resumen manifestó su desacuerdo con 

la decisión del Juez primario de desconocer el carácter de factor salarial de la 

bonificación frente a las prestaciones sociales “prima de servicios”, “prima de 

productividad” y “bonificación por servicios prestados” y su reconocimiento al 

respecto de las otras prestaciones sociales que devenga el demandante. A su 

juicio consideró que la clase obrera en la que se enlistan los funcionarios 

públicos, vienen afrontando toda clase de desventajas laborales que han 

superado, lucha tras lucha, solicitando la protección de principios laborales 

constitucionales tales como el in dubio pro operario, pro homine, condición más 

beneficiosa, irrenunciabilidad, primacía de la realidad sobre las formas y, 

principio de favorabilidad, entre otros; una de estas luchas del sector público -

Rama Judicial- se dio en el año 2012, por la evidente y amplia brecha entre los 

sueldos de los Magistrados de las Altas Cortes al respecto de los demás 

empleados de la Rama Judicial, en atención a ello y para cerrar un poco esta 

brecha, con miras a estar más cerca de la igualdad salarial, fue expedido el 

Decreto 383 y 382 de 2013 que creó la “bonificación judicial” una respuesta del 

Gobierno Nacional, a la tan solicitada nivelación salarial de los empleados 

públicos.  

 

  A pesar de que esta bonificación se viene pagando desde el mismo día en 

que entró en vigencia el Decreto 383 de 2013, no ha sido efectivizado 

completamente, pues según su articulado solo constituye factor salarial, para 

efectos del pago de los aportes de salud y pensión, pese a que cumple con los 

requisitos legales que lo estructuran como salario, que es un pago, periódico, 

                                                           
2Archivo -11ApelacionAdhesiva- del Cuaderno 2º Instancia.  
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habitual e ininterrumpido. Así lo reconoce el Juez Aquo, pero desconociendo la 

norma constitucional e internacional sobre la materia, limita su carácter de factor 

salarial a unas prestaciones y deja huérfanas frente a la prestaciones sociales 

“prima de servicios”, “prima de productividad” y “bonificación por servicios 

prestados”,  desconociendo la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, 

cuando establece “…que el listado de factores que comprenden el concepto de 

salario es una noción meramente ilustrativa y bajo ninguna circunstancia puede 

interpretarse como un criterio absoluto, pues salario constituye todo pago 

habitual y periódico que se genera como remuneración por la prestación 

personal de un servicio, de allí, que dentro de este trámite tenga un relevante 

protagonismo esta figura, a saber que conforme el caso en concreto la 

interpretación que se da con ocasión a la figura de ´salario´, su características y 

su aplicabilidad en materia laboral, ha hecho que a lo largo de este trámite se 

hayan generado posturas disimiles para su aplicación conforme lo reglado en el 

Decreto 383 de 2013”.     

 

  Dijo además, que la base genérica para el cálculo actuarial es el mismo 

salario, de cuyas prestaciones sociales se duplican por influencia misma del 

Decreto 383 de 2013, que en ultimas logra la nivelación salarial, objetivo 

principal de la lucha acaecida en el año 2012 y de la cual nace la iniciativa del 

Gobierno de emitir el Decreto en mención, y si no es afectando también las 

prestaciones sociales, donde queda la nivelación salarial deprecada, dicho esto, 

es la razón de la equivocada tesis del Juez Aquo, al desconocer la condición de 

salario del Decreto frente a las prestaciones sociales que dejó por fuera de 

considerarlas salario.  

 

 En conclusión, solicitó la modificación de la sentencia primaria y por el 

contrario el reconocimiento del carácter de factor salarial, para todas las 

prestaciones sociales a las que tiene derecho el demandante y no solo para 

algunas.   

  

7. CONSIDERACIONES 

 

a. COMPETENCIA.  

 

  Corresponde a esta jurisdicción por la materia del asunto, a este Tribunal 

en razón a lo ordenado en el artículo 247 n° 3, 4, 5, 6, y 7 del CPACA y a esta 

Sala de Conjueces, atendiendo la aceptación que, del impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal, hiciere el superior y a la designación que a 

esta Conjuez le correspondió por sorteo de conjueces celebrado el pasado 12 de 
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diciembre de 2022.   

    

b.  CONTROL DE LEGALIDAD.  

 

  La Sala de Conjueces, realiza en este momento una revisión de las etapas y 

actuaciones hasta ahora realizadas en este medio de control, sin encontrar vicios 

que puedan anular este procedimiento.    

 

c. CASO CONCRETO.  

 

  Procede la Sala a analizar las peculiaridades del caso objeto de 

juzgamiento frente al marco normativo que gobierna la materia. En este sentido, 

en atención al material probatorio traído a plenario y de conformidad a los 

hechos constatados por esta Corporación se destaca: 

 

a) Derecho de petición de 15 de diciembre de 2015. 

b) Resolución DESAJMZR16-47-12 de 7 de enero de 2016 “por medio de la 

cual se resuelve un derecho de petición”. 

c) Recurso de apelación. 

d) Resolución DESAJMZR16-148-63 de 5 de febrero de 2016 “por medio de 

la cual se concede un recurso de apelación”. 

e) Resolución nº 6139 de 29 de septiembre de 2017 “por medio de la cual se 

resuelve un recurso de apelación”. 

f) Constancia laboral n° 2058 de 14 de diciembre de 2015.  

g) Solicitud de conciliación prejudicial. 

h) Resolución 344 de 17 de abril de 2018 “por medio de la cual se admite y 

se declara fallida una conciliación prejudicial”.  

 

d. PROBLEMA JURIDICO.  

 

  Considera la Sala importante definir en esta segunda instancia, dos 

aspectos importantes;  

 

I. Si la bonificación judicial creada por el Gobierno Nacional a través del 

Decreto 383 de 2013, siendo un beneficio que se le ha venido cancelando 

mensualmente al demandante, cumple con las características para ser 

tenida como factor salarial sobre todos los factores prestacionales y, en 

consecuencia, se confirme el fallo emitido por el Juez Aquo, o de no ser 

así, haya lugar a ordenar su modificación o revocarlo.  

 

e. ANALISIS  
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I. DECRETO 383 DE 6 DE ENERO DE 2013 

 

“Artículo 1°: Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 

1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 de 2012 y las 

disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 

cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial 

para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud. (Negrilla, subrayas y cursiva de la 

Sala).  

 

“Artículo 2°, Artículo 3°, Artículo 4°, Articulo 5: El presente decreto rige a 

partir de la fecha de su publicación y surte efectos fiscales a partir del 1° de 

enero de 2013.”  

 

EVOLUCION NORMATIVA DE LA BONIFICACION JUDICIAL 

 

  La Ley 4ª de 1992, mediante la cual se fijaron normas, objetivos y criterios 

para que el Gobierno Nacional estableciera el régimen salarial y prestacional de 

los empleados públicos determinó en su artículo 1º y 2º lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, 

criterios y objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y 

prestacional de:  

 

a) Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que 

sea su sector, denominación o régimen jurídico;  

b) Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio 

Público, la Fiscalía General de la Nación, la Organización Electoral y la 

Contraloría General de la República;  

c) Los miembros del Congreso Nacional, y  

d) Los miembros de la Fuerza Pública”. 

 

ARTÍCULO 2. Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los 

servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá 

en cuenta los siguientes objetivos y criterios:  

 

a) El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado 

tanto del régimen general, como de los regímenes especiales. En ningún 

caso se podrán desmejorar sus salarios y prestaciones sociales. 

 

b) (…)”. 
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  Debe tenerse en cuenta que el artículo 53 de la Constitución Nacional, 

consagra como principios mínimos laborales, la favorabilidad y la remuneración 

móvil:  

 
“ARTICULO  53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios 

mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; 

remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de 

trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios 

mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y 

conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes 

formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades 

establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la 

seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso 

necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador 

menor de edad. (…)” 

 

  Bajo el mandato de la Ley 4ª de 1992 contenido en los artículos 1º y 2º, el 

Gobierno Nacional expidió el Decreto 383 de 2013, así: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la 

Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y 

prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 

de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 

disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 

cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial 

para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1° de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 

mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así:  

 

1) Para los cargos del Consejo Superior de la Judicatura, la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, la Corte Constitucional, la Corte 

Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, relacionados a 

continuación, la bonificación judicial será: (…).  

 

2) Para los cargos de los Tribunales Judiciales, del Tribunal Superior 

Militar y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, que se 

relacionan a continuación, la bonificación judicial será: (…). 

 

3) Para los cargos de los Juzgados de Circuito, Especializado, Juzgados 

de Tribunal Penal Militar y Juzgados de Justicia Penal Militar, 

relacionados a continuación la bonificación judicial, será: (…). 
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4) Para los cargos de los Juzgados Municipales que se relacionan a 

continuación la bonificación judicial será: (…).  

 

5) Para los cargos de Auxiliar Judicial y Citador, la bonificación judicial 

será: (...).  

6) Para los cargos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar cuya 

denominación del cargo no esté señalada en los artículos anteriores, la 

bonificación judicial será: (…).  

 

PARÁGRAFO. La bonificación judicial creada en el presente artículo se 

ajustará a partir del año 2014 de acuerdo con la variación del Índice de 

Precios al Consumidor (IPC); en consecuencia, no le aplica el incremento 

que fije el Gobierno Nacional para las asignaciones básicas en el año 2013 

y siguientes.  

 

A partir del año 2014 y hasta el año 2018, los valores señalados en las 

tablas del presente artículo contienen un ajuste equivalente a una variación 

proyectada del Índice de Precios al Consumidor (IPC) del dos por ciento 

(2%) respecto del valor de la bonificación judicial asignada en el año 

inmediatamente anterior.  

 

En el evento en que la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

certificado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

(DANE), para las vigencias fiscales de los años 2014 a 2018 inclusive, sea 

diferente al dos por ciento (2%) proyectado para el valor de la bonificación 

judicial para los mismos años, el Gobierno Nacional ajustará las tablas 

correspondientes para la respectiva vigencia en la diferencia que se 

presente.  

 

Para el año 2019 y en adelante el valor mensual de la bonificación judicial 

será equivalente al valor que se perciba en el año inmediatamente anterior 

reajustado con la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

certificado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

(DANE). 

 

 ARTÍCULO 2o. Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 

Justicia Penal Militar que no optaron por el régimen establecido en los 

Decretos números 57 y 110 de 1993,106 de 1994 y 43 de 1995 y que vienen 

regidos por el Decreto número 848 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, de percibir en el año 2013 y siguientes, un ingreso 

total anual inferior al ingreso total anual más la bonificación judicial que 

se crea en el presente decreto, respecto de quien ejerce el mismo empleo y 

se encuentra regido por el régimen salarial y prestacional obligatorio 

señalado en los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994 y 43de 

1995, percibirán la diferencia respectiva a título de bonificación judicial, 

mientras permanezcan vinculados al servicio.  

 

ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el 

régimen salarial o prestacional estatuido por las normas del presente 
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decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª 

de 1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no 

creará derechos adquiridos.  

 

ARTÍCULO 4o. El Departamento Administrativo de la Función Pública es 

el órgano competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. 

Ningún otro órgano puede arrogarse esta competencia.  

 

ARTÍCULO 5o. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 

publicación y surte efectos fiscales a partir del 1o de enero de 2013.” 

(Subrayas propias de Sala) 

 

BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA LABORAL 

 

  Para decidir, se hace necesario citar el bloque de constitucional en cuanto 

al derecho al trabajo; dado que, en el sentir de esta Sala de Conjueces, el 

problema jurídico planteado en la demanda, es de rango constitucional. 

 

  El artículo 53 de la Constitución estableció, en su inciso cuarto, que;  

 

 “Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen 

parte de la legislación interna.”  

 

  Con base en esta norma, la Corte Constitucional ha dicho respecto de estos 

convenios que son parte del ordenamiento jurídico interno, sin hacer 

necesariamente referencia a su rango jerárquico.  

 

  Así, en la sentencia C-221 de 1992, M.P. Alejandro Martínez Caballero, se 

señaló: 

  

"El principio constitucional de igualdad de los trabajadores está 

desarrollado por el Convenio Internacional del Trabajo número 111 -

aprobado por Colombia mediante la Ley 22 de 1967 y ratificado en 1969-, 

relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación. Dicho 

Convenio es pues en Colombia fuente de derecho de aplicación directa en 

virtud del artículo 53 de la Constitución Política, al decir: "los Convenios 

Internacionales del Trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 

legislación interna", cuyo contenido es norma interpretativa de los 

derechos constitucionales en virtud del artículo 93 de la Carta 

Fundamental.” 

 

   Otro ejemplo de ello, es la sentencia T-418 de 1992, M.P. Simón 

Rodríguez Rodríguez, en la que se anota: 
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“Según el artículo 53 de la Carta Política, los convenios internacionales de 

trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. Ello 

es aplicable al Convenio número 98 de la Organización Internacional del 

Trabajo, relativo al derecho de sindicalización y de negociación colectiva, 

aprobado por la Ley 27 de 1976 y ratificado por el Gobierno Nacional el 

16 de noviembre de 1976, y el cual contempla las mismas o similares 

conductas del artículo 354 del C. S. del T.” 

  

  La sentencia C-225 de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero, se ocupó 

de definir en qué consistía el mandato del art. 93 de la Constitución, que 

establece la prevalencia en el orden interno de los tratados internacionales 

ratificados por el Congreso, que reconocieran los derechos humanos y 

prohibieran su limitación en los estados de excepción.  

  

  Para ello, recurrió a la noción del bloque de constitucionalidad, originaria 

del derecho francés, en los siguientes términos:  

 

“Como vemos, el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas 

normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del 

texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de 

constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente 

integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia 

Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de valor 

constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, a 

pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma diversos al 

de las normas del articulado constitucional stricto sensu”. 

  

  En tales circunstancias, la Corte Constitucional ha establecido, que el 

único sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los 

tratados de derechos humanos y de derecho internacional humanitario (CP arts. 

93 y 214 numeral 2º) es que, éstos forman con el resto del texto constitucional un 

"bloque de constitucionalidad", cuyo respeto se impone a la ley. En efecto, de 

esa manera se armoniza plenamente el principio de supremacía de la 

Constitución, como norma de normas (CP art. 4º), con la prevalencia de los 

tratados ratificados por Colombia, que reconocen los derechos humanos y 

prohíben su limitación en los estados de excepción (CP art. 93).” 

 

  La noción del bloque de constitucionalidad ha sido objeto de distintas 

precisiones y diferenciaciones por parte de la jurisprudencia de esa Corporación. 

De esta forma, en la sentencia C-358 de 1997, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 

  

“Con arreglo a la jurisprudencia de esta Corporación, el bloque de 

constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios que, 
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sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son 

utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes. 

Ello bien sea porque se trata de verdaderos principios y reglas de valor 

constitucional, esto es, porque ‘son normas situadas en el nivel 

constitucional’, como sucede con los convenios de derecho internacional 

humanitario, o bien porque son disposiciones que no tienen rango 

constitucional pero que la propia Carta ordena que sus mandatos sean 

respetados por las leyes ordinarias, tal y como sucede con las leyes 

orgánicas y estatutarias en determinados campos. 

 

 “La Corte ha señalado con claridad que siempre que se habla de bloque 

de constitucionalidad, se hace porque en la Constitución una norma suya 

así lo ordena y exige su integración, de suerte que la violación de 

cualquier norma que lo conforma se resuelve en últimas en una violación 

del Estatuto Superior”. Esto significa que la incorporación de una norma 

al bloque de constitucionalidad debe tener fundamento expreso en la 

Carta. Es lo que ocurre con los tratados de derechos humanos, los cuales 

fueron integrados expresamente por la Constitución al bloque de 

constitucionalidad al señalar que sus normas prevalecen en el orden 

interno y al prescribir que los derechos y deberes constitucionales serán 

interpretados de conformidad con los tratados de derechos humanos 

ratificados por Colombia (CP art. 93). Con todo, la Constitución 

colombiana no señala en ninguna de sus disposiciones que el conjunto de 

los tratados ratificados por Colombia debe ser tenido en cuenta por la 

Corte al examinar la constitucionalidad de las leyes. Esto significa, si se 

sigue el principio que permite identificar la normatividad que conforma el 

bloque de constitucionalidad, que no todos los tratados internacionales 

forman parte de él”. 

 

  En la sentencia T-568 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz, se planteó por 

primera vez la integración de los convenios internacionales del trabajo al bloque 

de constitucionalidad para tratar sobre asuntos estrictamente laborales.  En la 

ratio decidendi de la providencia se expresó que, al analizar el caso, las 

autoridades gubernamentales y judiciales habían desconocido el derecho 

aplicable, por cuanto no habían atendido lo dispuesto en los convenios 

internacionales del trabajo y en los tratados de derechos humanos:  

 

“En este orden de ideas, para la revisión de los fallos de instancia 

proferidos en el trámite de este proceso, es claro que el bloque de 

constitucionalidad debe construirse a partir del Preámbulo de la Carta 

Política, e incluir los artículos 1, 5, 39, 53, 56 y 93 de ese Estatuto 

Superior, pues en esas normas están consagrados los derechos que 

reclama el Sindicato actor como violados; también procede incluir la 

Constitución de la OIT y los Convenios 87 y 98 sobre libertad sindical 

(tratado y convenios debidamente ratificados por el Congreso, que versan 

sobre derechos que no pueden ser suspendidos ni aún bajo los estados de 

excepción); además, los artículos pertinentes de la Declaración Universal 
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de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, y la Convención Americana de 

Derechos Humanos... 

 “(...) 

  
“d) Alcance del bloque de constitucionalidad en este caso 

  

 “Si, como lo ordena la Constitución, los derechos y deberes allí 

consagrados deben ser interpretados "de conformidad con los tratados 

internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia"(art. 

93), y "Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados 

hacen parte de la legislación interna" (art. 53 inc 4), las autoridades 

nacionales de todos los órdenes (el Gerente de las Empresas Varias, el 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y los Jueces de la República) 

cometieron un grave error : ignoraron el derecho aplicable ; en su lugar, 

escogieron normas desfavorables a los trabajadores, contrarias a la 

Constitución y a los deberes internacionales que el Estado se comprometió 

a cumplir. 

 

 “Los derechos de asociación, sindicalización y huelga, como se explicó 

anteriormente, forman parte de la normatividad constitucional por una 

razón doble: están expresamente consignados en la Carta, y ella integra a 

su texto los tratados internacionales sobre la materia. 

  

“Colombia ha ratificado más de 50 Convenios de la OIT,[1] entre ellos, 

los Convenios 87 y 98 y se comprometió a cumplirlos de buena fe; en 

conjunto con las demás normas enunciadas, son el marco que se debe tener 

en cuenta al aproximarse a estos derechos”. 
  

  En materia laboral, el bloque de constitucional, está integrado así: el 

preámbulo, los artículos 1°, 25, 26, 39, 53, 54, 55, 56, 57, 64 y 125 de La 

Constitución de 1991 y por los núcleos esenciales de los Convenios de la OIT 

números 87, 98, y, por último, y en virtud de los art. 93 y 94 superior, por 

cualquier otra norma internacional de ius cogens no codificado, o no ratificado 

por Colombia, relativa a materias laborales. 

 

  Los convenios y tratados internacionales del trabajo debidamente 

ratificados por Colombia son parte del ordenamiento jurídico o prevalecen en él. 

Dentro de los que prevalecen, es decir los que hacen parte del denominado 

Bloque de Constitucionalidad por tratarse de derechos humanos y además 

fundamentales, están los Convenios 87 y 98 de la OIT y 100, 105, 111, 138 y 

182 y las normas que en materia laboral se encuentren escritas en los tratados de 

libre comercio, celebrados por Colombia y debidamente ratificados. 

 

  Con estas normas se busca: 1) Que una vez incorporadas al ordenamiento 
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jurídico interno creen directamente derechos subjetivos o comprometan 

internacionalmente al respectivo Estado a adoptar las medidas necesarias para 

crearlos; 2) que contribuyan al fomento de la justicia social; 3) que los derechos 

fundamentales son derechos originarios o inherentes; no son creados por el 

Estado sino reconocidos por él. Además, son inalienables, por lo que su núcleo 

esencial no podrá ser limitado ni suspendido ni siquiera en estados de excepción. 

Aporten a la consolidación de las legislaciones nacionales en materia 

socioeconómica; y 4) que constituyan una fuente de inspiración de las 

legislaciones nacionales para construir sus políticas sociales y diseñar una 

política interna de trabajo3.  

 

  En concusión, la interpretación y aplicación de los derechos laborales en 

Colombia, debe consistir en la integración de las normas constitucionales y los 

tratados internacionales ratificados sobre la materia. 

 

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD LABORAL 

 

  El principio de favorabilidad en materia laboral consagrado en el artículo 

53 de la Constitución Política, consiste en la obligación de todo operador 

jurídico, judicial o administrativo, de optar por la situación más favorable al 

trabajador, en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes de 

derecho. 

 

  El principio opera (i) cuando existe controversia respecto de la aplicación 

de dos normas; y también, (ii) cuando existen escenarios en los cuales una norma 

admite diversas interpretaciones. A juicio de la Corte, “la favorabilidad opera, 

entonces, no sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente 

formal, o entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una 

sola norma que admite varias interpretaciones…”.4 

  

  Uno de los referentes acerca del principio de favorabilidad laboral es el 

fallo SU-1185 de 2001. Las ratione decidendi del caso se concretó en la 

obligación de los jueces de la República de aplicar las garantías constitucionales 

de la igualdad formal ante la ley y el principio de favorabilidad laboral en caso 

de duda en la interpretación de las disposiciones de las convenciones colectivas.5 

  

                                                           
3 Sentencia Corte Constitucional C 168 de 1995. 
4 Sentencia Corte Constitucional T 290 de 2005. 
5 Sentencia Corte Constitucional T 595 de 2004. 



17001333900520180022603 

Nulidad y restablecimiento del derecho.  

Nelson Fernando Betancur Correa Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial 

      Sentencia de segunda instancia nº 056 

 

 17 

  En esta sentencia, la Corte Constitucional fijó una importante doctrina en 

materia de favorabilidad laboral, cuyo contenido es pertinente para el caso, al 

ofrecer claridad sobre el entendido y alcance de la mencionada garantía. 

Consideró la Corte:  

 

“En el ámbito de los conflictos de trabajo, por ejemplo, la Corte ha sido 

enfática en sostener que, so pretexto de interpretar el alcance de las 

normas jurídicas, no le es dable al operador jurídico desconocer las 

garantías laborales reconocidas a los trabajadores por la Constitución 

Política y las leyes, ni tampoco actuar en contradicción con los principios 

superiores que lo amparan como son, entre otros, los de igualdad de trato 

y favorabilidad. En este sentido, puede afirmarse que el Estatuto Superior 

se ha preocupado por garantizar un mínimo de derechos a los 

trabajadores, los cuales no pueden ser ignorados, disminuidos o 

transgredidos por las autoridades públicas y, en particular, por los jueces 

y magistrados de la República en su función constitucional de aplicar y 

valorar el alcance de la ley. En la Sentencia T-001 de 1999 se manifestó 

sobre el tema lo siguiente:  

 

“Pero, además, la regla general -prohijada por esta Corte-, que rechaza 

como improcedente la tutela cuando se trata de controvertir 

interpretaciones judiciales acogidas por el juez en detrimento de otras 

igualmente válidas, admite, por expreso mandato constitucional, la 

excepción que surge del artículo 53 de la Constitución.  

 

En la indicada norma el Constituyente consagró derechos mínimos de los 

trabajadores, es decir, derechos inalienables, que no pueden disminuirse, 

renunciarse, ni es factible transigir sobre ellos; que se imponen inclusive al 

legislador y desde luego a los jueces y a los funcionarios administrativos.  

Entre tales derechos se encuentra el que surge de la aplicación del 

principio de favorabilidad, que la Constitución entiende como "...situación 

más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 

interpretación de las fuentes formales de derecho...”. 

  

Siendo la ley una de esas fuentes, su interpretación, cuando se presenta la 

hipótesis de la cual parte la norma -la duda-, no puede ser ninguna 

diferente de la que más favorezca al trabajador. Ella es obligatoria, 

preeminente e ineludible para el juez. 

 

 Allí la autonomía judicial para interpretar los mandatos legales pasa a ser 

muy relativa: el juez puede interpretar la ley que aplica, pero no le es dable 

hacerlo en contra del trabajador, esto es, seleccionando entre dos o más 

entendimientos posibles aquel que ostensiblemente lo desfavorece o 

perjudica6.”  

                                                           
6 Sentencia T-001 de 1999 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
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Y en decisión posterior, reiteró la Corte: 

  

“...el juez puede interpretar la ley que aplica, pero no le es dable hacerlo 

en contra del trabajador, esto es, seleccionando entre dos o más 

entendimientos posibles aquel que ostensiblemente lo desfavorece o 

perjudica. Es forzoso que el fallador entienda la norma de manera que la 

opción escogida sea la que beneficie en mejor forma y de manera más 

amplia al trabajador, por lo cual, de acuerdo con la Constitución, es su 

deber rechazar los sentidos que para el trabajador resulten desfavorables u 

odiosos.” (Sentencia T-800/99, M.P. Carlos Gaviria Díaz). 

  

Desde esta perspectiva, cuando se trata de aplicar una convención 

colectiva, en atención a su valor normativo y a su carácter de acto solemne, 

lo que le compete el juez laboral es interpretarla de acuerdo al contenido 

material de su texto y, en caso de duda, optar por la interpretación que 

resulte más favorable al trabajador.  

 

Es incuestionable que un proceder contrario a esta exigencia, que no 

encuentre fundamento en un principio de razón suficiente, configura una 

vía de hecho en cuanto implica un desconocimiento flagrante de los 

derechos fundamentales del trabajador, en especial el del debido proceso 

(C.P. art. 29, arts. 13 y 53).” 

 

  Lo decidido por la Corte Constitucional, en la Sentencia de Unificación 

Jurisprudencial referenciada, es contundente: en caso de duda y ante la existencia 

de dos o más interpretaciones de una disposición jurídica contenida en una 

fuente formal del derecho (ley, acto administrativo, convención colectiva) debe 

preferirse aquella interpretación que mejor satisfaga los intereses del trabajador. 

Este y no otro, es el entendido que le ha otorgado la jurisprudencia al artículo 53 

de la Constitución. 

  

  En sentencia T - 595 de 2004, la Corte Constitucional se refirió a lo que 

debía entenderse por los elementos del principio de favorabilidad laboral.   Es el 

caso de la noción de “duda”, ante la necesidad de elegir entre dos o más 

interpretaciones, y de la propia noción de “interpretaciones concurrentes”, allí se 

dijo:  

 

“La Corte considera en primer lugar que, la llamada “duda”, debe revestir 

un carácter de seriedad y de objetividad.  No podría admitirse, por 

ejemplo, que a partir de una eventualidad relativa a la aplicabilidad o no 

de una interpretación, el juez o la administración deban en consecuencia 

desechar una interpretación sólida y acoger una interpretación débilmente 

emergente, que para el caso resulte más favorable para el trabajador. 

  

La seriedad y la objetividad de la duda dependen a su vez de la 
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razonabilidad de las interpretaciones.  En efecto, la fundamentación y 

solidez jurídica de las interpretaciones, es la que determina que la duda 

que se cierne sobre el operador jurídico, sea como tal una duda seria y 

objetiva.  

  

Sobre el punto, la Corte adelantará algunos de los criterios que permiten 

identificar una interpretación como razonable y objetiva; estos criterios 

son: (i) la corrección de la fundamentación jurídica, (ii) la aplicación 

judicial o administrativa reiterada, y (iii) la corrección y suficiencia de la 

argumentación. 

  

El criterio de razonabilidad de la interpretación como producto de una 

correcta fundamentación jurídica, es un desarrollo del artículo 53 de la 

Constitución, en la medida en que la duda debe surgir a partir de una 

divergencia interpretativa sobre las fuentes formales del derecho.  Esto 

implica que las opciones hermenéuticas, por un lado, deben encuadrar en 

el marco semántico de las disposiciones de las fuentes formales, y de otro, 

deben estar en consonancia con las disposiciones de la Constitución.  Sólo 

serán admisibles como razonables, aquellas interpretaciones de las fuentes 

formales, que además de encuadrarse en el marco de las disposiciones 

normativas respectivas, también se correspondan con la interpretación 

autorizada de las normas constitucionales. 

  

El criterio de razonabilidad de la interpretación como producto de su 

aplicación administrativa y judicial reiterada, es un desarrollo del artículo 

13 de la Constitución, en la medida en que garantiza uniformidad en la 

forma en que el derecho objetivo se concreta en las prácticas sociales: ya 

sea en la decisión judicial de controversias o en el funcionamiento 

ordinario de la administración.  Además, la aplicación reiterada de ciertas 

interpretaciones de las disposiciones jurídicas ofrece un elemento de 

objetividad que permite a su vez cualificar, en los casos problemáticos, 

cuando se está en presencia de una duda objetiva y no se trata en cambio 

de un eventual capricho del operador jurídico. 

  

Finalmente, el criterio de razonabilidad de la interpretación como 

resultado de un proceso de argumentación suficiente, es un desarrollo del 

artículo 29 de la Constitución, en la medida en que se proscribe la 

arbitrariedad del operador jurídico y se exige que su actuación esté 

debidamente motivada.  El control racional del discurso jurídico está 

determinado entonces por la posibilidad real de escrutinio sobre las 

razones para la decisión de los operadores jurídicos: que sea posible un 

juicio sobre la suficiencia de los argumentos, su idoneidad, su corrección, y 

su pertinencia. 

  

Por otra parte, además de la razonabilidad, las interpretaciones deben ser 

efectivamente concurrentes al caso bajo estudio. Es decir, las opciones 

hermenéuticas deben aplicar a los supuestos de hecho de las disposiciones 

en juego y a las situaciones que delimiten fácticamente cada caso bajo 

examen.  En este sentido, no sería admisible hablar de dos interpretaciones 
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divergentes cuando se pueda establecer que las mismas no son aplicables a 

un mismo supuesto de hecho o que no consulten los límites fácticos de los 

casos por resolver.   

  

Por último, y este criterio es determinante para definir los criterios de la 

regla de preferencia de la favorabilidad, entre aquellas 

interpretaciones concurrentes que sean razonables, que se apliquen al 

supuesto de hecho del caso y que generen un motivo de duda serio y 

objetivo, el operador jurídico deberá elegir aquella interpretación que más 

favorezca los derechos constitucionales del trabajador.  Lo anterior, bajo 

el criterio hermenéutico general de la Constitución, según el cual los 

operadores jurídicos deben escoger siempre aquella interpretación que 

más se avenga con el principio de eficacia de los derechos fundamentales, 

de conformidad con el artículo 2º de la Constitución Política”. 

 

  A su paso, el Consejo de Estado, en Sentencia de la Sección Segunda, CP. 

Alejandro Ordoñez M, del 16 de febrero de 2006, rad. 25000-23-25-000-2001-

01579-01(1579-04)7: 

 

 “Así mismo se observa que en aras de hacer efectivo de este beneficio, se 

atiende el principio mínimo de favorabilidad consagrado en el artículo 53 

de la Carta Política, es decir se resuelve la controversia respetando la 

situación más beneficiosa a su destinatario. En este sentido se ha acogido 

el criterio expuesto por la Corte Constitucional en algunos fallos 

proferidos en ejercicio de la acción de inconstitucionalidad. Ha expresado 

sobre el particular: De otra parte, considera la Corte que la “condición 

más beneficiosa” para el trabajador, se encuentra plenamente garantizada 

mediante la aplicación del principio de favorabilidad que se consagra en 

materia laboral, no sólo a nivel constitucional sino también legal, y a quien 

corresponde determinar en cada caso concreto, cuál norma es más 

ventajosa o benéfica para el trabajador es a quien ha de aplicarla o 

interpretarla.  En nuestro ordenamiento superior el principio de 

favorabilidad se halla regulado en los siguientes términos: “situación más 

favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación 

de las fuentes formales del derecho”, precepto que debe incluirse en el 

estatuto del trabajo que expida el Congreso. De conformidad con este 

mandato, cuando una misma situación jurídica se halla regulada en 

distintas fuentes formales del derecho (ley, costumbre, convención 

colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha de aplicar o 

interpretar las normas, acoger aquella que resulte más beneficiosa o 

favorezca al trabajador.  La favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando 

existe conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos 

normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que 

admite varias interpretaciones, la norma así acogida debe ser aplicada en 

su integridad, ya que no le está permitido al juez elegir de cada norma lo 

                                                           
7 Posición que ha sido reiterada por el Consejo de Estado. Como ejemplo se cita la sentencia del Consejo de Estado, Sección 

Cuarta, de fecha 14 de octubre de 2010, CP. Carmen Teresa Ortiz. Rad. 110010315000201000795. 
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más ventajoso o crear una tercera, pues se estaría convirtiendo en 

legislador.” 

 

  Finalmente, y frente al concepto de salario en el sector público, en el 

marco del Bloque de Constitucional, fue definido por la Corte Constitucional 

SU-995 de 9 de diciembre de 1999, MP. Carlos Gaviria Díaz, la cual dijo en esa 

ocasión;  

 
   El concepto de salario es un tema del que la Corte se ha ocupado en 

múltiples oportunidades, tanto en sede de tutela como de constitucionalidad, 

subrayando no sólo la importancia técnica o instrumental que tiene la 

ganancia que en virtud de un contrato de trabajo, paga el empleador al 

trabajador por la labor o servicio prestados8, sino el valor material que se 

desprende de su consagración como principio y derecho fundamentales (C.P. 

preámbulo y artículos 1, 2, 25 y 53), claramente dirigidos a morigerar la 

desigualdad entre las partes de la relación laboral, y hacer posible el orden 

justo de la República "fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 

trabajo, y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia 

del interés general".  

 

   Las fuentes positivas que permiten desarrollar la noción integral del 

salario, no sólo se encuentran en los artículos de la Constitución y la 

legislación interna; es menester acudir a instrumentos de derecho 

internacional que se encargan de desarrollar materias laborales y que, por 

virtud del artículo 93 de la Carta Política, hacen parte de la normatividad 

iusfundamental vigente en nuestro país, a través de lo que se ha denominado 

bloque de constitucionalidad. Sobre este principio la Corte se ha pronunciado 

en múltiples ocasiones, y ha señalado que: 

 

    "El bloque de constitucionalidad, estaría compuesto por todas 

aquellas normas, de diversa jerarquía, que sirven como parámetro para 

llevar a cabo el control de constitucionalidad de la legislación. Conforme a 

esta acepción, el bloque de constitucionalidad estaría conformado no sólo 

por el articulado de la Constitución sino, entre otros, por los tratados 

internacionales de que trata el artículo 93 de la Carta, por las leyes 

orgánicas y, en algunas ocasiones, por las leyes estatutarias"9. 

 

   En este orden de ideas, la noción de salario ha de entenderse en los 

términos del Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo -

relativo a la protección del salario-, ratificado por la Ley 54 de 1992, que en 

el artículo 1 señala: 

 

   "El término ´salario´ significa la remuneración o ganancia, sea cual 

fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en 

                                                           
8 En esta materia se siguen los preceptos descriptivos señalados en el Convenio 85 de la Organización Internacional del Trabajo 

sobre la protección del salario. 
9 Corte Constitucional Sentencia C-191 de 1998. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Al respecto pueden consultarse, entre otros, los 

fallos C-225 de 1995, C-423 de 1995, C-578 de 1995 y C-327 de 1997. 
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efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un 

empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o 

verbal, por el trabajo que éste último haya efectuado o deba efectuar o por 

servicios que haya prestado o deba prestar".  

 

   Esto quiere decir que para efectos del significado que en nuestro 

ordenamiento ha de tener la voz salario y, sobre todo, para la protección 

judicial del derecho a su pago cumplido, deben integrarse todas las sumas 

que sean generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador, sin 

importar las modalidades o denominaciones que puedan asignarles la ley o 

las partes contratantes. Así, no sólo se hace referencia a la cifra quincenal o 

mensual percibida por el empleado -sentido restringido y común del vocablo-

, sino a todas las cantidades que por concepto de primas, vacaciones, 

cesantías, horas extras -entre otras denominaciones-, tienen origen en la 

relación laboral y constituyen remuneración o contraprestación por la labor 

realizada o el servicio prestado. 

 

   Las razones para adoptar una noción de salario expresada en estos 

términos, no sólo se encuentran en la ya referida necesidad de integración de 

los diferentes órdenes normativos que conforman el bloque de 

constitucionalidad, sino que son el reflejo de una concepción garantista de 

los derechos fundamentales, que en materia laboral constituye uno de los 

pilares esenciales del Estado Social de Derecho. A partir de la Constitución 

de 1991, es evidente la relevancia del derecho laboral dentro de la 

configuración de un orden social y económico justo y más cercano a la 

realidad, en cuyo desarrollo la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 

debido intervenir,10 en buena parte por la falta del estatuto del trabajo al que 

se refiere el artículo 53 Superior. Al respecto ha dicho este Tribunal:  

 

   "La Constitución es el orden normativo primario protector del 

derecho al trabajo, bien sea que se preste independientemente o bajo 

condiciones de subordinación, en las modalidades de contrato de trabajo o 

bajo una relación laboral, legal, estatutaria o reglamentaria. La variedad 

normativa que aquella contiene propende el establecimiento de relaciones 

laborales justas, mediante la eliminación de factores de desequilibrio, que 

aseguren la vigencia y efectividad del principio de igualdad, la protección a 

ciertos sectores de trabajadores que se encuentran en situaciones de 

debilidad manifiesta o carecen de oportunidades para la capacitación 

laboral, y la consagración de un sistema contentivo de una protección 

jurídica concreta del trabajo que debe ser desarrollado por el legislador, a 

partir del señalamiento de unos principios mínimos fundamentales (art. 53)". 

 

En particular, respecto al salario y su naturaleza se ha dicho: 

 

                                                           
10 Corte Constitucional Sentencia C-521 de 1995. M.P. Antonio Barrera Carbonell. Aunque en aquella oportunidad estas 

consideraciones fueron utilizadas para avalar una noción restringida del salario, no cabe duda que la orientación de la Carta 

Política (artículo 93), apunta a la formación de conceptos más amplios que sean concordantes con ordenamientos internacionales 

vinculantes en el sistema jurídico nacional. 
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   "En virtud de su consagración como un derecho [el derecho al 

salario], nuestra Constitución compromete al Estado en el deber de 

protegerlo, creando, estimulando e incentivando las condiciones 

socioeconómicas propicias que promuevan una oferta de oportunidades 

laborales para todas aquéllas personas en capacidad de trabajar, 

expidiendo la normatividad que asegure unas relaciones laborales "dignas y 

justas", con arreglo a los principios fundamentales básicos y mínimos 

ideados por el Constituyente y, en ejercicio de su capacidad de intervención, 

limitando los abusos que pueden engendrarse al amparo de las leyes del 

mercado y del principio de la autonomía de la voluntad, o regulando las 

condiciones requeridas para racionalizar la economía con el fin, de 

asegurar el pleno empleo de los recursos humanos, la distribución equitativa 

de las oportunidades y los beneficios del desarrollo, especialmente en lo 

laboral, y el mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores"11. 

    

8. CONCLUSIÓN 

 

1. Es claro que la bonificación judicial establecida por el Decreto 383 de 2013, 

acoge los requisitos definidos en el Convenio 95 de la Organización 

Internacional del Trabajo -relativo a la protección del salario-, ratificado por la 

Ley 54 de 1992, es decir; dicha bonificación constituye una erogación 

dineraria, que según las pruebas aportadas al proceso, es periódica, toda vez 

que se ha venido cancelando al demandante NELSON FERNANDO 

BETANCUR CORREA mes a mes, ininterrumpidamente, desde la misma 

fecha en que el decreto 383 de 2013, surtió sus efectos fiscales12, de ahí que no 

pueda descartarse, el carácter de factor salarial, de la bonificación reclamada, 

respecto de TODAS las prestaciones sociales devengadas por él, pues tampoco 

va en contra de las normas internacionales que como se dijo, entrañan este 

tema y hacen parte del bloque de constitucionalidad. De ahí que sea necesario 

modificar el numeral 1º de la sentencia de 14 de julio de 2021 y reconocer el 

carácter de factor salarial tiene la bonificación judicial, también frente a la 

bonificación por servicios prestados.  

 

Por otro lado, existe la necesidad que la demandada, continué reconociendo 

el carácter de factor salarial de la bonificación judicial reclamada, en 

adelante y mientras el señor NELSON FERNANDO BETANCUR 

CORREA, ocupé algún cargo en la demandada, de los incluidos por el 

Decreto 383 de 2013, como beneficiario de esta bonificación.  

 

                                                           
11 Corte Constitucional Sentencia C-521 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
12 1 de enero de 2013. 
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2. Ordenar a la demandada la reliquidación de todas las prestaciones sociales a 

que ha tenido derecho el demandante NELSON FERNANDO BETANCUR 

CORREA desde el 1 de enero de 2013 y hasta la ejecutoria de esta 

sentencia, o en su defecto hasta que deje de ocupar un cargo que no esté 

incluido por esta norma como beneficiario, lo que ocurra primero y pagar las 

diferencias adeudadas. Deberá la demandada reliquidar los aportes a pensión 

generados por la demandante, teniendo en cuenta la bonificación judicial 

como factor salarial, y consignar el mayor valor, al fondo de pensiones al 

cual está afiliado el señor BETANCUR CORREA, dejando claro que se 

consignan esos dineros en su favor.   

 

 Así las cosas, la SALA se encuentra parcialmente de acuerdo con la tesis del 

Juez Aquo y, en consecuencia, modificará los numerales 1° y 5º y se confirmarán 

los demás.  

 

 En mérito de lo expuesto, la Sala de Conjueces del Tribunal 

Administrativo de Caldas, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la Ley; 

 

9. FALLA 

 

  PRIMERO: MODIFICAR los numerales 1° y 5º de la sentencia de 14 

de julio de 2021, preferida por el Juzgado Administrativo Transitorio del 

Circuito de Manizales, los cuales quedarán así;  

 

“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones 

“imposibilidad materia y presupuestal de reconocer las pretensiones 

de la parte demandante” y “prescripción”.  

QUINTO: A título de restablecimiento del derecho, SE ORDENA a 

la NACION-RAMA JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL-, reconocer, en favor de NELSON 

FERNANDO BETANCUR CORREA la bonificación judicial 

creada por el Decreto 383 de 2013, como factor salarial, desde el 1 

de enero de 2013 y hasta la terminación definitiva de su vínculo 

laboral de la RAMA JUDICIAL. Para lo cual se reliquidan TODAS 

las prestaciones sociales (vacaciones, prima de vacaciones, prima de 

navidad, auxilio de cesantías e intereses a las cesantías, etc). 

Percibidas por la parte actora y sufragara la diferencia entre lo 

pagado y lo que se debió pagar atendiendo a cada uno de los cargos 
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desempeñados y sus lapsos de duración. Las sumas reconocidas 

deben pagarse dentro de los términos fijados por el artículo 192 del 

CPACA, debidamente indexadas, conforme al artículo 187 del 

CPACA, es decir, actualizarlos mediante la aplicación de los ajustes 

de valor, para lo cual la demandada, tendrá en cuenta la formula 

citada en la parte motiva de esta providencia y la forma como deberá 

hacer los ajustes. Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la formula 

se aplicará separadamente a medida que se causaron cada uno de los 

conceptos laborales”.  

  

  SEGUNDO: CONFIRMAR los demás numerales de la sentencia de 14 

de julio de 2021, preferida por el Juzgado Administrativo Transitorio del 

Circuito de Manizales. 

 

  TERCERO: ORDENAR a la secretaria de este Tribunal hacer las 

anotaciones en la base de datos Siglo XXI. 

 

  CUARTO: EJECUTORIADO este fallo, devuélvase el expediente al 

DESPACHO de origen.  

 

NOTIFÍQUESE y CUMPLASE 

 

Discutida y aprobada en SALA VIRTUAL celebrada el 15 de mayo de 2023. 

 

Los Conjueces;  

 

LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA 

Ponente 

 

 

 

 

 

 

TOMAS FELIPE MORA GOMEZ 

Revisor 

 

 

JORGE IVAN LOPEZ DIAZ 

Revisor 
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 REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA DE CONJUECES 

-Liliana Eugenia García Maya- 

Conjuez Ponente 

 

Manizales, quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

1. ASUNTO 

 

  En ejercicio de la segunda instancia y luego de que el pasado 10 de abril de 

2023 pasara a despacho para proferir sentencia, procede la Sala a resolver el recurso de 

apelación que contra el fallo primario fue interpuesto por las partes, y en consecuencia, 

emitirá la sentencia de segunda instancia, después de haberse agotado todas las etapas 

que la anteceden, dentro de este medio de control de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO identificada con el radicado n° 

17001333300120180051203 en el que es demandante JUAN CAMILO HOYOS 

ARANGO contra la NACIÓN-DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL-RAMA JUDICIAL, en Sala de Conjueces, 

conformada por la Dra. LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA en calidad de 

Conjuez Ponente, y con la participación de los Conjueces Revisores Dr. TOMAS 

FELIPE MORA GOMEZ y Dr. JORGE IVAN LOPEZ DIAZ. 

 

2. OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

  En resumen, debe la Sala de Conjueces definir si tiene razón el articulo 2º del 

Decreto 383 del 2013 cuando afirma que la bonificación judicial para los empleados 

públicos que dispone, constituye factor salarial solo para efectos de los aportes a salud 

y pensión, o si, por el contrario, lo es para todas las prestaciones sociales, sin distinción 

de ninguna clase.  

 

3. DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

1. DECLARAR la nulidad de la resolución DESAJMAR18-64-20 de enero 

de 2018. 

 

2. DECLARAR la nulidad de la resolución DESAJMAR18-316-20 de 2 de 

abril de 2018. 
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3. DECLARAR la nulidad del acto administrativo ficto presunto negativo. 

 

4. ONDERNAR a la demandada la inclusión de la bonificación judicial 

contenida en el Decreto 383 de 2013, modificada por el Decreto 1269 de 

2015 como factor salarial para efecto de liquidación y pago de las 

prestaciones sociales, prima de servicios, de productividad, de vacaciones, 

de navidad, auxilio de cesantías, intereses a las cesantías, bonificación por 

servicio prestado y demás emolumentos laborales que correspondan a los 

servidores públicos de la Rama Judicial en los tiempos de servicio del 

solicitante después del 1 de enero de 2013. 

 

5. LIQUIDAR todas las prestaciones sociales (prima de servicios, prima de 

productividad, prima de vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías, 

intereses a las cesantías), las vacaciones y demás emolumentos laborales 

que por mandato legal correspondan a los servidores públicos de la Rama 

Judicial, para que se incluya la bonificación judicial contenida en el Decreto 

383 de 2013 como factor salarial y en consecuencia, se disponga el pago de 

las diferencias dejadas de percibir por dichos conceptos después de la 

entrada en vigencia del Decreto 383 de 2013, modificado por el Decreto 

1269 de 9 de junio de 2015.  

 

6. DISPONER que la bonificación judicial creada por el decreto 383 de 2013 

hace parte de la asignación básica salarial para efectos de liquidar la 

bonificación por servicios prestados del señor JUAN CAMILO HOYOS 

ARANGO a partir de la entrada en vigencia del Decreto 383 de 2013, 

modificado por el Decreto 1269 de 2015. 

 

7. LIQUIDAR la bonificación por servicios prestados incluyendo la 

bonificación judicial contenida en el Decreto 383 de 2013 como parte de la 

asignación salarial y en consecuencia, se disponga el pago de las diferencias 

dejadas de percibir por ese concepto a partir de la entrada en vigencia del 

decreto 383 de 2013 modificado por el decreto 1269 de 2015. 

 

8. SEGUIR pagando la bonificación judicial de que trata el Decreto 383 de 

2013 como factor salarial y prestacional en todos los emolumentos laborales 

que percibe el servidor publico como contraprestación de sus servicios.  

 

9. PAGAR la indemnización moratoria por la no consignación total de las 

cesantías al fondo correspondiente seleccionado por el demandante JUAN 

CAMILO HOYOS ARANGO.  

 

10.  LIQUIDAR los intereses de mora desde el momento en que cobre 

ejecutoria de la sentencia que acceda a las pretensiones, sombre las sumas 
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que resulte adeudar la entidad, a favor del demandante y hasta la fecha en 

que se haga el pago efectivo.  

 

11. INDEXAR las sumas del saldo insoluto dejadas de cancelar, tanto por 

salario como por prestaciones sociales deben ser actualizadas conforme al 

IPC, desde cuando debió surtirse el pago efectivo de la obligación y hasta el 

pago de la misma.  

 

4. HECHOS 

 

  El señor JUAN CAMILO HOYOS ARANGO trabaja al servicio de la Rama 

Judicial, en los cargos de Oficial Mayor Tribunal y Secretario Municipal desde el 24 de 

octubre de 20131 y, a la fecha de presentación de esta demanda, aun continuaba 

vinculado en este cargo. 

 

5. FALLO PRIMARIO  

 

  El 30 de junio de 2021, el Juzgado Transitorio Administrativo del Circuito de 

Manizales, decidió la primera instancia accediendo parcialmente a las pretensiones del 

demandante. En su parte resolutiva ordenó:  

 

“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción “Imposibilidad 

material y presupuestal de reconocer las prestaciones del demandante”. 

DECLARAR PROBADA la excepción “prescripción”. DECLARAR 

PROBADA PARCIALMENTE y de oficio la excepción de “carencia 

actual de objeto”.   

SEGUNDO: INAPLICAR por inconstitucional la expresión “únicamente” 

contenida en el artículo 1° de los Decreto 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 

de 2016, 1014 de 2017, 340 de 2018, 992 de 2019 y 442 de 2020 y demás 

normas que recojan esa misma expresión, en el entendido que la 

bonificación judicial si constituye salario para liquidar las prestaciones 

sociales que devenguen los servidores de la Rama Judicial.  

TERCERO: DECLARAR LA NULIDAD de la resolución 

DESAJMAR18-64-20 de 9 de enero de 2018 y del acto ficto derivado del 

silencio administrativo negativo, que puso fin a la actuación 

administrativa, ambas expedidas por la entidad demandada.  

CUARTO: ACCEDER a las pretensiones de la demanda únicamente en lo 

relacionado con el reconocimiento, liquidación y pago de las prestaciones 

sociales de la parte actora, teniendo como factor salarial la bonificación 

judicial de que tratan los Decretos 383 de 2013. 

                                                           
1 Hecho nº 1º de la demanda.  
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QUINTO: A título de restablecimiento del derecho, SE ORDENA a la 

NACION-RAMA JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL-, reconocer, en favor de JUAN 

CAMILO HOYOS ARANGO la bonificación judicial creada por el 

Decreto 383 de 2013, como factor salarial, desde el 20 de diciembre de 

2014 y hasta la terminación definitiva de su vínculo laboral de la RAMA 

JUDICIAL. Para lo cual se reliquidan las prestaciones sociales 

(vacaciones, prima de vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías e 

intereses a las cesantías, etc). Percibidas por la parte actora y sufragara la 

diferencia entre lo pagado y lo que se debió pagar atendiendo a cada uno 

de los cargos desempeñados y sus lapsos de duración. Las sumas 

reconocidas deben pagarse dentro de los términos fijados por el artículo 

192 del CPACA, debidamente indexadas, conforme al artículo 187 del 

CPACA, es decir, actualizarlos mediante la aplicación de los ajustes de 

valor, para lo cual la demandada, tendrá en cuenta la formula citada en la 

parte motiva de esta providencia y la forma como deberá hacer los ajustes. 

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la formula se aplicará 

separadamente a medida que se causaron cada uno de los conceptos 

laborales.  

SEXTO: La entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia en los 

términos previstos en el artículo 192 del CPACA.  

SEPTIMO: SE CONDENA EN COSTAS a las Nación-Rama Judicial-

Direccion Ejecutiva de Administración Judicial, cuya liquidación y 

ejecución se hará en la forma dispuesta en el CGP, Las agencias en 

derecho serán canceladas en los términos descritos en la parte motiva de 

esta providencia.  

OCTAVO: EJECUTORIADA esta providencia, LIQUIDENSE los gastos 

del proceso, DEVUELVASE los remanentes si los hubiere. 

ARCHIVENSE las diligencias, previas las anotaciones respectivas en el 

programa Justicia XXI.  

NOVENO: NOTIFIQUESE la presente sentencia de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 203 del CPACA y demás normas complementarias 

o afines.”.  

 

 Como sustento jurídico indicó; “…De conformidad con el análisis 

constitucional, legal y jurisprudencial que se relaciona con el caso concreto, en 

criterio de esta dependencia judicial, existe mérito para acceder parcialmente a 

las pretensiones de la demanda. Con sujeción a los argumentos que a 

continuación se desarrollarán, la bonificación creada por el decreto 383 de 

2013, ostenta la naturaleza de una verdadera prestación constitutiva de 

salario, motivo por el cual se puede interpretar como un factor salarial que 

debe ser tenido en cuenta para calcular las prestaciones sociales que perciba 

en servidor judicial, con sujeción al tipo de cargo que haya desempeñado o 
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desempeñe en el futuro.    Sin embargo, en cuanto a la pretensión ligada a la 

bonificación por servicios prestados, se negará, entre otras razones, debido a 

que el Gobierno Nacional en ese específico caso tiene una mayor 

discrecionalidad en la regulación por tratarse de una prestación ocasional.   

La tesis que se pretende desatar, se afinca en la naturaleza de un 

ordenamiento jurídico cuyo vértice normativo o norma fundamental es la 

Constitución de 1991, norma que supone su primacía sobre las restantes del 

ordenamiento y de la que se deriva una fuerza normativa tal que subordina las 

demás reglas expedidas en virtud de su autorización.  No se puede pasar por 

alto que, de conformidad con lo expuesto en la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, de la Constitución Colombiana no se deriva solo la validez 

formal de las demás normas del ordenamiento jurídico, sino también, la 

validez material de las mismas. Esta fuerza directiva implica la subordinación 

legislativa y administrativa a las disposiciones fundamentales de la Carta y el 

sometimiento al Bloque de Constitucionalidad.   Adicionalmente, para 

sustentar esta providencia se tuvo en cuenta los lineamientos argumentativos 

que, en esencia, han expuesto los Tribunales Administrativos de Caldas y 

Cundinamarca y algunos Jueces Administrativos del país, acogiéndose así el 

precedente vertical1 y horizontal2”, en consecuencia, accedió a la inaplicación de la 

expresión “únicamente” del artículo 1° del Decreto 383 de 2013, a la declaración de los 

actos acusados, al reconocimiento de la bonificación reclamada como factor salarial 

para las prestaciones sociales devengadas por la demandante (vacaciones, prima de 

vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías y sus intereses) y su consecuente 

reliquidación, y negó las pretensiones relacionadas con el reconocimiento, 

reliquidación y pago de la bonificación por servicios prestados, prima de productividad 

y prima de servicios, como factor salarial y el pago de la sanción moratoria en lo que a 

cesantías, se refiere. 

    

6. RECURSOS DE ALZADA 

 

Parte demandada. 

  

  Notificada la sentencia fue recurrida por la parte demandada mediante escrito 

que presentó el 6 de julio de 2021. En esta ocasión, la demandada resaltó que por 

conducto del artículo 150, numeral 19, literales e) y f), la potestad de fijar el régimen 

salarial y prestacional de los empleados públicos, recae sobre el Congreso de la 

Republica y de hacerlo su representada, estaría extralimitando sus funciones y de paso, 

incurriría en la comisión del delito de prevaricato, además de las sanciones 

disciplinarias.  Ahora bien, aseguró que la demandada actúa en cumplimiento de los 

decretos presidenciales que son producto de la facultad que la Ley 4ª de 1992 le otorgó 

para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos que allí se 
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mencionan. Solicitó se revoque esta sentencia y en consecuencia se nieguen todas las 

pretensiones.   

 

Parte demandante.  

 

  A su turno la parte demandante, resumió el fallo primario, resaltando que 

declaró probadas las excepciones “ausencia de causa petendi”, “inexistencia del 

derecho reclamado” y “cobro de lo no debido”, reconociendo el carácter de factor 

salarial que tiene la bonificación judicial, pero excluyo de las prestaciones sociales a 

las que tiene derecho la demandante, la bonificación por servicios prestados, la prima 

de servicios y la prima de productividad. Frente a esto, dijo que el Aquo desconoció la 

tesis que ha venido protegiendo el Tribunal Administrativo de Caldas, Sala de 

Conjueces, resumida en la sentencia de 24 de marzo de 2021 que decidió la segunda 

instancia en procesos similar a este, en la que reconoció la condición de factor salarial 

para todas las prestaciones sociales a que tiene derecho su poderdante, sin hacer 

distinciones o exclusiones, como si lo hace el fallo primario.  

 

  Agregó que la tesis planteada por el Juez primario, desconoce los emolumentos 

a tenerse en cuenta en la liquidación de las distintas prestaciones sociales, que por 

derecho le son reconocidas a la demandante, a saber; frente a las vacaciones de 

conformidad con lo previsto en “la Ley 995 de 2005, se realiza por todo el tiempo 

laboral, sin tener en cuenta un mínimo de tiempo.”. Por otro lado, y conforme lo 

dispone la Cartilla Laboral para la Rama Judicial expedida por la Dirección Ejecutiva 

de Administración Judicial – Unidad de Recursos Humanos del mes de septiembre de 

2014, la liquidación de los conceptos laborales de los funcionarios y empleados de la 

Rama Judicial, se hace de siguiente manera: “2.7.1. VACACIONES: Sumatoria de 

(Asignación básica + prima de antigüedad + Gastos de Representación + Incremento 

2.5 + Auxilio de Transporte Auxilio Especial de Transporte + Subsidio de 

Alimentación + prima ascensional + prima capacitación + una doceava de la 

Bonificación por servicios prestados + una doceava de la prima de servicios + una 

doceava de la prima de productividad) este total, se divide en 30 y se multiplica por el 

número de días de disfrute de vacaciones, según al régimen de vacaciones al que 

pertenezca el servidor judicial. Para el reconocimiento de la liquidación proporcional 

de las vacaciones de conformidad con la Ley 995 de 2005, se realiza por todo el 

tiempo laborado sin tener en cuenta un mínimo de tiempo. 2.7.2. PRIMA DE 

VACACIONES: Sumatoria de (Asignación básica + prima de antigüedad + Gastos de 

Representación + Incremento 2.5 + Auxilio de Transporte + Auxilio Especial de 

Transporte + Subsidio de Alimentación + prima ascensional + prima capacitación + 

una doceava de la Bonificación por servicios prestados + una doceava de la prima de 

servicios + una doceava de la prima de productividad), este total, se divide en 30 y 

multiplica por 15. 2.7.3. PRIMA DE NAVIDAD: Sumatoria de (Asignación básica + 

prima de antigüedad + Gastos de Representación + Incremento 2.5 + Auxilio de 

Transporte + Auxilio Especial de Transporte + Subsidio de Alimentación + Prima 
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ascensional + prima capacitación + una doceava de la Bonificación por servicios 

prestados + una doceava de la prima de servicios + una doceava de la prima de 

vacaciones + una doceava de la prima de productividad). La proporcionalidad se 

liquida así́: una doceava por cada mes completo laborado, entendido como mes, el 

lapso comprendido entre el 1 y el 30 o el 31 dependiendo el caso y con el salario que 

devengaba el empleado a la fecha de retiro o 30 de noviembre de cada año. 2.7.4. 

PRIMA DE SERVICIOS: Sumatoria de (Asignación básica + prima de antigüedad + 

Gastos de Representación + incremento 2.5 + Auxilio de Transporte Auxilio Especial 

de Transporte + Subsidio de Alimentación + una doceava de la Bonificación por 

servicios prestados + Prima ascensional + prima capacitación), este total, se divide en 

30 días y se multiplica por 15 días. De igual forma, si un servidor judicial se retira del 

servicio antes del 30 de junio, tiene derecho al pago proporcional de la prima de 

servicios a razón de una doceava parte de su valor por cada mes completo de labor, 

siempre que a la fecha de su retiro hubiere servido mínimo seis meses completos, 

continuos o discontinuos entre el 1 de julio de cada año y el 30 de junio del año 

siguiente.  2.7.5. PRIMA DE PRODUCTIVIDAD: Sumatoria de (Asignación básica + 

prima de antigüedad + Gastos de Representación + Horas Extras + incremento 2.5%) 

dividido por 30 y multiplicado por 15 días. De igual forma, si un servidor judicial se 

retira del servicio antes del 30 de junio o 30 de diciembre, tiene derecho al pago 

proporcional de la prima de productividad, siempre que a la fecha de su retiro hubiere 

servido mínimo tres meses completos en el respectivo semestre. 2.7.6. 

BONIFICACION POR SERVICIOS PRESTADOS: Sumatoria de (Asignación básica + 

prima de antigüedad + Gastos de Representación) y se multiplica por 50% o 35% 

según el caso. 2.7.7. CESANTÍAS: Es el equivalente a un mes de salario por cada año 

de servicio o proporcional al tiempo laborado, valor que se liquidará a 31 de 

diciembre de cada año y se depositará en el Fondo de Cesantías seleccionado antes 

del 14 de febrero de la siguiente anualidad. 2.7.8. HORAS EXTRAS: Son factor para 

liquidar cesantías, prima de productividad y aportes en pensión, máximo 80 horas al 

mes.  2.7.9. LAS PRIMAS ASCENSIONAL Y DE CAPACITACIÓN: Son factor de 

salario y se deben tomar para liquidar las prestaciones sociales de sus beneficiarios.”  

 

  Concluyendo que la bonificación por servicios prestados, la prima de servicios 

y la prima de productividad no son factor salarial como erradamente lo afirma el Aquo, 

por el contrario solo “se tienen en cuenta como doceavas, más no como factor de 

liquidación con incidencia salarial, es por ello que no constituye un `doble pago al 

reliquidarse la bonificación incluyendo dichos conceptos, por cuanto solo tiene 

incidencia en las doceavas más no en el mismo concepto, por ende no puede predicar 

una unidad indisoluble”. 

 

  Agregó que se debe interpretar de manera diferente el contenido del artículo 59 

del Decreto 1042 de 1978, toda vez que los factores salariales que se tienen en cuenta 

para la liquidación de la prima de servicios difieren del concepto de factor salarial, 
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“tanto es así que en dicha norma se establece que la prima de servicios -se liquidará 

sobre los factores de salario- o si se quiere como se menciona el inicio de la norma 

que -de la base para liquidar la prima de servicios-“ 

 

  Concluye que el Juzgado Transitorio, confundió los conceptos de “factor 

salarial”, “factor prestacional o prestación social” con “base para liquidar” o sobre 

los factores salariales para liquidar las prestaciones sociales. Solicitó se revoque en este 

sentido, el fallo primario, y por el contrario se reconozca el carácter de factor salarial 

que tiene la bonificación judicial creada por el Decreto 383 de 2013, también para la 

bonificación por servicios prestados, la prima de servicios y la prima de 

productividad. 

 

7. CONSIDERACIONES 

 

a. COMPETENCIA.  

 

  Corresponde a esta jurisdicción por la materia del asunto, a este Tribunal en 

razón a lo ordenado en el artículo 247 n° 3, 4, 5, 6, y 7 del CPACA y a esta Sala de 

Conjueces, atendiendo la aceptación que, del impedimento presentado por la Sala Plena 

de este Tribunal, hiciere el superior y a la designación que a esta Conjuez le 

correspondió por sorteo de conjueces celebrado el pasado 12 de diciembre de 2022.   

    

b.  CONTROL DE LEGALIDAD.  

 

  La Sala de Conjueces, realiza en este momento una revisión de las etapas y 

actuaciones hasta ahora realizadas en este medio de control, sin encontrar vicios que 

puedan anular este procedimiento.    

 

c. CASO CONCRETO.  

 

  Procede la Sala a analizar las peculiaridades del caso objeto de juzgamiento 

frente al marco normativo que gobierna la materia. En este sentido, en atención al 

material probatorio traído a plenario y de conformidad a los hechos constatados por 

esta Corporación se destaca: 

 

a) Resolución nº 1191 de 20 de noviembre de 2018 “por medio de la cual se 

admitió y se declaró fallida una conciliación prejudicial” 

b) Liquidación de la bonificación judicial.  

c) Solicitud de conciliación prejudicial.  

d) Derecho de petición de 20 de diciembre de 2017. 

e) Resolución DESAJMAR18-64-20 de 9 de enero de 2018 “por medio de la cual 

se resuelve un derecho de petición”.  

f) Recurso de apelación. 

g) Resolución DESAJMAR18-316-20 de 6 de marzo de 2018 “por medio de la 

cual se concede un recurso de apelación”.   
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h) Constancia laboral nº 723 de 8 de junio de 2018. 

i) Solicitud de conciliación prejudicial. 

 

d. PROBLEMA JURIDICO.  

 

  Considera la Sala importante definir en esta segunda instancia, dos aspectos 

importantes;  

 

I. Si la bonificación judicial creada por el Gobierno Nacional a través del Decreto 

383 de 2013, siendo un beneficio que se le ha venido cancelando mensualmente 

al demandante, cumple con las características para ser tenida como factor 

salarial sobre todos los factores prestacionales y, en consecuencia, se confirme 

el fallo emitido por el Juez Aquo, o de no ser así, haya lugar a ordenar su 

modificación o revocarlo.  

 

e. ANALISIS  

 

I. DECRETO 383 DE 6 DE ENERO DE 2013 

 

“Artículo 1°: Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 

Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los 

Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen 

rigiéndose por el Decreto número 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen 

o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y 

constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. (Negrilla, subrayas 

y cursiva de la Sala).  

 

“Artículo 2°, Artículo 3°, Artículo 4°, Articulo 5: El presente decreto rige a partir 

de la fecha de su publicación y surte efectos fiscales a partir del 1° de enero de 

2013.”  

 

EVOLUCION NORMATIVA DE LA BONIFICACION JUDICIAL 

 

  La Ley 4ª de 1992, mediante la cual se fijaron normas, objetivos y criterios para 

que el Gobierno Nacional estableciera el régimen salarial y prestacional de los 

empleados públicos determinó en su artículo 1º y 2º lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y 

objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de:  

 

a) Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su 

sector, denominación o régimen jurídico;  

b) Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, 

la Fiscalía General de la Nación, la Organización Electoral y la Contraloría 

General de la República;  
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c) Los miembros del Congreso Nacional, y  

d) Los miembros de la Fuerza Pública”. 

 

ARTÍCULO 2. Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los 

servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en 

cuenta los siguientes objetivos y criterios:  

 

a) El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto 

del régimen general, como de los regímenes especiales. En ningún caso se 

podrán desmejorar sus salarios y prestaciones sociales. 

 

b) (…)”. 

 

  Debe tenerse en cuenta que el artículo 53 de la Constitución Nacional, consagra 

como principios mínimos laborales, la favorabilidad y la remuneración móvil:  

 

“ARTICULO  53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos 

fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración 

mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad 

en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas 

laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 

discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 

aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la 

realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 

laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el 

descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al 

trabajador menor de edad. (…)” 

 

  Bajo el mandato de la Ley 4ª de 1992 contenido en los artículos 1º y 2º, el 

Gobierno Nacional expidió el Decreto 383 de 2013, así: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización 

al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2013, se 

percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y 

corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así:  

 

1) Para los cargos del Consejo Superior de la Judicatura, la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, la Corte Constitucional, la Corte 

Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, relacionados a continuación, la 

bonificación judicial será: (…).  

 

2) Para los cargos de los Tribunales Judiciales, del Tribunal Superior Militar y 

de los Consejos Seccionales de la Judicatura, que se relacionan a 

continuación, la bonificación judicial será: (…). 
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3) Para los cargos de los Juzgados de Circuito, Especializado, Juzgados de 

Tribunal Penal Militar y Juzgados de Justicia Penal Militar, relacionados a 

continuación la bonificación judicial, será: (…). 

 

4) Para los cargos de los Juzgados Municipales que se relacionan a 

continuación la bonificación judicial será: (…).  

 

5) Para los cargos de Auxiliar Judicial y Citador, la bonificación judicial será: 

(...).  

6) Para los cargos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar cuya 

denominación del cargo no esté señalada en los artículos anteriores, la 

bonificación judicial será: (…).  

 

PARÁGRAFO. La bonificación judicial creada en el presente artículo se ajustará 

a partir del año 2014 de acuerdo con la variación del Índice de Precios al 

Consumidor (IPC); en consecuencia, no le aplica el incremento que fije el 

Gobierno Nacional para las asignaciones básicas en el año 2013 y siguientes.  

 

A partir del año 2014 y hasta el año 2018, los valores señalados en las tablas del 

presente artículo contienen un ajuste equivalente a una variación proyectada del 

Índice de Precios al Consumidor (IPC) del dos por ciento (2%) respecto del valor 

de la bonificación judicial asignada en el año inmediatamente anterior.  

 

En el evento en que la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

certificado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 

para las vigencias fiscales de los años 2014 a 2018 inclusive, sea diferente al dos 

por ciento (2%) proyectado para el valor de la bonificación judicial para los 

mismos años, el Gobierno Nacional ajustará las tablas correspondientes para la 

respectiva vigencia en la diferencia que se presente.  

 

Para el año 2019 y en adelante el valor mensual de la bonificación judicial será 

equivalente al valor que se perciba en el año inmediatamente anterior reajustado 

con la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) certificado por el 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). 

 

 ARTÍCULO 2o. Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 

Justicia Penal Militar que no optaron por el régimen establecido en los Decretos 

números 57 y 110 de 1993,106 de 1994 y 43 de 1995 y que vienen regidos por el 

Decreto número 848 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, 

de percibir en el año 2013 y siguientes, un ingreso total anual inferior al ingreso 

total anual más la bonificación judicial que se crea en el presente decreto, 

respecto de quien ejerce el mismo empleo y se encuentra regido por el régimen 

salarial y prestacional obligatorio señalado en los Decretos números 57 y 110 de 

1993, 106 de 1994 y 43de 1995, percibirán la diferencia respectiva a título de 

bonificación judicial, mientras permanezcan vinculados al servicio.  

ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 

salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en 

concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier 

disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.  
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ARTÍCULO 4o. El Departamento Administrativo de la Función Pública es el 

órgano competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. Ningún 

otro órgano puede arrogarse esta competencia.  

 

ARTÍCULO 5o. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 

surte efectos fiscales a partir del 1o de enero de 2013.” (Subrayas propias de 

Sala) 

 

BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA LABORAL 

 

  Para decidir, se hace necesario citar el bloque de constitucional en cuanto al 

derecho al trabajo; dado que, en el sentir de esta Sala de Conjueces, el problema 

jurídico planteado en la demanda, es de rango constitucional. 

  El artículo 53 de la Constitución estableció, en su inciso cuarto, que;  

 

 “Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen parte 

de la legislación interna.”  

 

  Con base en esta norma, la Corte Constitucional ha dicho respecto de estos 

convenios que son parte del ordenamiento jurídico interno, sin hacer necesariamente 

referencia a su rango jerárquico.  

 

  Así, en la sentencia C-221 de 1992, M.P. Alejandro Martínez Caballero, se 

señaló: 

  

"El principio constitucional de igualdad de los trabajadores está desarrollado 

por el Convenio Internacional del Trabajo número 111 -aprobado por Colombia 

mediante la Ley 22 de 1967 y ratificado en 1969-, relativo a la discriminación en 

materia de empleo y ocupación. Dicho Convenio es pues en Colombia fuente de 

derecho de aplicación directa en virtud del artículo 53 de la 

Constitución Política, al decir: "los Convenios Internacionales del Trabajo 

debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna", cuyo contenido 

es norma interpretativa de los derechos constitucionales en virtud del artículo 93 

de la Carta Fundamental.” 

 

   Otro ejemplo de ello, es la sentencia T-418 de 1992, M.P. Simón Rodríguez 

Rodríguez, en la que se anota: 

 

“Según el artículo 53 de la Carta Política, los convenios internacionales de 

trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. Ello es 

aplicable al Convenio número 98 de la Organización Internacional del Trabajo, 

relativo al derecho de sindicalización y de negociación colectiva, aprobado por 

la Ley 27 de 1976 y ratificado por el Gobierno Nacional el 16 de noviembre de 

1976, y el cual contempla las mismas o similares conductas del artículo 354 del 

C. S. del T.” 

  

  La sentencia C-225 de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero, se ocupó de 

definir en qué consistía el mandato del art. 93 de la Constitución, que establece la 
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prevalencia en el orden interno de los tratados internacionales ratificados por el 

Congreso, que reconocieran los derechos humanos y prohibieran su limitación en los 

estados de excepción.  

  

  Para ello, recurrió a la noción del bloque de constitucionalidad, originaria del 

derecho francés, en los siguientes términos:  

 

“Como vemos, el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas 

normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 

constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad 

de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, 

por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues 

verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas 

situadas en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener 

mecanismos de reforma diversos al de las normas del articulado constitucional 

stricto sensu”. 

  

  En tales circunstancias, la Corte Constitucional ha establecido, que el único 

sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los tratados de 

derechos humanos y de derecho internacional humanitario (CP arts. 93 y 214 numeral 

2º) es que, éstos forman con el resto del texto constitucional un "bloque de 

constitucionalidad", cuyo respeto se impone a la ley. En efecto, de esa manera se 

armoniza plenamente el principio de supremacía de la Constitución, como norma de 

normas (CP art. 4º), con la prevalencia de los tratados ratificados por Colombia, que 

reconocen los derechos humanos y prohíben su limitación en los estados de excepción 

(CP art. 93).” 

 

  La noción del bloque de constitucionalidad ha sido objeto de distintas 

precisiones y diferenciaciones por parte de la jurisprudencia de esa Corporación. De 

esta forma, en la sentencia C-358 de 1997, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 

  

“Con arreglo a la jurisprudencia de esta Corporación, el bloque de 

constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios que, sin 

aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados 

como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes. Ello bien sea 

porque se trata de verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, 

porque ‘son normas situadas en el nivel constitucional’, como sucede con los 

convenios de derecho internacional humanitario, o bien porque son disposiciones 

que no tienen rango constitucional pero que la propia Carta ordena que sus 

mandatos sean respetados por las leyes ordinarias, tal y como sucede con las 

leyes orgánicas y estatutarias en determinados campos. 

  

“La Corte ha señalado con claridad que siempre que se habla de bloque de 

constitucionalidad, se hace porque en la Constitución una norma suya así lo 

ordena y exige su integración, de suerte que la violación de cualquier norma que 

lo conforma se resuelve en últimas en una violación del Estatuto Superior”. Esto 

significa que la incorporación de una norma al bloque de constitucionalidad 
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debe tener fundamento expreso en la Carta. Es lo que ocurre con los tratados de 

derechos humanos, los cuales fueron integrados expresamente por la 

Constitución al bloque de constitucionalidad al señalar que sus normas 

prevalecen en el orden interno y al prescribir que los derechos y deberes 

constitucionales serán interpretados de conformidad con los tratados de derechos 

humanos ratificados por Colombia (CP art. 93). Con todo, la Constitución 

colombiana no señala en ninguna de sus disposiciones que el conjunto de los 

tratados ratificados por Colombia debe ser tenido en cuenta por la Corte al 

examinar la constitucionalidad de las leyes. Esto significa, si se sigue el principio 

que permite identificar la normatividad que conforma el bloque de 

constitucionalidad, que no todos los tratados internacionales forman parte de él”. 

 

  En la sentencia T-568 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz, se planteó por 

primera vez la integración de los convenios internacionales del trabajo al bloque de 

constitucionalidad para tratar sobre asuntos estrictamente laborales.  En la ratio 

decidendi de la providencia se expresó que, al analizar el caso, las autoridades 

gubernamentales y judiciales habían desconocido el derecho aplicable, por cuanto no 

habían atendido lo dispuesto en los convenios internacionales del trabajo y en los 

tratados de derechos humanos:  

 

“En este orden de ideas, para la revisión de los fallos de instancia proferidos en 

el trámite de este proceso, es claro que el bloque de constitucionalidad debe 

construirse a partir del Preámbulo de la Carta Política, e incluir los artículos 1, 

5, 39, 53, 56 y 93 de ese Estatuto Superior, pues en esas normas están 

consagrados los derechos que reclama el Sindicato actor como violados; también 

procede incluir la Constitución de la OIT y los Convenios 87 y 98 sobre libertad 

sindical (tratado y convenios debidamente ratificados por el Congreso, que 

versan sobre derechos que no pueden ser suspendidos ni aún bajo los estados de 

excepción); además, los artículos pertinentes de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, y la Convención Americana de Derechos Humanos... 

 “(...) 

  

“d) Alcance del bloque de constitucionalidad en este caso 

  

 “Si, como lo ordena la Constitución, los derechos y deberes allí consagrados 

deben ser interpretados "de conformidad con los tratados internacionales sobre 

derechos humanos ratificados por Colombia"(art. 93), y "Los convenios 

internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación 

interna" (art. 53 inc 4), las autoridades nacionales de todos los órdenes (el 

Gerente de las Empresas Varias, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 

los Jueces de la República) cometieron un grave error : ignoraron el derecho 

aplicable ; en su lugar, escogieron normas desfavorables a los trabajadores, 

contrarias a la Constitución y a los deberes internacionales que el Estado se 

comprometió a cumplir. 

  

“Los derechos de asociación, sindicalización y huelga, como se explicó 

anteriormente, forman parte de la normatividad constitucional por una razón 

doble: están expresamente consignados en la Carta, y ella integra a su texto los 

tratados internacionales sobre la materia. 
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“Colombia ha ratificado más de 50 Convenios de la OIT,[1] entre ellos, los 

Convenios 87 y 98 y se comprometió a cumplirlos de buena fe; en conjunto con 

las demás normas enunciadas, son el marco que se debe tener en cuenta al 

aproximarse a estos derechos”. 

  

  En materia laboral, el bloque de constitucional, está integrado así: el preámbulo, 

los artículos 1°, 25, 26, 39, 53, 54, 55, 56, 57, 64 y 125 de La Constitución de 1991 y 

por los núcleos esenciales de los Convenios de la OIT números 87, 98, y, por último, y 

en virtud de los art. 93 y 94 superior, por cualquier otra norma internacional de ius 

cogens no codificado, o no ratificado por Colombia, relativa a materias laborales. 

 

  Los convenios y tratados internacionales del trabajo debidamente ratificados por 

Colombia son parte del ordenamiento jurídico o prevalecen en él. Dentro de los que 

prevalecen, es decir los que hacen parte del denominado Bloque de Constitucionalidad 

por tratarse de derechos humanos y además fundamentales, están los Convenios 87 y 

98 de la OIT y 100, 105, 111, 138 y 182 y las normas que en materia laboral se 

encuentren escritas en los tratados de libre comercio, celebrados por Colombia y 

debidamente ratificados. 

 

  Con estas normas se busca: 1) Que una vez incorporadas al ordenamiento 

jurídico interno creen directamente derechos subjetivos o comprometan 

internacionalmente al respectivo Estado a adoptar las medidas necesarias para crearlos; 

2) que contribuyan al fomento de la justicia social; 3) que los derechos fundamentales 

son derechos originarios o inherentes; no son creados por el Estado sino reconocidos 

por él. Además, son inalienables, por lo que su núcleo esencial no podrá ser limitado ni 

suspendido ni siquiera en estados de excepción. Aporten a la consolidación de las 

legislaciones nacionales en materia socioeconómica; y 4) que constituyan una fuente de 

inspiración de las legislaciones nacionales para construir sus políticas sociales y 

diseñar una política interna de trabajo2.  

 

  En concusión, la interpretación y aplicación de los derechos laborales en 

Colombia, debe consistir en la integración de las normas constitucionales y los 

tratados internacionales ratificados sobre la materia. 

 

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD LABORAL 

 

  El principio de favorabilidad en materia laboral consagrado en el artículo 53 de 

la Constitución Política, consiste en la obligación de todo operador jurídico, judicial o 

administrativo, de optar por la situación más favorable al trabajador, en caso de duda 

en la aplicación e interpretación de las fuentes de derecho. 

 

  El principio opera (i) cuando existe controversia respecto de la aplicación de dos 

                                                           
2 Sentencia Corte Constitucional C 168 de 1995. 
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normas; y también, (ii) cuando existen escenarios en los cuales una norma admite 

diversas interpretaciones. A juicio de la Corte, “la favorabilidad opera, entonces, no 

sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos 

normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite 

varias interpretaciones…”.3 

  

  Uno de los referentes acerca del principio de favorabilidad laboral es el fallo 

SU-1185 de 2001. Las ratione decidendi del caso se concretó en la obligación de los 

jueces de la República de aplicar las garantías constitucionales de la igualdad formal 

ante la ley y el principio de favorabilidad laboral en caso de duda en la interpretación 

de las disposiciones de las convenciones colectivas.4 

  

  En esta sentencia, la Corte Constitucional fijó una importante doctrina en 

materia de favorabilidad laboral, cuyo contenido es pertinente para el caso, al ofrecer 

claridad sobre el entendido y alcance de la mencionada garantía. Consideró la Corte:  

 

“En el ámbito de los conflictos de trabajo, por ejemplo, la Corte ha sido enfática 

en sostener que, so pretexto de interpretar el alcance de las normas jurídicas, no 

le es dable al operador jurídico desconocer las garantías laborales reconocidas a 

los trabajadores por la Constitución Política y las leyes, ni tampoco actuar en 

contradicción con los principios superiores que lo amparan como son, entre 

otros, los de igualdad de trato y favorabilidad. En este sentido, puede afirmarse 

que el Estatuto Superior se ha preocupado por garantizar un mínimo de derechos 

a los trabajadores, los cuales no pueden ser ignorados, disminuidos o 

transgredidos por las autoridades públicas y, en particular, por los jueces y 

magistrados de la República en su función constitucional de aplicar y valorar el 

alcance de la ley. En la Sentencia T-001 de 1999 se manifestó sobre el tema lo 

siguiente:  

 

“Pero, además, la regla general -prohijada por esta Corte-, que rechaza como 

improcedente la tutela cuando se trata de controvertir interpretaciones judiciales 

acogidas por el juez en detrimento de otras igualmente válidas, admite, por 

expreso mandato constitucional, la excepción que surge del artículo 53 de la 

Constitución.  

 

En la indicada norma el Constituyente consagró derechos mínimos de los 

trabajadores, es decir, derechos inalienables, que no pueden disminuirse, 

renunciarse, ni es factible transigir sobre ellos; que se imponen inclusive al 

legislador y desde luego a los jueces y a los funcionarios administrativos.  

 

Entre tales derechos se encuentra el que surge de la aplicación del principio de 

favorabilidad, que la Constitución entiende como "...situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes 

formales de derecho...”. 

  

Siendo la ley una de esas fuentes, su interpretación, cuando se presenta la 

                                                           
3 Sentencia Corte Constitucional T 290 de 2005. 
4 Sentencia Corte Constitucional T 595 de 2004. 
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hipótesis de la cual parte la norma -la duda-, no puede ser ninguna diferente de 

la que más favorezca al trabajador. Ella es obligatoria, preeminente e ineludible 

para el juez. 

 

 Allí la autonomía judicial para interpretar los mandatos legales pasa a ser muy 

relativa: el juez puede interpretar la ley que aplica, pero no le es dable hacerlo en 

contra del trabajador, esto es, seleccionando entre dos o más entendimientos 

posibles aquel que ostensiblemente lo desfavorece o perjudica5.”  

 

Y en decisión posterior, reiteró la Corte:  

“...el juez puede interpretar la ley que aplica, pero no le es dable hacerlo en 

contra del trabajador, esto es, seleccionando entre dos o más entendimientos 

posibles aquel que ostensiblemente lo desfavorece o perjudica. Es forzoso que el 

fallador entienda la norma de manera que la opción escogida sea la que beneficie 

en mejor forma y de manera más amplia al trabajador, por lo cual, de acuerdo 

con la Constitución, es su deber rechazar los sentidos que para el trabajador 

resulten desfavorables u odiosos.” (Sentencia T-800/99, M.P. Carlos Gaviria 

Díaz). 

  

Desde esta perspectiva, cuando se trata de aplicar una convención colectiva, en 

atención a su valor normativo y a su carácter de acto solemne, lo que le compete 

el juez laboral es interpretarla de acuerdo al contenido material de su texto y, en 

caso de duda, optar por la interpretación que resulte más favorable al trabajador.  

 

Es incuestionable que un proceder contrario a esta exigencia, que no encuentre 

fundamento en un principio de razón suficiente, configura una vía de hecho en 

cuanto implica un desconocimiento flagrante de los derechos fundamentales del 

trabajador, en especial el del debido proceso (C.P. art. 29, arts. 13 y 53).” 

 

  Lo decidido por la Corte Constitucional, en la Sentencia de Unificación 

Jurisprudencial referenciada, es contundente: en caso de duda y ante la existencia de 

dos o más interpretaciones de una disposición jurídica contenida en una fuente formal 

del derecho (ley, acto administrativo, convención colectiva) debe preferirse aquella 

interpretación que mejor satisfaga los intereses del trabajador. Este y no otro, es el 

entendido que le ha otorgado la jurisprudencia al artículo 53 de la Constitución. 

  

  En sentencia T - 595 de 2004, la Corte Constitucional se refirió a lo que debía 

entenderse por los elementos del principio de favorabilidad laboral.   Es el caso de la 

noción de “duda”, ante la necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones, y de la 

propia noción de “interpretaciones concurrentes”, allí se dijo:  

 

“La Corte considera en primer lugar que, la llamada “duda”, debe revestir un 

carácter de seriedad y de objetividad.  No podría admitirse, por ejemplo, que a 

partir de una eventualidad relativa a la aplicabilidad o no de una interpretación, 

el juez o la administración deban en consecuencia desechar una interpretación 

sólida y acoger una interpretación débilmente emergente, que para el caso resulte 

                                                           
5 Sentencia T-001 de 1999 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
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más favorable para el trabajador. 

  

La seriedad y la objetividad de la duda dependen a su vez de la razonabilidad de 

las interpretaciones.  En efecto, la fundamentación y solidez jurídica de las 

interpretaciones, es la que determina que la duda que se cierne sobre el operador 

jurídico, sea como tal una duda seria y objetiva.  

  

Sobre el punto, la Corte adelantará algunos de los criterios que permiten 

identificar una interpretación como razonable y objetiva; estos criterios son: (i) 

la corrección de la fundamentación jurídica, (ii) la aplicación judicial o 

administrativa reiterada, y (iii) la corrección y suficiencia de la argumentación. 

  

El criterio de razonabilidad de la interpretación como producto de una correcta 

fundamentación jurídica, es un desarrollo del artículo 53 de la Constitución, en la 

medida en que la duda debe surgir a partir de una divergencia interpretativa 

sobre las fuentes formales del derecho.  Esto implica que las opciones 

hermenéuticas, por un lado, deben encuadrar en el marco semántico de las 

disposiciones de las fuentes formales, y de otro, deben estar en consonancia con 

las disposiciones de la Constitución.  Sólo serán admisibles como razonables, 

aquellas interpretaciones de las fuentes formales, que además de encuadrarse en 

el marco de las disposiciones normativas respectivas, también se correspondan 

con la interpretación autorizada de las normas constitucionales. 

  

El criterio de razonabilidad de la interpretación como producto de su aplicación 

administrativa y judicial reiterada, es un desarrollo del artículo 13 de la 

Constitución, en la medida en que garantiza uniformidad en la forma en que el 

derecho objetivo se concreta en las prácticas sociales: ya sea en la decisión 

judicial de controversias o en el funcionamiento ordinario de la administración.  

Además, la aplicación reiterada de ciertas interpretaciones de las disposiciones 

jurídicas ofrece un elemento de objetividad que permite a su vez cualificar, en los 

casos problemáticos, cuando se está en presencia de una duda objetiva y no se 

trata en cambio de un eventual capricho del operador jurídico. 

  

Finalmente, el criterio de razonabilidad de la interpretación como resultado de 

un proceso de argumentación suficiente, es un desarrollo del artículo 29 de la 

Constitución, en la medida en que se proscribe la arbitrariedad del operador 

jurídico y se exige que su actuación esté debidamente motivada.  El control 

racional del discurso jurídico está determinado entonces por la posibilidad real 

de escrutinio sobre las razones para la decisión de los operadores jurídicos: que 

sea posible un juicio sobre la suficiencia de los argumentos, su idoneidad, su 

corrección, y su pertinencia.  

 

Por otra parte, además de la razonabilidad, las interpretaciones deben ser 

efectivamente concurrentes al caso bajo estudio. Es decir, las opciones 

hermenéuticas deben aplicar a los supuestos de hecho de las disposiciones en 

juego y a las situaciones que delimiten fácticamente cada caso bajo examen.  En 

este sentido, no sería admisible hablar de dos interpretaciones divergentes 

cuando se pueda establecer que las mismas no son aplicables a un mismo 

supuesto de hecho o que no consulten los límites fácticos de los casos por 

resolver.   

  

Por último, y este criterio es determinante para definir los criterios de la regla de 

preferencia de la favorabilidad, entre aquellas interpretaciones concurrentes que 
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sean razonables, que se apliquen al supuesto de hecho del caso y que generen un 

motivo de duda serio y objetivo, el operador jurídico deberá elegir aquella 

interpretación que más favorezca los derechos constitucionales del trabajador.  

Lo anterior, bajo el criterio hermenéutico general de la Constitución, según el 

cual los operadores jurídicos deben escoger siempre aquella interpretación que 

más se avenga con el principio de eficacia de los derechos fundamentales, de 

conformidad con el artículo 2º de la Constitución Política”. 

 

  A su paso, el Consejo de Estado, en Sentencia de la Sección Segunda, CP. 

Alejandro Ordoñez M, del 16 de febrero de 2006, rad. 25000-23-25-000-2001-01579-

01(1579-04)6: 

 

 “Así mismo se observa que en aras de hacer efectivo de este beneficio, se atiende 

el principio mínimo de favorabilidad consagrado en el artículo 53 de la Carta 

Política, es decir se resuelve la controversia respetando la situación más 

beneficiosa a su destinatario. En este sentido se ha acogido el criterio expuesto 

por la Corte Constitucional en algunos fallos proferidos en ejercicio de la acción 

de inconstitucionalidad. Ha expresado sobre el particular: De otra parte, 

considera la Corte que la “condición más beneficiosa” para el trabajador, se 

encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de 

favorabilidad que se consagra en materia laboral, no sólo a nivel constitucional 

sino también legal, y a quien corresponde determinar en cada caso concreto, cuál 

norma es más ventajosa o benéfica para el trabajador es a quien ha de aplicarla 

o interpretarla.  En nuestro ordenamiento superior el principio de favorabilidad 

se halla regulado en los siguientes términos: “situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes 

formales del derecho”, precepto que debe incluirse en el estatuto del trabajo que 

expida el Congreso. De conformidad con este mandato, cuando una misma 

situación jurídica se halla regulada en distintas fuentes formales del derecho 

(ley, costumbre, convención colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha 

de aplicar o interpretar las normas, acoger aquella que resulte más beneficiosa o 

favorezca al trabajador.  La favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando existe 

conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos normas de 

idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite varias 

interpretaciones, la norma así acogida debe ser aplicada en su integridad, ya que 

no le está permitido al juez elegir de cada norma lo más ventajoso o crear una 

tercera, pues se estaría convirtiendo en legislador.” 

 

  Finalmente, y frente al concepto de salario en el sector público, en el marco del 

Bloque de Constitucional, fue definido por la Corte Constitucional SU-995 de 9 de 

diciembre de 1999, MP. Carlos Gaviria Díaz, la cual dijo en esa ocasión;  

 
   El concepto de salario es un tema del que la Corte se ha ocupado en 

múltiples oportunidades, tanto en sede de tutela como de constitucionalidad, 

subrayando no sólo la importancia técnica o instrumental que tiene la ganancia que 

en virtud de un contrato de trabajo, paga el empleador al trabajador por la labor o 

servicio prestados7, sino el valor material que se desprende de su consagración 

                                                           
6 Posición que ha sido reiterada por el Consejo de Estado. Como ejemplo se cita la sentencia del Consejo de Estado, Sección 

Cuarta, de fecha 14 de octubre de 2010, CP. Carmen Teresa Ortiz. Rad. 110010315000201000795. 
7 En esta materia se siguen los preceptos descriptivos señalados en el Convenio 85 de la Organización Internacional del Trabajo 

sobre la protección del salario. 
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como principio y derecho fundamentales (C.P. preámbulo y artículos 1, 2, 25 y 53), 

claramente dirigidos a morigerar la desigualdad entre las partes de la relación 

laboral, y hacer posible el orden justo de la República "fundada en el respeto de la 

dignidad humana, en el trabajo, y la solidaridad de las personas que la integran y 

en la prevalencia del interés general".  

 

   Las fuentes positivas que permiten desarrollar la noción integral del 

salario, no sólo se encuentran en los artículos de la Constitución y la legislación 

interna; es menester acudir a instrumentos de derecho internacional que se 

encargan de desarrollar materias laborales y que, por virtud del artículo 93 de la 

Carta Política, hacen parte de la normatividad iusfundamental vigente en nuestro 

país, a través de lo que se ha denominado bloque de constitucionalidad. Sobre este 

principio la Corte se ha pronunciado en múltiples ocasiones, y ha señalado que: 

 

    "El bloque de constitucionalidad, estaría compuesto por todas aquellas 

normas, de diversa jerarquía, que sirven como parámetro para llevar a cabo el 

control de constitucionalidad de la legislación. Conforme a esta acepción, el 

bloque de constitucionalidad estaría conformado no sólo por el articulado de la 

Constitución sino, entre otros, por los tratados internacionales de que trata el 

artículo 93 de la Carta, por las leyes orgánicas y, en algunas ocasiones, por las 

leyes estatutarias"8. 

   En este orden de ideas, la noción de salario ha de entenderse en los 

términos del Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo -relativo a 

la protección del salario-, ratificado por la Ley 54 de 1992, que en el artículo 1 
señala: 

 

   "El término ´salario´ significa la remuneración o ganancia, sea cual fuere 

su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, 

fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un empleador a un 

trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que 

éste último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado o 

deba prestar".  

 

   Esto quiere decir que para efectos del significado que en nuestro 

ordenamiento ha de tener la voz salario y, sobre todo, para la protección judicial 

del derecho a su pago cumplido, deben integrarse todas las sumas que sean 

generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador, sin importar las 

modalidades o denominaciones que puedan asignarles la ley o las partes 

contratantes. Así, no sólo se hace referencia a la cifra quincenal o mensual 

percibida por el empleado -sentido restringido y común del vocablo-, sino a todas 

las cantidades que por concepto de primas, vacaciones, cesantías, horas extras -

entre otras denominaciones-, tienen origen en la relación laboral y constituyen 

remuneración o contraprestación por la labor realizada o el servicio prestado. 

 

   Las razones para adoptar una noción de salario expresada en estos 

términos, no sólo se encuentran en la ya referida necesidad de integración de los 

diferentes órdenes normativos que conforman el bloque de constitucionalidad, sino 

que son el reflejo de una concepción garantista de los derechos fundamentales, que 

en materia laboral constituye uno de los pilares esenciales del Estado Social de 

Derecho. A partir de la Constitución de 1991, es evidente la relevancia del derecho 

                                                           
8 Corte Constitucional Sentencia C-191 de 1998. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Al respecto pueden consultarse, entre otros, los 

fallos C-225 de 1995, C-423 de 1995, C-578 de 1995 y C-327 de 1997. 
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laboral dentro de la configuración de un orden social y económico justo y más 

cercano a la realidad, en cuyo desarrollo la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha debido intervenir,9 en buena parte por la falta del estatuto del 

trabajo al que se refiere el artículo 53 Superior. Al respecto ha dicho este Tribunal:  

 

   "La Constitución es el orden normativo primario protector del derecho al 

trabajo, bien sea que se preste independientemente o bajo condiciones de 

subordinación, en las modalidades de contrato de trabajo o bajo una relación 

laboral, legal, estatutaria o reglamentaria. La variedad normativa que aquella 

contiene propende el establecimiento de relaciones laborales justas, mediante la 

eliminación de factores de desequilibrio, que aseguren la vigencia y efectividad del 

principio de igualdad, la protección a ciertos sectores de trabajadores que se 

encuentran en situaciones de debilidad manifiesta o carecen de oportunidades para 

la capacitación laboral, y la consagración de un sistema contentivo de una 

protección jurídica concreta del trabajo que debe ser desarrollado por el legislador, 

a partir del señalamiento de unos principios mínimos fundamentales (art. 53)". 

 

En particular, respecto al salario y su naturaleza se ha dicho: 

 

   "En virtud de su consagración como un derecho [el derecho al salario], 

nuestra Constitución compromete al Estado en el deber de protegerlo, creando, 

estimulando e incentivando las condiciones socioeconómicas propicias que 

promuevan una oferta de oportunidades laborales para todas aquéllas personas en 

capacidad de trabajar, expidiendo la normatividad que asegure unas relaciones 

laborales "dignas y justas", con arreglo a los principios fundamentales básicos y 

mínimos ideados por el Constituyente y, en ejercicio de su capacidad de 

intervención, limitando los abusos que pueden engendrarse al amparo de las leyes 

del mercado y del principio de la autonomía de la voluntad, o regulando las 

condiciones requeridas para racionalizar la economía con el fin, de asegurar el 

pleno empleo de los recursos humanos, la distribución equitativa de las 

oportunidades y los beneficios del desarrollo, especialmente en lo laboral, y el 

mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores"10.  

    

8. CONCLUSIÓN 

 

1. Es claro que la bonificación judicial establecida por el Decreto 383 de 2013, acoge 

los requisitos definidos en el Convenio 95 de la Organización Internacional del 

Trabajo -relativo a la protección del salario-, ratificado por la Ley 54 de 1992, es 

decir; dicha bonificación constituye una erogación dineraria, que según las pruebas 

aportadas al proceso, es periódica, toda vez que se ha venido cancelando al 

demandante JUAN CAMILO HOYOS ARANGO mes a mes, 

ininterrumpidamente, desde el 20 de diciembre de 2014, de ahí que no pueda 

descartarse, el carácter de factor salarial, de la bonificación reclamada, respecto de 

TODAS las prestaciones sociales devengadas por él, pues tampoco va en contra de 

las normas internacionales que como se dijo, entrañan este tema y hacen parte del 

                                                           
9 Corte Constitucional Sentencia C-521 de 1995. M.P. Antonio Barrera Carbonell. Aunque en aquella oportunidad estas 

consideraciones fueron utilizadas para avalar una noción restringida del salario, no cabe duda que la orientación de la Carta 

Política (artículo 93), apunta a la formación de conceptos más amplios que sean concordantes con ordenamientos internacionales 

vinculantes en el sistema jurídico nacional. 
10 Corte Constitucional Sentencia C-521 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
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bloque de constitucionalidad. De ahí que sea necesario modificar el numeral 1º de la 

sentencia de 30 de junio de 2021 y reconocer el carácter de factor salarial tiene la 

bonificación judicial, también frente a la bonificación por servicios prestados.  

 

Por otro lado, existe la necesidad que la demandada, continué reconociendo el 

carácter de factor salarial de la bonificación judicial reclamada, en adelante y 

mientras el señor JUAN CAMILO HOYOS ARANGO, ocupé algún cargo en la 

demandada, de los incluidos por el Decreto 383 de 2013, como beneficiario de esta 

bonificación.  

 

2. Ordenar a la demandada la reliquidación de todas las prestaciones sociales a que ha 

tenido derecho el demandante JUAN CAMILO HOYOS ARANGO desde el 20 

de diciembre de 2014 y hasta la ejecutoria de esta sentencia, o en su defecto hasta 

que deje de ocupar un cargo que no esté incluido por esta norma como 

beneficiario, lo que ocurra primero y pagar las diferencias adeudadas. Deberá la 

demandada reliquidar los aportes a pensión generados por la demandante, teniendo 

en cuenta la bonificación judicial como factor salarial, y consignar el mayor valor, 

al fondo de pensiones al cual está afiliado el señor HOYOS ARANGO, dejando 

claro que se consignan esos dineros en su favor.   

 

 Así las cosas, la SALA se encuentra parcialmente de acuerdo con la tesis del Juez 

Aquo y, en consecuencia, modificará los numerales 1° y 5º y se confirmarán los demás.  

 

 En mérito de lo expuesto, la Sala de Conjueces del Tribunal Administrativo de 

Caldas, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley; 

9. FALLA 

 

  PRIMERO: MODIFICAR los numerales 1° y 5º de la sentencia de 30 de 

junio de 2021, preferida por el Juzgado Administrativo Transitorio del Circuito de 

Manizales, los cuales quedarán así;  

 

“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción “Imposibilidad 

material y presupuestal de reconocer las prestaciones del demandante”. 

DECLARAR PROBADA la excepción “prescripción”.  

QUINTO: A título de restablecimiento del derecho, SE ORDENA a la 

NACION-RAMA JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL-, reconocer, en favor de JUAN 

CAMILO HOYOS ARANGO la bonificación judicial creada por el 

Decreto 383 de 2013, como factor salarial, desde el 20 de diciembre de 

2014 y hasta la terminación definitiva de su vínculo laboral de la RAMA 

JUDICIAL. Para lo cual se reliquidan TODAS las prestaciones sociales 

(vacaciones, prima de vacaciones, prima de navidad, auxilio de cesantías e 
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intereses a las cesantías, etc). Percibidas por la parte actora y sufragara la 

diferencia entre lo pagado y lo que se debió pagar atendiendo a cada uno 

de los cargos desempeñados y sus lapsos de duración. Las sumas 

reconocidas deben pagarse dentro de los términos fijados por el artículo 

192 del CPACA, debidamente indexadas, conforme al artículo 187 del 

CPACA, es decir, actualizarlos mediante la aplicación de los ajustes de 

valor, para lo cual la demandada, tendrá en cuenta la formula citada en la 

parte motiva de esta providencia y la forma como deberá hacer los ajustes. 

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la formula se aplicará 

separadamente a medida que se causaron cada uno de los conceptos 

laborales”.  

  

  SEGUNDO: CONFIRMAR los demás numerales de la sentencia de 30 de 

junio de 2021, preferida por el Juzgado Administrativo Transitorio del Circuito de 

Manizales. 

 

  TERCERO: ORDENAR a la secretaria de este Tribunal hacer las anotaciones 

en la base de datos Siglo XXI. 

 

  CUARTO: EJECUTORIADO este fallo, devuélvase el expediente al 

DESPACHO de origen.  

 

NOTIFÍQUESE y CUMPLASE 

 

Discutida y aprobada en SALA VIRTUAL celebrada el 15 de mayo de 2023. 

 

Los Conjueces;  

 

LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA 

Ponente 

 

 

 

 

 

TOMAS FELIPE MORA GOMEZ 

Revisor 

 

 

JORGE IVAN LOPEZ DIAZ 

Revisor 
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Manizales, quince( 15) de mayo dos mil veintitrés (2023). 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala ordinaria de la fecha.  

 

Asunto 

 

§01. Síntesis: La parte demandante solicita que se le apliquen efectos fiscales 

retroactivos a su ascenso en el escalafón nacional docente conforme al Decreto 1757 

de 2015 por haber superado el curso de formación, desde el 1º de enero de 2016. La 

sentencia de primera instancia negó las pretensiones porque a los docentes que 

aprobaron el curso de formación se le aplica el aumento salarial a partir de la superación 

de dicho curso, y se revoque la condena en costas.. La Sala confirma la sentencia de 

primera instancia. La Sala confirma la sentencia de primera instancia y revoca la 

condena en costas.  

 

§02. Procede la Sala del Tribunal Administrativo de Caldas a resolver el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada el 22 de 

marzo de 2022 proferida por la Señoría del Juzgado Sexto Administrativo del Circuito 

de Manizales, en el proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho interpuesto 

por Yenni Milena Quiceno Zuluaga en contra del Departamento de Caldas, donde 

se negaron las pretensiones de la demanda. 

 

1. Antecedentes 

 

1.1. La demanda1. 

 

§03. Se pretende la nulidad de la Resolución 5818-6 del 06 de julio de 2018 expedida 

por la Secretaría de Educación de la Gobernación de Caldas. 

 

                                                 
1 Folio 1 a 28/28 – Demanda.pdf 
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§04. A título de restablecimiento del derecho, se pretende que la entidad demandada 

reconozca a la parte demandante su ascenso y/o reubicación salarial indexada al grado 

3 A del escalafón docente, con efectos fiscales desde el 1 de enero de 2016, y la 

condena en costas. 

 

§05. En los hechos la parte actora relató que prestó sus servicios como docente oficial 

al Departamento de Caldas, de manera ininterrumpida, desde el momento de la 

certificación educativa dispuesto por las leyes 60 de 1993 y 715 de 2001, y estaba 

escalafonada conforme al Decreto 1278 de 2002. 

 

§06. Mediante la Resolución 5685-6 del 24 de julio de 2017 la Secretaría de 

Educación de la gobernación de Caldas ascendió a la parte demandante al grado 3A del 

escalafón, al superar la Evaluación con Carácter Diagnóstica Formativa – en adelante 

ECDF, por haber realizado curso de formación, con efectos fiscales a partir del 17 de 

julio de 2017. 

 

§07. La actora presentó recursos de reposición y apelación contra la anterior decisión, 

para que los efectos fiscales del ascenso se tomaran desde el 1 de enero de 2016. El 

recurso de reposición fue negado y el de apelación no concedida, por medio de la 

Resolución 5818-6 del 06 de julio de 2018, acto demandado. 

 

§08. Como fundamentos de derecho invocó el Decreto 1751 del 3 de noviembre de 

2016, el acta de acuerdo MEN-FECODE del 7 de mayo de 2015, el acta de acuerdo 

Comité Implementación de la E.C.D.F. – MEN y FECODE del 17 de agosto de 2016 

y los artículos 1, 2, 4, 6, 13, 23, 25, 29, 53, 58, 67 y 122 de la Constitución Política.  

 

§09. El Ministerio de Educación y FECODE acordaron que la actualización en el 

escalafón docente se basaría en una evaluación de carácter diagnóstica formativa. 

Además, los docentes que no la aprobaran tomarían cursos de capacitación, y con la 

certificación de su aprobación, se actualizaría el docente en el escalafón. Además, por 

acta de acuerdo del 17 de agosto de 2016, el Comité de Implementación de la ECDF 

dejó claro que se expediría el decreto de retroactividad al 1° de enero de 2016 para 

los docentes que aprobaron la ECDF.  

 

§10. La parte demandante puntualizó que en dicho sentido debe interpretarse el artículo 

2.4.1.4.5.8 del Decreto 1075 de 2015, adicionado por el Decreto 1757 de 2015. 

 

§11. En consecuencia, al recibir la calificación satisfactoria en los resultados de los 

ECDF, los efectos fiscales del reconocimiento se deben realizar desde el 1° de enero 

de 2016; y quienes no hubieran aprobado el curso de formación no tiene derecho a esa 

retroactividad. 

 

§12. Como la parte accionante aprobó el ECDF tiene derecho al reconocimiento 

salarial por el ascenso en el escalafón desde el 1° de enero de 2016. 

 

 

 

 

1.1.  Contestación de la gobernación de Caldas2 

                                                 
2 07 Exp Digital ContestaciónDptoCaldas 
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§13. Se opuso a las pretensiones de la demanda, y solo admitió los hechos relacionados 

con los actos administrativos expedidos. 

 

§14. Propuso las siguientes excepciones: 

 

§14.1. Falta de legitimación en la causa por pasiva: Fundamentó en que el 

Ministerio de Educación fue quien expidió los parámetros y procedimientos para 

los ascensos, a través de los decretos 1278 de 2002 y 1757 de 2015.  

 

§14.2. Inexistencia de la obligación con fundamento en la ley: conforme a 

los artículos 2.4.1.4.5.11 y 2.4.1.5.12 del decreto 1075 de 2015, los efectos 

fiscales por haber aprobado el curso de ECDF surten efectos a partir de la 

radicación de la aprobación del curso. 

 

§14.3. Vinculación Ministerio de Educación: Solicitó vincular al Ministerio 

de Educación Nacional, lo cual fue ordenado por el juzgado en auto del 11 de 

febrero de 2021. 

 

 

1.3. La vinculación y contestación del FOMAG3 

 

§15. Permaneció silente  

 

 

1.4. La sentencia que negó las pretensiones 

 

§16. El Juez Sexto Administrativo del Circuito de Manizales dictó sentencia de la 

siguiente manera: 

 

“PRIMERO: NIÉGANSE las pretensiones de la demanda de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTODEL DEL DERECHO formuladas por la señora YENNI 

MILENA QUICENO ZULUAGA en contra del DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

 

SEGUNDO: CONDÉNASE EN COSTAS a la parte demandante y a favor de la 

demandada, cuya liquidación se hará en la forma dispuesta en el artículo 366 

del Código General del Proceso. FÍJASE por concepto de agencias en derecho, 

también a cargo de parte actora y a favor de las accionadas, la suma de 

cuatrocientos setenta y un mil seiscientos treinta y cinco pesos ($471.635.oo). 

 

§17. El Juez de primera instancia definió el siguiente problema jurídico: 

 

¿Adolecen de nulidad por falsa motivación para su expedición el acto 

administrativo demandado? 

 

En caso afirmativo 

 

¿La demandante tiene derecho a que se reconozcan los efectos fiscales de su 

ascenso regido por el Decreto 1278 de 2002 a partir del 1 de enero de 2016 o 

                                                 
3 Folios 8 - ContestaFOMAG 
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estos deben ser reconocidos a partir de la fecha en que el educador radique la 

certificación de la aprobación del curso para el ascenso ante la respectiva 

autoridad nominadora? 

 

§18.  Realizó un análisis normativo de los decretos, 1075 de 2015, la Ley 715 de 2001, 

el Decreto 1278 de 2002 y el Decreto 1757 de 2015. 

 

§19. Como razón para la negación de las pretensiones, el juzgado manifestó que los 

efectos fiscales del ascenso en el escalafón bajo la regulación de los artículos 

2.4.1.4.5.1 al 2.4.1.4.5.11 del Decreto 1751 de 2016, prevén que se producen desde la 

superación de la evaluación de carácter diagnóstica formativa a la cual accedieron los 

docentes, y no desde la sola inscripción en el proceso evaluativo. 

 

 

 

1.5. La apelación de la demandante reitera el reconocimiento de los 

efectos fiscales a partir del 1 de enero de 20164 

 

§20. Se solicitó se revoque la sentencia, con los siguientes fundamentos: 

§21. Insistió en que el examen diagnóstico es un solo procedimiento que se aprueba, 

bien sea por superar el examen o por superar el curso de formación, por lo cual para 

ambos escenarios resultan igualmente aplicables los efectos del Decreto 1751 de 2016 

cuando señaló que “La reubicación salarial y el ascenso de grado en el Escalafón 

Docente surtirán efectos fiscales a partir de 1° de enero de 2016 para los educadores 

que superen la evaluación de carácter diagnóstica formativa, siempre y cuando el 

aspirante cumpla los requisitos para reubicación o ascenso, establecidos en la 

presente sección.”. 

§22. De otra parte, solicitó se revoque lo referente a la condena en costas, dado que la 

misma fue impuesta sin ningún tipo de alusión a los motivos de esta, desconociendo 

así el criterio de fijación objetivo valorativo que ha sido señalado por el Honorable 

Consejo de Estado sobre este tópico. 

 

 

1.6. Actuación de segunda instancia 

 

§23. Mediante proveído del 13 de junio de 2022, se admitió el recurso de apelación 

interpuesto por la parte actora y se corrió traslado de alegatos de conclusión. 

 

§24. Las partes y el Ministerio público, permanecieron silente.  

 

 

 

  

2. Consideraciones 

 

2.1. Competencia 

  

                                                 
4 Folios 8 – Apelación.pdf. 
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§25. Conforme al artículo 153 del CPACA este Tribunal es competente para conocer 

del presente asunto. 

 

§26. Para conformar debidamente la proposición jurídica, se tiene en cuenta que el acto 

demandado, la Resolución 5818-6 de 06 de julio de 2018 decidió los recursos 

presentados contra la Resolución 2745-6 del 5 de abril de 2018, que fue la que negó 

por primera vez la solicitud de la parte actora. 

 

§27. Con base en las facultades del artículo 163 del CPACA, se integra la proposición 

jurídica de la demanda, por lo cual se entenderán como actos objeto del proceso las 

resoluciones 5685-6 del 24 de julio de 2017 y 2745-6 del 5 de abril de 2018.  

 

 

2.2. Problema Jurídico 

 

 

§28. ¿Tiene derecho la parte demandante a que su ascenso en el escalafón docente 

obtenido conforme Decreto 1757 de 2015 por la superación de la Evaluación con 

Carácter Diagnóstica Formativa – ECDF, tenga efectos fiscales a partir del 1° de enero 

de 2016? 

 

§29. ¿Procede la condena en costas señalada en la primera instancia? 

 

2.3. Lo demostrado en el proceso 

 

§30.  Mediante la Resolución 5685-6 del 24 de julio de 2017 la Secretaría de 

Educación de la gobernación de Caldas ascendió a la parte demandante en el escalafón 

docente 3A, con efectos fiscales a partir del 17 de julio de 2017.5 

 

§31. Mediante la Resolución 2745-6 del 05 de abril de 2018, se negó la solicitud de 

reconocimiento y pago del valor correspondiente al ascenso y/o reubicación salarial al 

grado y/o nivel 3ª, por haber aprobado la ECDF en la modalidad de cursos de 

formación6.  

 

§32. El 20 de abril de 2018, la demandante presentó los recursos de reposición y 

apelación contra la anterior decisión.7 

  

§33.  A través de la Resolución 5818-6 del 06 de julio de 2018, la Secretaría de 

Educación de la gobernación de Caldas negó el recurso de reposición y no concedió el 

recurso de apelación.8 

 

 

2.4. Del ascenso en el escalafón de conformidad con el Decreto 1278 de 

2002 

 

§34. En el presente caso, no está en discusión que el ascenso del demandante se rige 

por el Decreto 1278 de 2002, el estatuto de profesionalización docente, que señaló que 

                                                 
5 Folio 9 a 10/38 – Poder_Y_Anexos.pdf 
6 Folio 15 a 16/38 – Poder_Y_Anexos.pdf 
7 Folio 11 a 15/40 – Poder_Y-Anexos.pdf 
8 Folio 17 a 19/40 – Poder_Y_Anexos.pdf 
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el ascenso en escalafón que requiere la aprobación con un puntaje de al menos el 80% 

en la evaluación de competencias: 

 
Artículo 19. Escalafón Docente. Se entiende por Escalafón Docente el sistema de 

clasificación de los docentes y directivos docentes estatales de acuerdo con su 

formación académica, experiencia, responsabilidad, desempeño y competencias, 

constituyendo los distintos grados y niveles que pueden ir alcanzando durante su vida 

laboral y que garantizan la permanencia en la carrera docente con base en la idoneidad 

demostrada en su labor y permitiendo asignar el correspondiente salario profesional.  

 

La idoneidad encierra el conjunto de conocimientos, habilidades, actitudes, aptitudes, 

rendimiento y valores que se consideran imprescindibles para el desempeño de la 

función docente.  

 

Artículo 20. Estructura del Escalafón Docente. El Escalafón Docente estará 

conformado por tres (3) grados. Los grados se establecen con base en formación 

académica. Cada grado estará compuesto por cuatro (4) niveles salariales (A-B-C-D).  

 

Quienes superen el período de prueba se ubicarán en el Nivel Salarial A del 

correspondiente grado, según el título académico que acrediten; pudiendo ser 

reubicados en el nivel siguiente o ascender de grado, después de tres (3) años de 

servicio, siempre y cuando obtengan en la respectiva evaluación de competencias el 

puntaje indicado para ello, según lo dispuesto en el artículo 36 del presente decreto.  

(…)  

 

Artículo 23. Inscripción y Ascenso en el Escalafón Docente. En cada entidad 

territorial certificada existirá una repartición organizacional encargada de llevar el 

registro de inscripción y ascenso en el Escalafón de los docentes y directivos docentes 

estatales, con las correspondientes evaluaciones y los documentos de soporte para cada 

grado y nivel salarial, comunicando a la dependencia que se encargue de las novedades 

de nómina cada vez que se presente una modificación de los mismos.  

 

Los ascensos en el Escalafón y la reubicación en un nivel salarial superior procederán 

cuando la entidad territorial certificada convoque a evaluación de competencias y se 

obtenga el puntaje establecido en el artículo 36 de este decreto. Dicha convocatoria 

establecerá el monto de la disponibilidad presupuestal para efectos de ascenso y 

reubicación salarial. No podrán realizarse ascensos y reubicación que superen dicha 

disponibilidad.  

 

(…) 

Artículo 35. Evaluación de competencias. La competencia es una característica 

subyacente en una persona causalmente relacionada con su desempeño y actuación 

exitosa en un puesto de trabajo.  

 

La evaluación de competencias será realizada cada vez que la correspondiente entidad 

territorial lo considere conveniente, pero sin que en ningún caso transcurra un término 

superior a seis (6) años entre una y otra. Se hará con carácter voluntario para los 

docentes y directivos docentes inscritos en el Escalafón Docente que pretendan 

ascender de grado en el Escalafón o cambiar de nivel en un mismo grado. Se hará por 

grados en el escalafón y por cargos directivos docentes. Debe permitir la valoración de 

por lo menos los siguientes aspectos: competencias de logro y acción; competencias de 

ayuda y servicio; competencias de influencia; competencias de liderazgo y dirección; 

competencias cognitivas; y competencias de eficacia personal.  

 



Sentencia de Segunda Instancia, 17-001-33-39-006-2018-0597-02 
 

7 

 

 

Parágrafo. Reglamentado por el Decreto Nacional 2715 de 2009. El Ministerio de 

Educación Nacional será responsable del diseño de las pruebas de evaluación de 

competencias y definirá los procedimientos para su aplicación, lo cual podrá hacerse a 

través de cualquier entidad pública o privada que considere idónea.  

 

Artículo 36. Resultados y consecuencias de las evaluaciones de desempeño y de 

competencias. Las evaluaciones de desempeño y de competencias tendrán las siguientes 

consecuencias según sus resultados:  

(…)  

2. Evaluación de competencias:  

Serán candidatos a ser reubicados en un nivel salarial superior, o a ascender en el 

escalafón docente, si reúnen los requisitos para ello, quienes obtengan más de 80% en 

la evaluación de competencias. Para las reubicaciones y ascensos se procederá en 

estricto orden de puntaje hasta el monto de las disponibilidades presupuestales 

anuales.” 

 

§35. Luego, el Decreto 1075 de 2015 dispuso que la evaluación para el ascenso en el 

escalafón sería de carácter diagnóstica formativa:  

 
“Artículo 2.4.1.4.1.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto reglamentar la 

evaluación de que tratan los artículos 35 y 36 (numeral 2) del Decreto-ley 1278 de 

2002 para el ascenso de grado o la reubicación de nivel salarial de los educadores 

oficiales, regidos por el Estatuto de Profesionalización Docente previsto en dicha 

norma, la cual será de carácter diagnóstica formativa.”  

  

§36. La misma norma reguló: la evaluación, la convocatoria y la inscripción (sección 

3); la reubicación de nivel salarial y ascenso de grado, la publicación de resultados y la 

expedición del acto administrativo correspondiente (sección 4).  

 

§37. Con relación a los efectos fiscales indicó en el artículo 2.4.1.4.4.2 que “La 

reubicación salarial y el ascenso de grado en el Escalafón Docente surtirán efectos 

fiscales a partir de la fecha de la publicación de los listados definitivos de candidatos”.  

 

§38. Posteriormente, el Decreto 1757 de 2015, que adicionó el Decreto 1075 de 2015, 

en cuanto a los educadores que participaron en las evaluaciones de competencias 

desarrolladas entre los años 2010 y 2014 y no lograron el ascenso o la reubicación 

salarial en el escalafón, podrían hacer la aprobación de un curso de formación. 

 

§39. En cuanto a los efectos fiscales del ascenso, el Decreto 1757 de 2015 hizo una 

clara diferencia entre: (i) los educadores que superen la evaluación de carácter 

diagnóstica formativa, cuyos efectos fiscales serían a partir de 1º de enero de 2016 (art. 

2.4.1.4.5.11.); y, (ii) Los docentes que no hubieren superado la evaluación de 

carácter diagnóstica formativa, se “… surtirán efectos fiscales a partir de la fecha 

en que el educador radique la certificación de la aprobación de dichos cursos ante la 

respectiva autoridad nominadora…” (art. 2.4.1.4.5.12. Cursos de formación):  

 
SECCIÓN 5 

 

Evaluación para ascenso de grado y reubicación de nivel salarial para los 

educadores que no lograron el ascenso de grado o la reubicación en un nivel 

salarial superior entre los años 2010-2014 

 

(Adicionado por artículo 1 Decreto 1757 de 2015) 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=36876#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=36876#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=36876#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=36876#0
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Artículo 2.4.1.4.5.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto reglamentar 

transitoriamente una modalidad de la evaluación de que trata el artículo 35 del 

Decreto-ley 1278 de 2002 que será aplicada a los educadores que entre los años 2010 

y 2014 no lograron el ascenso de grado o la reubicación en un nivel salarial superior, 

la cual tendrá carácter diagnóstica formativa.  

  

Artículo 2.4.1.4.5.2. Ámbito de aplicación. La evaluación de que trata la presente 

Sección, que tendrá carácter diagnóstica formativa, será aplicada a los docentes, 

directivos docentes y orientadores inscritos en el Escalafón que regula el Decreto-ley 

1278 de 2002, que habiendo participado en alguna de las evaluaciones de 

competencias desarrolladas entre los años 2010 y 2014 no lograron el ascenso o la 

reubicación salarial en cualquiera de los grados del Escalafón Docente.  

  

Artículo 2.4.1.4.5.3. Características de la evaluación. La evaluación prevista en la 

presente Sección es de carácter diagnóstica formativa, por lo que valorará la práctica 

educativa, pedagógica, didáctica y de aula. La aprobación de esta evaluación 

permitirá el ascenso de grado o la reubicación de nivel salarial en los términos que se 

consagran en los artículos siguientes.  

  

Artículo 2.4.1.4.5.4. Requisitos para participar en la evaluación. Para participar en 

la evaluación de que trata el artículo anterior, el docente, directivo docente u 

orientador debe cumplir con los siguientes requisitos:  

  

1. Estar nombrado en propiedad e inscrito en el nivel A en uno de los grados del 

Escalafón Docente.  

  

2. Haber participado en una o varias de las evaluaciones de competencias entre 

2010 y 2014 y no haber logrado su ascenso o reubicación en un nivel salarial superior 

dentro del Escalafón Docente.  

  

3. Para el caso de ascenso de grado, acreditar debidamente en su hoja de vida el 

título académico exigido para los grados 2 y 3.  

  

(…)  

  

Artículo 2.4.1.4.5.10. Inscripción en la convocatoria. El docente, el directivo docente 

y orientador que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 2.4.1.4.5.4 del 

presente decreto podrá inscribirse en el proceso dentro del término previsto en la 

convocatoria, de acuerdo con los procedimientos y requisitos señalados en la misma.  

  

Para inscribirse en la convocatoria, los interesados deberán adquirir un Número de 

Identificación Personal (NIP) destinado a sufragar los costos de la evaluación. El NIP 

tendrá un valor equivalente a un día y medio de salario mínimo legal vigente.  

  

Parágrafo 1°. El registro y la participación voluntaria en la evaluación y los 

resultados que se obtengan en la misma no afectarán la estabilidad laboral de los 

docentes.  

  

Parágrafo 2°. El término para realizar la etapa de inscripción no podrá ser inferior a 

diez (10) días hábiles.  

  

Artículo 2.4.1.4.5.11. Resultados y procedimiento. La entidad territorial certificada 

publicará en su sitio web y en un lugar de fácil acceso al público la lista de educadores 

que hubieren superado la evaluación de carácter diagnóstica formativa en los 
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términos establecidos en el numeral 2 del artículo 36 del Decreto-ley 1278 de 2002. 

Los educadores contarán con un término de cinco (5) días a partir de la publicación, 

para presentar las reclamaciones a que hubiere lugar.  

  

El Ministerio de Educación Nacional contará con un término de treinta (30) días para 

resolver las reclamaciones presentadas.  

  

A partir de la publicación de la lista de candidatos, la entidad territorial certificada 

cuenta con quince (15) días para expedir el acto administrativo de reubicación 

salarial dentro del mismo grado o de ascenso de grado en el Escalafón Docente, según 

el caso, siempre y cuando estén acreditados todos los requisitos establecidos para el 

efecto en la presente sección.  

  

La reubicación salarial y el ascenso de grado en el Escalafón Docente surtirán 

efectos fiscales a partir de 1º de enero de 2016 para los educadores que superen la 

evaluación de carácter diagnóstica formativa, siempre y cuando el aspirante cumpla 

los requisitos para reubicación o ascenso, establecidos en la presente sección.  

  

La entidad territorial certificada en educación deberá apropiar los recursos 

correspondientes que amparen la ejecución y los pagos originados en los 

correspondientes actos administrativos que se hayan proferido. En caso de que los 

recursos presupuestales resultaren insuficientes, la entidad territorial deberá 

apropiar dichos recursos máximo en la siguiente vigencia fiscal y proceder al pago 

del ascenso de grado o la reubicación de nivel salarial con los efectos fiscales 

definidos por el presente artículo.  

  

Artículo 2.4.1.4.5.12. Cursos de formación. Los docentes que no hubieren superado 

la evaluación de carácter diagnóstica formativa en los términos establecidos en la 

presente Sección, deberán adelantar alguno de los cursos de formación que ofrezcan 

universidades acreditadas institucionalmente y/o que cuenten con facultades de 

educación de reconocida trayectoria e idoneidad, de conformidad con los parámetros 

establecidos por el Ministerio de Educación Nacional y siempre que cuenten con la 

respectiva aprobación de este.  

  

Los aspectos generales de los cursos de formación serán definidos en la 

reglamentación que se expida para el efecto. Los cursos de formación se expresarán 

en créditos académicos que podrán ser homologados por las instituciones de 

educación superior, en ejercicio de su autonomía universitaria, dentro de los 

programas de pregrado y posgrado que estas ofrezcan.  

  

Estos cursos tendrán como propósito fundamental solucionar las falencias detectadas 

en la evaluación de carácter diagnóstica formativa. Con la aprobación del respectivo 

curso por parte del docente, en los términos del numeral 2 del artículo 36 del Decreto-

ley 1278 de 2002, la entidad territorial certificada en educación procederá al ascenso 

o la reubicación de nivel salarial de acuerdo con lo establecido en la presente Sección.  

  

La reubicación salarial o el ascenso de grado en el Escalafón Docente que se 

produzca por haber aprobado los cursos de formación en los términos del inciso 

anterior, surtirán efectos fiscales a partir de la fecha en que el educador radique la 

certificación de la aprobación de dichos cursos ante la respectiva autoridad 

nominadora, siempre y cuando el aspirante cumpla los requisitos para ser reubicado 

o ascendido según lo establecido en la presente Sección.  

  

Las entidades territoriales certificadas en educación deberán apropiar los recursos 

correspondientes para el ascenso de grado y la reubicación de nivel salarial de los 
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educadores que hubieren aprobado los cursos de formación. En caso de que los 

recursos presupuestales resultaren insuficientes, la entidad territorial deberá 

apropiar dichos recursos máximo en la siguiente vigencia fiscal y proceder al pago 

del ascenso de grado o la reubicación de nivel salarial con los efectos fiscales 

definidos en el presente artículo.  

  

Parágrafo 1°. El Ministerio de Educación y las entidades territoriales certificadas en 

educación, a través de sus respectivas páginas Web, informarán a los educadores 

sobre los cursos de formación referidos en el presente artículo.  

  

Parágrafo 2°. Los cursos de formación docente deberán ser cofinanciados por el 

Gobierno nacional, las entidades territoriales certificadas en educación y los 

docentes. El Gobierno nacional y las entidades territoriales certificadas en educación 

deberán asegurar conjuntamente la financiación de mínimo el setenta por ciento 

(70%) del costo de la matrícula del respectivo curso de formación para cada docente. 

Los aportes del Gobierno nacional para atender los gastos relacionados con la 

formación docente de que trata la presente Sección deberán ser priorizados dentro del 

Marco de Gasto de Mediano Plazo del Sector Educación.  

 

 

§40. Luego, el Decreto 1657 de 2016 modificó el Decreto 1075 de 2005 en materia de 

evaluación para ascenso de grado y reubicación de nivel salarial de los docentes que se 

rigen por el Decreto Ley 1278 de 2002.  

 

§41. En los considerandos de esta norma se expuso:  

 
Que en virtud de lo dispuesto en el Libro 2, Parte 2, Título 2, Capítulo 4 del Decreto 

1072 de 2015, el 26 de febrero de 2015, la Federación Colombiana de Trabajadores 

de la Educación (FECODE) presentó al Gobierno nacional pliego de peticiones, cuyo 

proceso de negociación culminó el 7 de mayo de 2015 con la suscripción del Acta de 

Acuerdos.  

 

Que en desarrollo de lo dispuesto en el punto primero del Acta de Acuerdos, el 

Ministerio de Educación Nacional expidió el Decreto 1757 de 2015 (…).  

 

Que el carácter diagnóstico formativo de la evaluación para el ascenso de grado y la 

reubicación de nivel salarial, que se aplicó en el proceso de qué trata el considerando 

anterior, cumplió con los objetivos y criterios de la evaluación prescritos en el artículo 

35 del Decreto Ley 1278 de 2002, al enfocarse de manera preponderante en la práctica 

educativa y pedagógica del educador y ofrecer un diagnóstico y retroalimentación 

específica sobre los aspectos que debe fortalecer el educador para el mejoramiento de 

su práctica, lo que contribuye al propósito de avanzar en la calidad educativa.  

 

Que considerando los resultados del proceso de evaluación de carácter diagnóstica 

formativa iniciada en el año 2015, se estima conveniente continuar con su aplicación 

en los términos del artículo 35 del Decreto Ley 1278 de 2002. Con esto, 

adicionalmente, se da cumplimiento a lo dispuesto en el punto segundo del Acta de 

Acuerdos que establece que esta evaluación deberá aplicarse a los docentes que se 

rigen por esta norma mientras se consensua un nuevo Estatuto Único Docente.  

 

Que el Gobierno nacional profirió el Decreto 1075 de 2015, Único Reglamentario del 

Sector Educación, con el objetivo de compilar y racionalizar las normas de carácter 

reglamentario del Sector y contar con un instrumento jurídico único para el mismo.  
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§42. En consecuencia, la disposición subrogó las secciones 1, 2, 3 y 4 del capítulo 4, 

título 1, parte 4, libro 2 del Decreto 1075 de 2015, y procedió a reglamentar la 

evaluación de que tratan los artículos 35 y 36 (numeral 2º) del Decreto Ley 1278 de 

2002 para el ascenso de grado o la reubicación de nivel salarial de los educadores 

oficiales.  

 

§43. Específicamente en el artículo 2.4.1.4.4.2 dispuso que: “La reubicación salarial 

y el ascenso de grado en el Escalafón Docente surtirán efectos fiscales a partir de la 

fecha de la publicación de los listados definitivos de candidatos”.  

 

§44. Sin embargo, esta norma nada estableció respecto a quiénes habían 

participado en la convocatoria realizada en virtud de la sección quinta del Decreto 

1075 de 2015 adicionada por artículo 1° del Decreto 1757 de 2015. O sea, no se refirió 

a los educadores que no lograron el ascenso de grado o la reubicación en un nivel 

salarial superior entre los años 2010-2014. 

 

§45. Entonces, se expidió el Decreto 1751 del 3 de noviembre de 2016, que modificó 

el artículo 2.4.1.4.5.11 del Decreto 1075 de 2015, e indicó para los efectos aquí 

estudiados que “La reubicación salarial y el ascenso de grado en el Escalafón Docente 

surtirán efectos fiscales a partir de 1° de enero de 2016 para los educadores que 

superen la evaluación de carácter diagnóstica formativa, siempre y cuando el 

aspirante cumpla los requisitos para reubicación o ascenso, establecidos en la 

presente sección.”  

 

§46. Nótese que el anterior artículo modificado era para los educadores que superen 

la evaluación de carácter diagnóstica formativa. Y no modificó el artículo 2.4.1.4.5.12, 

que era el que tenía relación con los docentes que no hubieren superado la 

evaluación de carácter diagnóstica formativa. 

 

§47. Incluso, en los considerandos este decreto precisó: 

 
“Que por lo anterior, resulta necesario establecer que para los educadores que 

superen la evaluación indicada [evaluación de carácter diagnóstica formativa] en esta 

parte considerativa, su ascenso de grado o reubicación en el nivel salarial siguiente 

dentro del Escalafón Docente, se tenga efectos fiscales desde el 1° de enero de 2016.”  

 

§48. Al respecto, este Tribunal en sentencia del 17 de septiembre de 2020, con 

ponencia del Doctor Carlos Manuel Zapata Jaimes, señaló: 

 
“Se desprende que esta norma [el Decreto 1757 de 2015] se emitió con la finalidad 

de reglamentar transitoriamente una modalidad de la evaluación de que trata el 

artículo 35 del Decreto 1278 de 2002, esta es, la evaluación de carácter diagnóstica 

formativa, la cual sería aplicada a los educadores que entre los años 2010 y 2014 no 

lograron el ascenso de grado o la reubicación en un nivel salarial superior; y que 

surtiría, una vez aprobada, efectos fiscales a partir de 1º de enero de 2016, siempre y 

cuando el aspirante cumpliera los demás requisitos para reubicación o ascenso 

establecidos.  

 

Consagró además la norma en relación con los docentes que no superaran la 

evaluación de carácter diagnóstica formativa, la posibilidad de adelantar algún curso 

de formación ofrecido por universidades acreditadas y/o que contaran con facultades 

de educación reconocida. Para estos educadores la reubicación salarial o el ascenso 
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de grado surtiría efectos fiscales a partir de la fecha en que se radicara la certificación 

de aprobación del curso ante la autoridad nominadora, y siempre y cuando el 

aspirante cumpliera los demás requisitos para reubicación o ascenso establecidos.  

 

Se concluye entonces, que este decreto determinó una diferencia en los efectos fiscales 

para los docentes que aprobaran la evaluación de carácter diagnóstica formativa y 

para aquellos que no; pues para los primeros dispuso el 1° de enero de 2016, y para 

los segundos la fecha quedó ligada al día en la cual se radicara la certificación de 

aprobación del curso.  

 

(…) 

Se colige de lo anterior, que pese a que el Decreto 1657 de 2016 estableció que a 

partir de su entrada en vigencia los efectos fiscales del ascenso en el escalafón serían 

desde la fecha de publicación de resultados, el Decreto 1751 del 3 de noviembre de 

2016 conservó la prerrogativa reconocida en el Decreto 1075 de 2015 a los docentes 

que aprobaran la evaluación de carácter diagnóstica formativa, en el entendido de 

que el ascenso surtiría efectos a partir del 1° de enero de 2016.” -sft- 

 

 

2.5. Caso concreto 

 

§49. Por medio de la Resolución 5685-6 del 24 de julio de 2017 se ascendió a la parte 

demandante al grado 3A del escalafón docente, con efectos fiscales a partir del 17 de 

julio de 2017. En la citada Resolución se hizo la anotación que para los docentes que 

no aprobaron la evaluación con carácter diagnóstico formativo ECDF para reubicación 

de nivel salarial, tendrían la posibilidad de culminar su proceso por medio de 

cursos, en este caso, realizado por la Universidad Nacional de Colombia con un puntaje 

de 88.8 puntos.  

 

§50.  La recurrente acreditó haber aprobado el curso de formación mediante escrito 

SAC 2017PQR10846 del 17 de julio de 2017. 

 

§51. De conformidad con lo anterior, es claro que la demandante no superó la ECDF 

(Evaluación de Carácter Diagnóstica Formativa), por lo que de conformidad con el 

Decreto 1757 de 2015, realizó curso de formación, el cual al ser aprobado le permitió, 

junto con el cumplimiento de los demás requisitos de ley, ascender al grado 3A.  

 

§52. La Sala aclara, que tanto los docentes que superaron la ECDF como los que 

adelantaron el curso de formación, para obtener el ascenso en el escalafón, se 

encuentran ante supuestos fácticos diferentes para lograrlo, lo que justifica que los 

efectos fiscales sean reconocidos de manera distinta. 

  

§53. Aunque en el recurso de apelación la parte accionante aduce que le es aplicable el 

Decreto 1751 de 2016, la Sala evidencia que no, pues esta norma determinó efectos 

fiscales a partir del 1° de enero de 2016 pero frente a los docentes que superaran la 

evaluación de carácter diagnóstica formativa, que como se indicó, no es el caso de 

la actora.  

 

§54. Por todo lo discurrido, se confirmará la sentencia de primera instancia en relación 

con la legalidad del acto administrativo demandado pues se evidencia que se ajustó a 

derecho, en tanto la fecha en que se establecieron por efectos fiscales de la parte 
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demandante se ajusta a la normativa que reguló el ascenso en el escalafón por 

aprobación del curso de formación. 

 

 

  

2.6. De las costas en primera instancia 

 

 

§55. Sobre la inconformidad de la parte demandante sobre las costas asignadas, la 

sección segunda del Consejo de Estado 9especificó que el CPACA pasó de un criterio 

subjetivo a uno valorativo que: 

 
“…requiere que en el expediente el juez revise si las mismas se causaron y en la 

medida de su comprobación. Tal y como lo ordena el CGP, esto es, con el pago de 

gastos ordinarios del proceso y con la actividad del abogado efectivamente realizada 

dentro del proceso. Se recalca, en esa valoración no se incluye la mala fe o temeridad 

de las partes.” 

 

§56.  Sobre el particular la sentencia de primera instancia sólo señaló que con 

fundamento en el artículo 188 del CPACA, se condenó en costas a cargo de la parte 

demandante, cuya liquidación y ejecución se harán conforme al Código General del 

Proceso. Fijó agencias en derecho por el equivalente a $471.635 conforme el Acuerdo 

PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016, emanado del Consejo Superior de la 

Judicatura. 

 

§57. El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la imposición de las costas 

amerita un análisis objetivo-valorativo, y su omisión puede llevar al traste su condena 

en primera instancia: 

 
“En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de 

condenar en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya 

definidos por la jurisprudencia, echándose de menos, además, alguna evidencia de 

causación de expensas que justifiquen su imposición al demandado, quien dentro de 

sus facultades hizo uso mesurado de su derecho a la réplica y contradicción. Por ello, 

se revocará este aparte de la sentencia apelada.” 

 

§58. En consecuencia, se revocará la condena en costas de primera instancia, toda vez 

que se omitió analizar la valoración de la condena en costas, conforme a los criterios 

jurisprudenciales esgrimidos en la sentencia citada. 

 

 

2.7. De las costas en segunda instancia 

 

 

§59. No se condenará en costas de esta instancia al no causarse, ni la parte demandada 

presentó alegatos. 

 

                                                 
9 21Consejo de Estado Sala de la Contencioso Administrativo Sección Segunda, Subsección A C.P. Dr. 

William Hernández Gómez Radicación número: 13001-23-33-000-2013-00022-01  
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§60. Por lo discurrido, la Sala Sexta de Decisión del Honorable Tribunal 

Administrativo de Caldas, administrando Justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, 

 

 

§61. La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho 

para sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998.  

 

§62.  Por lo discurrido, la Sala de Decisión del Honorable Tribunal Administrativo de 

Caldas, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

 

Sentencia 

 

PRIMERO: REVOCAR el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia 

proferida por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales del 22 de 

marzo de 2022, dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 

promovido por Yenni Milena Quiceno Zuluaga contra el Departamento de Caldas, 

conforme a las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia de primera instancia. 

 

TERCERO: Sin costas.  

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado 

de origen, previas las anotaciones del caso en el Sistema Justicia Siglo XXI. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 
Los Magistrados, 

 
 

 
 

 

 
FERNANDO ALBERTO ÁLVAREZ BELTRÁN 
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Manizales, quince (15) de mayo dos mil veintitrés (2023). 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala ordinaria de la fecha.  

 

 ASUNTO  

  

§01. Síntesis: La parte demandante docente solicita el reconocimiento de la prima de 

mitad de año consagrada en la Ley 91 de 1989. El juzgado de primera instancia negó 

las pretensiones. La sala confirma la decisión del juzgado. 

 

§02. La sala dicta sentencia de segunda instancia en el proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO interpuesto por JHON JAIRO 

BUITRAGO BEDOYA, demandante, en contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, demandadas. El objeto de decisión es la apelación interpuesta por la 

parte demandante contra la sentencia dictada el 27 de septiembre del 2021 proferida 

por la Señoría del Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Manizales, que negó 

las pretensiones de la demanda. 

 

1. Antecedentes  

 

1.1. La Demanda 1 

§03. La parte actora pretende la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 03 de 

octubre de 2019, el cual denegó el reconocimiento y pago de la prima de mitad junio, 

conforme lo establece la Ley 91 de 1988. 

 

§04. En restablecimiento del derecho, solicitó se reconozca y pague la prima de prima 

de junio a que tiene derecho por ser pensionado por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, pues no tuvo derecho al reconocimiento de la pensión gracia. 

                                                 
1 (02 Exp Esc Digital pdf ) 
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§05. Expuso que al actor le fue reconocida pensión mediante Resolución 1711-6 del 

09 de febrero de 2018, expedida por la Secretaría de Educación del Departamento de 

Caldas, en representación de la Nación.  

 

§06. Manifestó que conforme lo preceptúa el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 

1989, tiene derecho al reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, por haber 

sido nombrado con posterioridad al 31 de diciembre de 1980 y no ser acreedor de la 

pensión gracia establecida en la Ley 114 de 1913. 

 

§07. Consideró como violados los artículos 13, 46, 48 y 53 de la Constitución Política; 

artículo 56 de la Ley 962 de 2005; 56 del Decreto 2831 de 2005; 15 de la Ley 91 de 

1989 

 

§08. Expresó que se vulneró el artículo 13 de la Constitución Política, al negar el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año equivalente a una mesada 

pensional, contemplada en el literal b numeral 2 artículo 15 de la Ley 91 de 1989, 

para los docentes que se encuentran pensionados por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, que no tuvieron derecho a la pensión gracia 

por haber sino nombrados con posterioridad al 31 de diciembre de 1980 o por ser 

nombrados docentes nacionales. Esta prima fue creada como una compensación por la 

pérdida al derecho a la pensión gracia. 

 

§09. Epilogó que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 creó una mesada adicional para 

los pensionados contemplados en dicho ídem, que no tiene relación con la prima de 

mitad de año creada en la Ley 91 de 1989, para los docentes que no tuvieron derecho 

a la pensión gracia. 

 

 

1.2. Contestación de la Demanda del Ministerio de Educación 2 

  

§10. Permaneció Silente  

 

1.3. Sentencia 2  

 

§11. El Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Manizales, dictó sentencia, 

negando a las pretensiones de la parte actora, las que pasan a relacionarse: 

 

“ PRIMERO. - DECLARAR PROBADAS las excepciones de LEGALIDAD DE 

LOS ACTOS DEMANDADOS”, propuesta por el Ministerio de Educación 

Nacional en los procesos 2020-00264, 2020-00265, 2020-00268, 2020,00270, 

2020-00273, 2020-00282, 2020- 0299, 2020-00301, 2020-00302, 2020-00303, 

2020-00306, 2020-00307, 2020-00308, 2020-00309, 2020-00311, 2020-00319, 

2020-00324 y de oficio en los procesos con radicado 2020-00269, 2020-0271, 

2020-0274.  

 

SEGUNDO. - NEGAR las pretensiones de las demandas incoadas dentro de todos 

los procesos de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO con 

radicado 2020- 00264 2020-00265,2020-00268,2020-00269,2020-00270, 2020-

00271, 2020-00273, 2020-00274, 2020-00282 2020-0299, 2020-00301, 2020-
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00302,2020-00303, 2020- 00306, 2020-00307, 2020-00308,2020-00309,2020-

00311,2020-00319,2020-00324, conforme a los motivos expuestos.  

 

TERCERO. –DECLARAR LA NULIDAD del acto o presunto configurado el 17 

de octubre de 2019, en virtud de la solicitud presentada el 17 de julio de 2019 

que negó el reconocimiento de la prima de junio establecida en el artículo 15 

numeral 2 literal b de la Ley 91 de 1989 a la señora MARIA ROSALBA DUQUE 

MEJIA en el proceso 2020- 0300 de conformidad con las razones expuestas.  

 

CUARTO. – SE CONDENA a La Nación – Ministerio De Educación- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio al reconocimiento y pago de la 

mesada pensional de junio establecida en el artículo 15 numeral 2 literal b de la 

Ley 91 de 1989 a la señora MARIA ROSALBA DUQUE MEJIA a partir del 29 de 

abril de 2007 fecha de adquisición del status pensional.  

 

QUINTO. - SE DECLARA NO PROBADAS LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS 

por el FNPSM en el proceso con radicado 2020-00300, salvo la EXCEPCIÓN 

DE PRESCRIPCIÓN LA CUAL SE DECLARÁ PARCIALMENTE PROBADA 

conforme a las razones expuestas…” 

 

 

§12. Una vez expuestos los fundamentos fácticos y jurídicos de la demanda y la 

contestación, determinó el siguiente problema jurídico: 

 
¿Los demandantes se encuentran en alguno de los dos supuestos de hecho que establece 

la normatividad vigente para acceder a la inclusión del pago de pago de una prima de 

medio año equivalente a una mesada pensional desde el momento de la adquisición del 

status de pensionados y hasta la inclusión en nómina, de acuerdo a lo consagrado en el 

literal b numeral 2 del artículo 15 de la ley 91 de 1989? 

 

§13. La sentencia analizó: (i) el régimen jurídico contemplado en el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993, concerniente al reconocimiento de la mesada adicional para 

pensionados, conocida como mesada catorce; (ii) acto legislativo 01 de 2005, que 

eliminó dicha mesada en todos los regímenes pensionales, conforme a los parámetros 

allí señalados; y, (v) el pronunciamiento sobre dicho tópico hizo la Sala de Consulta y 

Servicio Civil del Honorable Consejo de Estado. 

 

§14. Conforme a los presupuestos normativos y jurisprudenciales precitados, el juez 

de instancia consideró que el Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la mesada catorce a 

partir del 25 de julio de 2005, pues la pensión le fue reconocida a la parte demandante 

con posterioridad al 31 de julio de 2011.  

 

§15.  Expuso en cuanto a la procedencia de la prima de mitad de año o mesada 14 de 

los docentes pensionados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, debe tenerse en 

cuenta la fecha de adquisición del estatus pensional, y el monto de la mesada adicional 

pensional que percibe, esto es, si es inferior a tres (3) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. 

 

§16. En consecuencia, con el recuento normativo y jurisprudencial hecho en 

precedencia, estima este Juzgado que la parte actora en veinte (20) de los procesos no 

logró probar la infracción de las normas legales y constitucionales citadas en la 

demanda con ocasión de la expedición del acto administrativo demandado, y por ello 
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se abre paso declarar de oficio la excepción de LEGALIDAD DE LOS ACTOS 

DEMANDADOS”, en el proceso con radicado, 2020-0274.  

 

 

1.4. Apelación de Sentencia 3  

 

§17. La parte actora solicitó se revoque la sentencia y se acceda a las pretensiones. 

 

§18. Para ello resaltó que la prima de mitad de año con base en el literal b numeral 2 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es diferente a la mesada adicional cuyo pago es en el 

mes de junio de cada año, establecida en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993.  

 

§19. Expuso que la prima de mitad de año es para los docentes que perdieron el derecho 

a la pensión gracia, constituyéndose en una compensación por la pensión perdida; y en 

cambio la prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, buscó compensar a los 

pensionados con anterioridad a la Ley 71 de 1989, respecto a las pensiones reajustadas 

en un porcentaje inferior al salario mínimo. 

 

§20. Describió que la prima de mitad de año, fue prevista por el legislador como un 

beneficio adicional a la pensión de jubilación, para aquellos docentes que por su fecha 

de vinculación no tenían derecho a la pensión gracia. De ahí que por el hecho de que 

se pague en junio y que equivalga a una mesada pensional, no desnaturaliza su calidad 

de prima de beneficio solo para los docentes que cumplen los requisitos establecidos 

en el numeral 2, literal b) del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y tampoco la convierte 

en la mesada adicional creada en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, pues la 

naturaleza de ambas es diferente. 

 

§21. Señaló que conforme a la Ley 812 de 2003 los docentes vinculados al sector 

educativo antes de junio de 2003 continuarán con el régimen pensional anterior. 

 

§22. Adicionó que la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de los apartes por 

el acto legislativo número 01 de 2005, y sigue vigente la prima de mitad de año. 

 

§23. De otra parte, solicitó se revoque lo referente a la condena en costas, dado que la 

misma fue impuesta sin ningún tipo de alusión a los motivos de esta, desconociendo 

así el criterio de fijación objetivo valorativo que ha sido señalado por el Honorable 

Consejo de Estado sobre este tópico. 

 

 

1.6. Alegatos de segunda instancia e intervención del Ministerio público 

 

§24. La parte demandante, las demandadas y el Ministerio Público permanecieron 

silentes. 

 

 

2. Consideraciones  

 

2.1. Competencia 

  

                                                 
3 (Exp, Esc 22) 
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§25. Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación, conforma al artículo 153 

del CPACA4. 

 

 

2.2. Problemas Jurídicos 

 

§26. ¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año equivalente a una mesada pensional, conforme lo prevé el numeral 2 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989? 

 

§27. ¿Procede la condena en costas señalada en la primera instancia? 

 

 

2.3. Lo probado en el proceso 

 

 

§28.  Mediante la Resolución 1711-6 del 09 febrero de 2018, se reconoció la pensión 

de jubilación por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a favor del señor 

JHON JAIRO BUITRAGO BEDOYA, en cuantía de $3.613.680 a partir del 12/ enero 

de 2018.5 

 

§29. Se allegó la petición del 03 de julio de 2019, mediante la cual se solicitó el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año. 

 

 

 

2.4. Fundamento Jurídico 

 

§30. El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio 

público obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del 

Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; 

asimismo se garantiza como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades 

públicas y privadas, que brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las 

pensiones. 

 

§31. A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

§32. El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé su campo de aplicación, así:  
 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos 

los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente 

todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y 

establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o 

convenciones colectivas de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley 

hayan cumplido los requisitos para acceder a una Pensión o se encuentren 

pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los 

                                                 
4 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr003.html#153  
5 (01 Exp Esc 22/24 pdf ). 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr003.html#153
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sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de Prima Media 

y del sector privado en general.  

 

 

2.4.1. Prima de mitad de año de los docentes afiliados al FOMAG 

 

 

§33. El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé sobre su campo de aplicación, así:  

 
“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos 

los habitantes del territorio nacional”-nft-  

 

§34. La mesada adicional de diciembre para los pensionados de los sectores público, 

oficial semioficial y privado los empleados públicos, incluidos docentes, fue creada 

por la Ley 4ª de 1976:  

 
“Artículo 5º Los pensionados de que trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo 

con las normas legales vigentes se transmite el derecho recibirán cada año, dentro de 

la primera quincena del mes de diciembre, el valor correspondiente a una 

mensualidad, en forma adicional a su pensión. 

 

§35. La Ley 91 de 1989 estipuló el régimen pensional para los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 y con posterioridad al 1 de enero de 1981. Para estos 

últimos previó una prima de medio año, que es la que se demanda en este proceso, 

equivalente a una mesada pensional:  

 
“B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y 

nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando 

se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación 

equivalente al 75% del salario mensual promedio del último año. Estos pensionados 

gozarán del régimen vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada pensional. -

Rft” 

 

§36. Luego, los artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 1993 consagraron dos mesadas 

para los pensionados, la primera en noviembre y una mesada adicional, de interés para 

este proceso, pagadera en junio para los pensionados del sector público, 

correspondiente a treinta (30) días de valor de la pensión, dicha norma dispone: 

 
“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o jubilación, 

invalidez y sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada año, junto con la 

mesada del mes de Noviembre, en la primera quincena del mes de Diciembre, el valor 

correspondiente a una mensualidad adicional a su pensión.  

(…)  

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA PENSIONADOS. Los pensionados 

por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores públicos, oficial, 

semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de Seguros 

Sociales, así como los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía 

Nacional, tendrán derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión 

que le corresponda a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con 

la mesada del mes de junio de cada año, a partir de 1994.  



Sentencia de segunda instancia Radicado 170013333-001-2020-00274-02 

 

7 

 

PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo la 

cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal 

mensual.”-srft- 

 

§37. Es de recordar que la Ley 100 de 1993 estipuló en el artículo 279 un régimen de 

excepción para los afiliados al FOMAG: 

 
“ARTÍCULO 279. Excepciones.  

(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que 

se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se 

expida. (…)” 

  

§38. Debido que la sentencia de C-409 de 1994 declaró inexequibles los apartes 

tachados del precitado artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dio lugar a la expedición 

del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 

1993 sobre excepciones al sistema, de la siguiente manera: “… Las excepciones 

consagradas en el presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos 

determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores 

aquí contemplados". 

 

§39. La Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto 1857 de 20074, ilustró que 

sobre el tránsito legislativo de la Ley 238 de 1995 que: “… la iniciativa fue muy clara 

en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados unos beneficios del régimen 

general, pero no planteó, ni se discutió, la modificación de los correspondientes 

regímenes especiales; de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite 

el reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados exceptuados 

de ese régimen general pero sin modificar sus propios regímenes especiales para 

incorporarla a ellos.” 

 
“La sentencia C-461 de 1995 de la Corte Constitucional, en cuya demanda se pretendía 

la extensión de la mesada del artículo 142 de la Ley 100 de 1993 a todos los docentes, 

explica que la prima de medio año y la mesada catorce son asimilables, y debían 

ampliarse el beneficio de la mesada adicional solamente a los docentes que no gozaban 

de pensión gracia vinculados con anterioridad al 1º de enero de 1981: “… el beneficio 

contemplado en el artículo 15, numeral 2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual 

los pensionados vinculados al Fondo con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán 

(...) adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada pensional", 

puede asimilarse a la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 

1993…”: 

 

“En efecto, la Corte advierte que el beneficio contemplado en el artículo 15, numeral 

2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual los pensionados vinculados al Fondo 

con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) adicionalmente de una prima 

de medio año equivalente a una mesada pensional", puede asimilarse a la mesada 

adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993. 

 

En el artículo 15, numeral 2, literal b, de la Ley 91 de 1989, se dispone que los 

pensionados del Magisterio tienen derecho a la prima de medio año allí establecida, 

"adicionalmente" a la pensión de jubilación - pensión ésta que de manera 
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inmediatamente anterior, concede el mismo artículo para los docentes vinculados a 

partir del 1° de enero de 1981-. 

 

El monto de la prima de medio año del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es el mismo 

que el de la mesada adicional contemplada en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, ya 

que existe equivalencia entre "una mesada pensional" (monto de la prima de medio año 

de la Ley 91) y "30 días de pago de la pensión" (monto de la mesada adicional de la 

Ley 100), teniendo en cuenta que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual 

(30 días) que recibe un pensionado en virtud de su derecho a la pensión. 

 

Los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 no se encuentran en una situación 

distinta a la de los pensionados a quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad 

Social contemplado en la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún 

beneficio que compense la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras 

los primeros reciben la prima adicional de medio año (artículo 15 Ley 91 de 1989), los 

segundos reciben la mesada adicional (artículo 142 Ley 100 de 1993), que son 

prestaciones equivalentes. 

 

Sin embargo, es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes vinculados 

a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la mesada adicional del 

artículo 142 de la Ley 100, luego de la sentencia C-409 de 1994, no está condicionado 

por aspectos temporales.” 

  

§40. El Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la posibilidad de recibir más de 13 

mesadas a los nuevos pensionados: 

 
“ARTÍCULO 1o. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 48 de la 

Constitución Política: 

 

"El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 

respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda 

pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que 

se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán 

asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas". 

 

(…) "Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al 

año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para 

acceder a ella, aún cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el 

establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a 

la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. 

Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada 

ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General 

de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del 

presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres 

(3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de 

julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año". 
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§41. En la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo, se justificó la 

eliminación de la mesada 14 de la siguiente manera: 

 
“5.4 La eliminación de la decimocuarta mesada pensional 

 

Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 para 

compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad a 1988, es 

decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue extendida a todas las demás 

pensiones por una decisión de la Corte Constitucional (Sentencia C-489/94), generando 

un desequilibrio adicional en la financiación de los pasivos pensionales. 

 

Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los nuevos 

pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por la Ley 100 de 

1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a pérdida de poder 

adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 

 

El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin embargo, 

debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que se seguirá pagando 

esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de incrementarse a futuro por 

efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con las actuales proyecciones su 

eliminación reducirá el déficit operacional acumulado en 12.9% del PIB, entre los años 

2004 y 2050.” (PROYECTO DE LEY 034 CÁMARA - GACETA 385 DE 2004). 

 

§42. El concepto 1857 de 20075 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 

de Estado estimó que debido a los efectos del Acto Legislativo 01 de 2005 “… los 

docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a partir 

del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 

2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el artículo 

142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del mencionado 

acto legislativo”: 

 
“2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por ley o 

negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes pensionales y su 

impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó dos proyectos de acto 

legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200, los cuales fueron acumulados para 

su estudio y trámite. 

 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

 

“Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en vigencia del 

presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al 

año.” 

 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los debates fue 

modificada para que la prohibición no quedara referida al reconocimiento de la pensión 

sino a su causación; así, la norma aprobada como inciso octavo del artículo 1º del Acto 

Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 

 

“Artículo 1º… 
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“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente 

Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se 

entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder 

a ella, aún cuando no se hubiese efectuado su reconocimiento.” 

 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de esa 

mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una excepción para los 

pensionados que reciban mesadas no superiores a tres salarios mínimos mensuales 

legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos para pensionarse antes del 31 de 

julio del 2011; este acuerdo se recogió en el parágrafo transitorio 6º del Acto 

Legislativo No. 01 del 2005: 

 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del presente 

artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, 

quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año". 

 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el Acto 

Legislativo No. 01 del 200, las personas que adquieran el derecho a la pensión recibirán 

un máximo de trece mesadas al año, con la excepción establecida en el parágrafo 6º 

transitorio, que, evidentemente, también está restringida en el tiempo y en sus 

destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de 

vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 

No. 01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo.”-sft- 

 

§43. Como se anotó en precedencia, la prima de medio año de una mesada prevista en 

el literal b, numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es equivalente a la mesada 

prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, que se extendió en garantía del 

principio de igualdad a todos los docentes por la sentencia C-461 de 1995, por la Ley 

238 de 1995. 

 

§44. Bajo este entendido, el Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, a partir de su 

entrada en vigor, ningún nuevo pensionado podría recibir más de trece (13) mesadas 

pensionales al año, salvo aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a 

tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 

de julio de 2011. 

 

§45. En sede de tutela, el Consejo de Estado ha considerado que esta interpretación de 

equivalencia de la prima de mitad de año y la mesada de junio: “…no desconoce las 

normas aplicables al caso, ni el precedente judicial de la Sección Segunda del Consejo 

de Estado sobre la materia, por lo que para la Sala es claro que no vulneró los 

derechos fundamentales que la accionante alega conculcados.”6 

 

                                                 
6 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN CUARTA - 

Consejera ponente: STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO- Bogotá, D.C., veinticinco (25) de abril de 

dos mil dieciocho (2018)- Radicación número: 11001-03-15-000-2017-03255-00(AC). SECCIÓN PRIMERA- 

Consejero ponente: ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS- Bogotá, D.C., ocho (8) de febrero de dos mil 

dieciocho (2018)- Radicación número: 11001-03-15-000-2017-03251-00(AC). 
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§46. Es por ello, que conforme a los parámetros normativos planteados en el Acto 

Legislativo 01 de 2005, aplicable a los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, se analizará el caso particular, en aras de identificar si le asiste 

el derecho a la parte actora a percibir la mesada de mitad de año.  

 

 

2.4.2.  Caso Concreto: la actora no tiene derecho a la prestación porque 

percibió una pensión inferior a 3 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, causada antes de 2011 

 

§47. En el sub judice, la parte actora le fue reconocido el derecho a la pensión de 

jubilación por aportes a través de la Resolución 1711-6 del 09 de febrero de 2018; 

conforme en dicho acto adquirió el estatus pensional el 12/01/2018; además el monto 

de la pensión está estimado en un valor de $2.710.260 a partir del 13 de enero de 2018.  

 

§48. En consecuencia, no le asiste el derecho a la parte en percibir la mesada adicional 

toda vez que no se encuentra dentro de las excepciones previstas en el Acto Legislativo 

01 de 2005; dado que su derecho pensional fue causado con posterioridad a la vigencia 

de dicho acto, esto es el 4 de junio de 2014, y su cuantía es superior a los 3 smlmv, esto 

es para 2018 de $ 2.343.726 con el salario de $781.242, y la mesada fue de $2.710.260. 

 

§49. Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia que negó las 

pretensiones de la demanda. 

 

  

2.5. De las costas en primera instancia 

 

§50. Sobre la inconformidad de la parte demandante sobre las costas asignadas, la sección 

segunda del Consejo de Estado especificó que el CPACA pasó de un criterio subjetivo a 

uno valorativo que: 

 
“…requiere que en el expediente el juez revise si las mismas se causaron y en la medida 

de su comprobación. Tal y como lo ordena el CGP, esto es, con el pago de gastos 

ordinarios del proceso y con la actividad del abogado efectivamente realizada dentro del 

proceso. Se recalca, en esa valoración no se incluye la mala fe o temeridad de las partes.” 

 

§51. Sobre el particular la sentencia de primera instancia sólo señaló que con fundamento 

en el artículo 188 del CPACA, se condenó en costas a cargo de la parte demandante, cuya 

liquidación y ejecución se harán conforme al Código General del Proceso. Fijó agencias 

en derecho por el equivalente a $471.635 conforme el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de 

agosto de 2016, emanado del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

§52. El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la imposición de las costas amerita 

un análisis objetivo-valorativo, y su omisión puede llevar al traste su condena en primera 

instancia: 

 
“En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de 

condenar en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos 

por la jurisprudencia, echándose de menos, además, alguna evidencia de causación de 

expensas que justifiquen su imposición al demandado, quien dentro de sus facultades hizo 

uso mesurado de su derecho a la réplica y contradicción. Por ello, se revocará este aparte 

de la sentencia apelada.” 
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§53. En consecuencia, se revocará la condena en costas de primera instancia, toda vez 

que se omitió analizar la valoración de la condena en costas, conforme a los criterios 

jurisprudenciales esgrimidos en la sentencia citada. 

 

2.6. De las costas en segunda instancia 

 

§54. No se condenará en costas de esta instancia al no causarse, ni la parte demandada 

presentó alegatos. 

 

§55. La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho 

para sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

§56. Por lo discurrido, la Sala de Decisión del Honorable Tribunal Administrativo de 

Caldas, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

SENTENCIA 

 

PRIMERO: REVOCAR parcialmente y frente al señor JHON JAIRO BUITRAGO 

BEDOYA el numeral “sexto” de la sentencia dictada el 27 de septiembre de dos mil 

veintiuno (2021) de por la Señoría del Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 

Manizales, con respecto al proceso de nulidad y restablecimiento del derecho 

interpuesto por JHON JAIRO BUITRAGO BEDOYA contra de la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, por los argumentos motivo de la demanda. 

 

SEGUNDO: Confírmese en lo demás la sentencia de primera instancia. 

 

TERCERO: NO SE CONDENA EN COSTAS en esta instancia.  

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado 

de origen, previas las anotaciones del caso. Remítase de la sentencia a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 
 

Notifíquese y Cúmplase 
Los Magistrados, 

 
 

 

 
FERNANDO ALBERTO ÁLVAREZ BELTRÁN 
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Auto de mejor proveer 

 

  

Acción:    Popular 

Demandantes: Alirio Giraldo Castrillón 

Demandado: Municipio de Manizales y Omar López Castañeda 

Radicado:                  17-001-33-39-008-2018-00447-02 

Acto judicial:            Auto interlocutório 98 

 

 

Manizales,   quince (15) de mayo de dos mil veintitrés (2023).  

 

Proyecto discutido y aprobado en sala de la presente fecha 

 

En el proceso de la referencia, cuyo objeto es la protección de los derechos colectivos 

al goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público, donde 

se denuncia la ocupación de una acera por parte del señor Omar López Castañeda, el 

municipio de Manizales contestó que estaba a la espera de un informe de la Oficina 

Coordinadora de Bienes de la Secretaría de Hacienda y el Ministerio de Vivienda 

Ciudad y Territorio, determinen y certifiquen el bien, respecto si es un bien municipal 

o bien privado. 

 

Como dicha prueba es necesaria para esclarecer puntos oscuros o difusos en la 

controversia, se decretará la prueba de oficio, conforme al artículo 213 del CPACA. 

 

 

Por lo anterior, la Sala Sexta de decisión,  

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: Solicitar a la Oficina Coordinadora de Bienes de la Secretaría de 

Hacienda y el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio del municipio de Manizales, 

que en el plazo de cinco días contados a partir del recibo del presente requerimiento, 

indique si la caseta adosada al establecimiento de comercio Servillantas López en la 

carrera 14 con calle 12 “Bomba López”, del señor Omar López Castañeda: (i) se 

encuentra ocupando un bien inmueble público o privado; (ii) si el bien inmueble es 

público, si es de uso público o fiscal; (iii) si el bien inmueble ocupado hace parte del 

espacio público. 
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SEGUNDO: Solicitar al municipio de Manizales informe si el proceso de policía 

contra el señor Omar López Castañeda por ocupación del espacio público con una 

caseta adosada al establecimiento de comercio Servillantas López en la carrera 14 con 

calle 12 “Bomba López” ya culminó y en qué sentido, allegando los documentos que 

apoyen la respuesta. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 
Los Magistrados, 

 
 

 
 

 

 
FERNANDO ALBERTO ÁLVAREZ BELTRÁN 

 


